	
Page I.1


	WT/TPR/S/136
Examen de las Políticas Comerciales
Página 102


	Comunidades Europeas
WT/TPR/S/136

Página 101



IV. POLÍTICAS COMERCIALES, POR SECTORES

1) Introducción

1. Desde el último Examen de las Políticas Comerciales que se le realizó, las CE han seguido reformando su Política Agrícola Común (PAC) para reducir las distorsiones y lograr una mayor orientación al mercado.  Las reformas también contribuyen a reducir la carga que suponen las ayudas agrícolas para la economía de las CE, sobre todo gracias a la disociación de los pagos de la producción.  Sin embargo, la protección arancelaria y las ayudas internas a la agricultura, junto al reducido grado de liberalización de los productos agrícolas, a pesar de los acuerdos preferenciales de las CE, siguen limitando la competencia extranjera y la influencia de las tendencias del mercado mundial, al tiempo que generan excedentes de determinados productos.  La política agrícola ha hecho que las subvenciones sean importantes para la exportación de determinados excedentes, así como para algunos productos agrícolas elaborados.  En 2004, los aranceles sobre las importaciones agrícolas (gran división 1 de la CIIU Rev.2) ascienden a un promedio del 10 por ciento -un 16,5 por ciento conforme a la definición de los productos agrícolas según la OMC-, en lo que supone un descenso si se compara con el 10,1 por ciento de 2002;  no obstante, algunos niveles llegan hasta el 209,9 por ciento (véase el capítulo III 2) ii) y el cuadro AIII.1).  En 2002, el apoyo a los productores agrícolas ascendía al 36 por ciento de los ingresos de las explotaciones (por encima del promedio de la OCDE, situado en el 31 por ciento), mientras que la cantidad total empleada en la PAC sigue representando el 40 por ciento del gasto de la Comunidad.

2. Desde 2003, las CE han puesto en marcha una nueva Política Pesquera Común (PPC) con objeto de abordar algunos de los principales problemas a los que debe hacer frente el sector, entre ellos la sobreexplotación de determinadas reservas pesqueras.  Los principales cambios respecto a la anterior PPC son los siguientes:  la adopción de un planteamiento a largo plazo sobre la gestión de la pesca;  una nueva política de flotas;  medidas socioeconómicas;  el acceso a aguas y recursos;  el control y la observancia;  y la participación de los colectivos interesados en la toma de decisiones.  En 2004, la protección arancelaria en la pesca asciende a un 10,5 por ciento en promedio (frente al 10,4 por ciento en 2002), llegando algunos tipos al 23 por ciento.

3. Las CE son una economía intensiva en el uso de energía, y su nivel de autosuficiencia en este aspecto se sitúa aproximadamente en el 50 por ciento.  Siguen concediéndose ayudas, entre otras cosas, para las energías más eficientes e inocuas para el medio ambiente.  Se están debatiendo cambios en las directrices de política energética para lograr la seguridad del abastecimiento energético, completar el mercado interior de las CE y mejorar la competencia en el subsector.  Conforme a la legislación recientemente aprobada, los mercados de la electricidad y el gas natural se han liberalizado en mayor medida y han ganado.  Las importaciones de electricidad gozan de franquicia arancelaria.

4. El crecimiento de la productividad en las manufacturas de las CE (gran división 3 de la CIIU Rev.2) ha seguido desacelerándose, lo cual ha dado pie a la idea de que este sector puede perder importancia relativa para la economía de las CE.  Además, el sector sigue siendo un beneficiario importante de ayudas públicas.  Como resultado, las CE aplican programas de amplio alcance para aumentar su eficiencia y convertirse en la economía más competitiva del mundo de aquí a 2010.  Los aranceles sobre las importaciones de manufacturas ascienden en promedio a un 6,4 por ciento (frente al 6,5 por ciento en 2002);  en el caso de algunos productos alimenticios elaborados se aplican niveles relativamente altos.

5. Los servicios siguen siendo, con gran diferencia, el principal contribuyente al PIB real y al empleo de las CE, a pesar del débil crecimiento de la productividad en la Comunidad, sobre todo en el sector servicios.  Es más, el sector ha ido a la zaga de otros en lo que se refiere a la creación de un mercado único, en gran medida por las diferencias normativas entre Estados miembros.  Las CE han tomado medidas para abordar algunos de los problemas estructurales en determinados subsectores de servicios, sobre todo a través del Plan de Acción sobre Servicios Financieros, la reforma del marco normativo de las telecomunicaciones y los avances en el Plan de Acción para los Transportes.  Se considera que el principal objetivo a medio y largo plazo de las reformas de las CE es la mayor liberalización de los servicios, ya que permitiría impulsar la competitividad global de la economía.

2) Agricultura

i) Características principales

6. La agricultura representaba el 2 por ciento del PIB de los 15 Estados miembros de las Comunidades Europeas (CE-15) en 2002 y el 3,9 por ciento del PIB de los 10 países de la adhesión (C-10).  La agricultura, incluidas las actividades relacionadas con la caza, la silvicultura y la pesca, empleaba al 4 por ciento de la población activa de las CE-15, frente al 4,3 por ciento en 2000, mientras que en el caso de los C-10, la agricultura y las actividades relacionadas con ella empleaban en 2002 al 13,4 por ciento del conjunto de la mano de obra (cuadro IV.1).  La superficie cultivada de las CE-15 representaba 130,8 millones de hectáreas en 2002;  en los C-10 ascendía a 36,2 millones de hectáreas, casi la mitad de ellas correspondiente a Polonia.  La Comunidad tiene actualmente unos 11 millones de agricultores, de los cuales cerca de 4 millones son de los C-10.  El tamaño promedio de las explotaciones agrícolas es de unas 19 hectáreas en las CE-15, frente a las 7 hectáreas de los C‑10.

Cuadro IV.1

Estadísticas agrícolas seleccionadas, 2002

	
	Superficie utilizada
(miles de ha)
	Producción final
(millones de €)
	Porcentaje del gasto de consumo familiar dedicado a alimentos, bebida y tabacoa
	Porcentaje de empleo en la población activa civilb
	Ingresos reales
(1995=100)

	
	
	
	
	
	2002
	Cambio porcentual respecto a 2001

	Alemania
	16.971
	41.454
	16,2
	2,5
	110,9
	-18,0

	Austria
	3.387
	5.704
	15,5
	5,7
	95,3
	-2,8

	Bélgica
	1.393
	7.056
	16,3
	1,8
	107,8
	-7,7

	Chipre
	144c
	..
	32,7
	5,4
	..
	..

	Dinamarca
	2.690
	8.348
	17,4
	3,2
	81,1
	-26,2

	Eslovenia
	506
	1.062
	22,0
	9,7
	..
	..

	España
	25.554
	37.335
	18,8
	5,9
	125,1
	1,2

	Estonia
	890c
	475
	32,7
	6,5
	..
	..

	Finlandia
	2.216
	4.288
	18,7
	5,5
	106,6
	7,2

	Francia
	29.622
	64.813
	14,3
	4,1
	108,9
	-0,9

	Grecia
	3.917c
	12.189
	20,6
	15,8
	111,8
	5,7

	Hungría
	5.867
	6.077
	27,7
	6,1
	..
	..

	Irlanda
	4.372
	5.746
	16,5
	6,9
	92,6
	-11,4

	Italia
	15.341
	43.639
	16,9
	4,9
	110,7
	-1,7

	Letonia
	2.480
	587
	32,9
	15,3
	..
	..

	Lituania
	3.487
	1.067
	38,9
	18,6
	..
	..

	Luxemburgo
	127
	256
	19,7
	2,0
	91,1
	1,1

	Malta
	10
	146
	26,5
	2,1
	..
	..

	Países Bajos
	1.933c
	20.114
	14,3
	2,9
	81,2
	-7,5

	Polonia
	16.891
	13.241
	28,0
	19,6
	..
	..

	Portugal
	3.813
	6.258
	22,7
	12,5
	136,8
	-2,2

	Reino Unido
	15.722c
	24.465
	13,8
	1,4
	64,0
	3,9

	Rep. Checa
	3.652
	3.283
	26,4
	4,9
	..
	..

	Rep. Eslovaca
	2.240
	1.677
	28,7
	6,6
	..
	..

	Suecia
	3.039
	4.710
	17,3
	2,5
	114,8
	-1,5

	CE-15
	130.809
	286.372
	16,2
	4,0
	107,2
	-3,4

	C-10
	36.167
	27.615d
	28,3
	13,4
	..
	..


..
No disponible.

a
2001.

b
Empleo en agricultura, caza, pesca y silvicultura.

c
1999.

d
Sin Chipre.

Fuente:
DG Agricultura (2004), Key Agricultural Statistics, cuadro 2.0.1.2, y DG Agricultura (2003), Agriculture in the EU - Statistical and Economic Information 2002, página 32, Bruselas.

7. Los bosques cubren 130 millones de hectáreas en las CE-15, lo que representa en torno al 36 por ciento de su superficie terrestre total.  Los tipos de bosque y su cobertura varían enormemente dentro de las CE, como reflejo de su diversidad biogeográfica y climática, así como de las diversas tradiciones de uso del suelo.  En las últimas décadas ha habido cambios motivados por las prácticas de gestión intensiva, el uso de especies exóticas de árboles, la introducción de animales para la caza, y la desecación.  Además, repetidos incendios forestales han producido cambios en la región mediterránea.  Estos problemas han afectado a la capacidad productiva de los bosques como fuente de materias primas para las industrias de la madera, así como a su capacidad de actuar como sumideros de carbono y reducir los efectos del cambio climático.  Como resultado, se ha puesto en marcha un nuevo programa, "Forest Focus", cuyo objeto es realizar un seguimiento y proteger los bosques de la Comunidad.  Su período de vigencia es del 1º de enero de 2003 al 31 de diciembre de 2006, y su presupuesto para dicho período es de 61 millones de euros.

8. Los ingresos agrícolas de las CE-15 bajaron en promedio en un 3,4 por ciento en términos reales en 2002 (frente a los aumentos del 4,5 por ciento en 2000 y el 6 por ciento en 2001) debido al pronunciado descenso del precio de numerosos cultivos (como los cereales, las oleaginosas y las patatas) y los productos animales (como la carne de porcino, las aves de corral y la leche), lo que contrarresta con creces el aumento del volumen total de producción.
  Con excepción de Grecia, España, Luxemburgo, Finlandia y el Reino Unido, las CE-15 registraron una disminución de los ingresos reales en 2002;  la baja más acusada (26,2 por ciento) la experimentó Dinamarca.  En 2002, los ingresos reales estaban por encima de los niveles de 1995 en nueve países de la Comunidad, ocupando el último puesto de la lista el Reino Unido (un 36 por ciento por debajo de su nivel de 1995).  Sin embargo, los agricultores suelen complementar sus ingresos agrícolas con ingresos procedentes de otras fuentes.

9. En 2002, los ingresos medios en las CE-15 descendieron de manera más significativa en las explotaciones agrícolas especializadas en el ganado porcino y las aves de corral (-38,7 por ciento respecto a los niveles de ingresos de 2001), seguidas de la producción mixta (cultivos y ganadería) (‑15,9 por ciento), el vino (-7,5 por ciento) y la leche (-7,3 por ciento).  Las explotaciones agrícolas especializadas en la producción de otros cultivos permanentes y en la horticultura experimentaron un aumento de los ingresos medios del 18,6 y el 11,7 por ciento, respectivamente.  En lo que se refiere al valor, la leche sigue siendo el principal producto agrícola (14,5 por ciento de la producción agrícola de las CE-15 en 2002, frente al 13,8 por ciento en 2000), seguido del ganado porcino (10,2 por ciento) y el ganado bovino (9,1 por ciento).  En 2002, el ganado porcino representaba el 18,1 por ciento de la producción agrícola de los C-10, seguido de la leche (14,9 por ciento) y el trigo (8,8 por ciento).

10. Las CE-15 son el principal exportador e importador de productos agrícolas del mundo y son autosuficientes en la mayoría de los productos agrarios cubiertos por la PAC.  En 2002, el nivel más alto de autosuficiencia (la relación entre producción interna y consumo) se alcanzó en la leche entera en polvo, seguida de la leche desnatada en polvo, el azúcar, el trigo y la mantequilla.  Por tanto, parte de la producción agrícola de las CE depende de las oportunidades de exportación.  En 2000, las exportaciones de determinados productos de las CE-15 representaron una parte sustancial del comercio mundial, como ilustran los ejemplos del vino (39,8 por ciento), la carne de porcino (36,1 por ciento), el queso (35,8 por ciento), la leche en polvo (32,5 por ciento), la mantequilla (21,2 por ciento), los huevos (19,1 por ciento), y el azúcar (16,8 por ciento).
ii) La Política Agrícola Común (PAC)

a)
Panorama general

11. La reforma de la PAC de la Agenda 2000 establece el marco fundamental de la política agrícola de las CE para el período 2000-2006.
  En junio de 2003, el Consejo de Ministros de las CE decidió reformar la PAC a partir de 2004-2005.  Los principales mecanismos de la PAC son los precios comunes garantizados y las organizaciones comunes de los mercados (OCM) para 18 categorías de productos.
  En la campaña de comercialización de 2000-2001, la Medida Global de la Ayuda (MGA) de las CE-15 ascendió a 43.654 millones de euros (comparados con un nivel de compromisos de 67.159 millones de euros), mientras que la ayuda interna a través de las medidas del compartimento verde y el compartimento azul alcanzaron los 21.845 millones de euros y los 22.223 millones de euros, respectivamente.
  La proporción combinada de los pagos a la producción y el sostenimiento de los precios del mercado cayó del 91 por ciento de la ayuda al productor en 1986‑1988 al 61 por ciento en 2000-2002, mientras que los pagos por superficie plantada o el número de animales aumentaron del 2,8 al 27,3 por ciento en el mismo período.  Esta circunstancia ha incrementado en cierta medida el grado de exposición de los agricultores a la evolución del mercado mundial.
  Sin embargo, el valor total de la ayuda que potencialmente tiene los mayores efectos de distorsión de la producción (sostenimiento de los precios del mercado, pagos a la producción y subvenciones a los insumos) representó el 68,7 por ciento de la ayuda a los productores en 2002 (en comparación con el 69,9 por ciento de 2000).

12. La regulación del desarrollo rural de las CE incluida en la Agenda (el segundo pilar de la PAC) incluye medidas de acompañamiento (por ejemplo, medidas agroambientales, programas de jubilación anticipada, repoblación forestal y pagos para ayudar a los agricultores de las áreas menos favorecidas).  Estas y otras medidas, como la inversión, la formación, la promoción y la reconversión de la agricultura, las cofinancian, en parte, los Estados miembros de las CE;  entre el 60 y el 85 por ciento de la financiación proviene del presupuesto comunitario.  La dotación del segundo pilar para el período 2000-2006 asciende a 38.300 millones de euros.  En 2004 se habilitaron en torno a 4.800 millones de euros, un 2 por ciento por encima de los gastos reales en 2003.

13. Las CE financian asimismo Leader+, una iniciativa para fomentar y apoyar una serie de iniciativas piloto a pequeña escala relacionadas con el desarrollo rural integrado;  la iniciativa se lleva a cabo a nivel local en una serie de áreas seleccionadas de las CE.  La contribución total de las CE para el período 2000-2006 es de más de 2.000 millones de euros, financiados con cargo al Fondo Europeo de Orientación y Garantía Agraria (FEOGA).  En 2002, la Comisión también creó un fondo especial de ayuda de entre 500 y 1.000 millones de euros para hacer frente a desastres naturales, tecnológicos o medioambientales que está abierto tanto a los Estados miembros como a los candidatos a la adhesión.

14. El 10 de diciembre de 2003, la Comisión adoptó un reglamento sobre la ayuda "de minimis" para la agricultura y la pesca.  Tras consultar con los Estados miembros y con terceros, la Comisión prevé aplicar dicho reglamento hacia finales de 2004.  El reglamento exime la ayuda nacional hasta un máximo de 3.000 euros por agricultor y pescador (durante tres años) del requisito de notificación previa.
  Para evitar operaciones de ayuda a gran escala, todo Estado miembro que conceda dicha ayuda debe respetar un tope global equivalente aproximadamente al 0,3 por ciento de su producción agrícola o pesquera.  Si todos los Estados miembros hiciesen pleno uso de esta posibilidad, el promedio anual de ayudas "de minimis" se situaría en torno a los 290 millones de euros en total para las CE, esto es, un 2,2 por ciento del valor anual de las ayudas públicas a la agricultura, que es de 13.000 millones de euros.

15. En 2003 se gastó en la PAC un total de 43.200 millones de euros (frente a los 41.500 millones de euros de 2001), lo que representa más del 40 por ciento del gasto comunitario.  El gasto se canaliza sobre todo a través del FEOGA, gestionado por los Estados miembros y controlado por el Tribunal de Cuentas.  Las consignaciones para la sección garantías del FEOGA para 2003 ascendieron a 44.600 millones de euros.  Francia fue el país que recibió más ayudas del FEOGA en 2002, en consonancia con la proporción que representa su producción agrícola respecto al total de las CE (un 22,6 por ciento), seguida de Alemania, Italia y España (cuadro IV.2).

Cuadro IV.2

Gastos de los Estados miembros en garantías y orientación del FEOGA, y gastos nacionales en agricultura, 2002

	
	Parte en la producción de las CE
(%)
	Garantía
del FEOGA
(millones de €)
	Orientación del FEOGA
(millones de €)
	Total
del FEOGA
(millones de €)
	Parte en
el total
(%)
	Gastos nacionales en agriculturaa
(millones de €)

	Alemania
	15,5
	6.784
	548,2
	7.332
	16,0
	1.900

	Austria
	2,0
	1.090
	17,0
	1.107
	2,4
	900

	Bélgica
	2,6
	942
	12,9
	955
	2,1
	400

	Dinamarca
	3,2
	1.221
	2,5
	1.224
	2,7
	250

	España
	12,3
	5.933
	833,3
	6.766
	14,7
	720b

	Finlandia
	1,4
	838
	37,0
	875
	1,9
	1.500

	Francia
	22,6
	9.752
	140,6
	9.893
	21,5
	3.500

	Grecia
	4,0
	2.634
	411,5
	3.046
	6,6
	270

	Irlanda
	2,0
	1.709
	36,2
	1.745
	3,8
	510

	Italia
	15,0
	5.672
	487,1
	6.159
	13,3
	1.100b

	Luxemburgo
	0,1
	37
	0,3
	37
	0,1
	35

	Países Bajos
	7,2
	1.133
	13,4
	1.146
	2,5
	1.000

	Portugal
	2,1
	754
	353,0
	1.107
	2,4
	350

	Reino Unido
	8,4
	3.643
	81,5
	3.725
	8,2
	1.100

	Suecia
	1,6
	817
	22,4
	839
	1,8
	400

	Total
	100,0
	43.214
	2,997
	46.211
	100,0
	13.935


a
Datos provisionales.

b
Los datos no incluyen los gastos regionales.

Fuente:
DG Agricultura (2004), cuadros 2.0.1.2, 3.4.2 y 3.4.10, [en línea].  Disponible en la dirección http://europa.eu.int/ comm/agriculture [10 de abril de 2004].

16. En términos de productos, la parte más grande de los gastos del FEOGA en 2002 se dedicó a los cultivos herbáceos (43 por ciento, frente al 41 por ciento en 2001), seguidos de la carne de bovino (18 por ciento, comparado con el 15 por ciento en 2001) y los productos lácteos (6 por ciento, frente al 4,5 por ciento en 2001).
  El desarrollo rural supone actualmente el 10 por ciento del gasto del FEOGA Garantía.  En la campaña de comercialización de 2000-2001, la distribución de la Medida Global de la Ayuda (MGA) entre los principales productos agropecuarios beneficiarios fue la siguiente:  carne de vaca (25,6 por ciento del total), azúcar blanca (13,3 por ciento), mantequilla (10,2 por ciento), tomates (6,1 por ciento), trigo común (5,2 por ciento), manzanas (5,1 por ciento), cebada (5 por ciento), y aceite de oliva (4,7 por ciento).
  Según la OCDE, la estimación de la ayuda a los productores (EAP) de las CE se mantiene en niveles muy elevados, sobre todo en lo que se refiere a la carne de bovino, el trigo y otros cereales, el azúcar, la leche y la carne de ovino;  los huevos reciben la menor ayuda (cuadro IV.3).

Cuadro IV.3

Principales indicadores de la ayuda, por productos, 1986-2002

	
	
	1986-1988
	2000-2002
	2000
	2001
	2002ª

	Trigo
	EAP (millones de €)
Porcentaje EAP
	7.879
51
	9.757
46
	9.950
46
	9.243
46
	10.078
46

	Maíz
	EAP (millones de €)
Porcentaje EAP
	2.928
53
	2.616
35
	3.038
41
	2.812
37
	1.997
28

	Otros cereales
	EAP (millones de €)
Porcentaje EAP
	5.238
56
	6.110
51
	6.014
50
	6.199
51
	6.116
52

	Arroz
	EAP (millones de €)
Porcentaje EAP
	395
57
	269
31
	136
17
	349
40
	321
37

	Semillas oleaginosas
	EAP (millones de €)
Porcentaje EAP
	2.828
59
	1.884
35
	2.157
39
	1.806
34
	1.689
31

	Azúcar
	EAP (millones de €)
Porcentaje EAP
	2.883
60
	2.357
48
	2.614
50
	2.008
44
	2.449
49

	Leche
	EAP (millones de €)
Porcentaje EAP
	19.002
57
	17.523
44
	16.335
42
	17.088
41
	19.147
48

	Carne de bovino
	EAP (millones de €)
Porcentaje EAP
	11.956
55
	21.047
73
	17.720
66
	20.108
73
	25.313
79

	Carne de ovino
	EAP (millones de €)
Porcentaje EAP
	3.616
70
	3.050
46
	3.507
53
	3.333
49
	2.312
38

	Carne de porcino
	EAP (millones de €)
Porcentaje EAP
	2.839
16
	6.201
24
	5.933
25
	5.884
20
	6.786
26

	Aves de corral
	EAP (millones de €)
Porcentaje EAP
	1.770
24
	3.432
37
	3.295
37
	3.535
35
	3.466
38

	Huevos
	EAP (millones de €)
Porcentaje EAP
	644
13
	230
4
	244
4
	124
2
	323
6

	Otros productos
	EAP (millones de €)
Porcentaje EAP
	24.740
29
	25.791
22
	25.205
22
	25.474
21
	26.694
22

	Todos los productos
	EAP (millones de €)
Porcentaje EAP
	86.718
40
	100.266
35
	96.146
34
	97.963
34
	106.689
36


a
Provisional.

Nota:
La estimación de la ayuda a los productores (EAP) para "otros productos" es el resultado de restar la EAP de los productos que figuran en la lista a la EAP de todos los productos.

Fuente:
OCDE (2003), Agricultural Policies in OECD Countries:  Monitoring and Evaluation 2003, París.

17. En general, la parte del PIB comunitario que representan las transferencias agrícolas totales de las CE descendió del 2,7 por ciento en 1986-1988 al 1,3 por ciento en 2000-2002, en parte como resultado del paso de las medidas de sostenimiento de los precios del mercado a pagos basados en la superficie plantada y el número de animales (cuadro IV.4).  Las propuestas de una perspectiva de reforma a largo plazo para lograr una agricultura sostenible representan una oportunidad de orientar más la PAC al mercado y reducir las distorsiones en la producción y el comercio de una serie de productos.
Cuadro IV.4

Transferencias relacionadas con las políticas agrícolas en las CE, 1986-2002

	
	
	1986-1988
	2000-2002
	2000
	2001
	2002ª

	EAP
	Millones de €
Millones de $EE.UU.
(%)b
	86.718
95.426
40
	100.266
92.296
35
	96.146
88.606
34
	97.963
87.734
34
	106.689
100.549
36

	EAC
	Millones de €
Millones de $EE.UU.
(%)c
	-64.137
-70.518
-41
	-49.127
-45.241
-26
	-48.585
-44.775
-27
	-46.122
-41.306
-24
	-52.672
-49.641
-28

	Transferencias totalesd
	Millones de €
Millones de $EE.UU.
(% del PIB)
	100.624
110.771
2,7
	112.823
103.849
1,3
	108.577
100.061
1,3
	110.456
98.921
1,3
	119.438
112.564
1,3

	Pro memoria:
Transferencias totales para todos los países 
de la OCDE
	
Millones de €
Millones de $EE.UU.
(% del PIB)
	
275.029
302.251
2,3
	
342.514
315.045
1,2
	
348.682
321.335
1,3
	
341.122
305.501
1,2
	
337.737
318.300
1,2


a
Provisional.

b
EAP como porcentaje del valor total de la producción (valorado en precios al productor nacionales) ajustado para incluir los pagos directos y excluir los gravámenes a la producción.

c
EAC como porcentaje del valor total del consumo (valorado en precios al productor nacionales).

d
Las transferencias totales no son la suma de la EAP y la EAC, sino que cubren el valor total de la producción e incluyen no sólo las transferencias a la agricultura, medidas por la EAP y la EAC, sino también otras transferencias relacionadas con las políticas agrícolas.

Fuente:
OCDE (2003), Agricultural Policies in OECD Countries, París.

18. La EAP de las CE, en términos de porcentaje del valor total de la producción, disminuyó como promedio del 40 por ciento de los años 1986-1988 al 35 por ciento en el período 2000-2002.  Sin embargo, la ayuda a los productores aumentó del 34 por ciento de los ingresos agrarios en 2001 al 36 por ciento en 2002 (por encima de la media de la OCDE, que es del 31 por ciento).  La disminución de los precios mundiales y, en menor medida, el aumento de los pagos basados en las limitaciones de los insumos fueron los principales factores que explican el aumento de la ayuda en 2002.  En consonancia con la evolución de los precios mundiales, el impuesto implícito a los consumidores, medido por la estimación de la ayuda a los consumidores (EAC) pasó del -24 por ciento en 2001 al -28 por ciento en 2002.

19. Las CE mantienen 89 contingentes arancelarios respecto de productos agropecuarios, administrados por la Comisión sobre la base del orden de presentación de las solicitudes (20), las importaciones históricas (22) y métodos de asignación mixtos (47).
  En promedio, la tasa de utilización de los contingentes arancelarios es del 67 por ciento anual.
  En la campaña de comercialización de 2002-2003 los contingentes se utilizaron en su totalidad en las importaciones de ganado ovino y caprino en pie, la carne de ovino y caprino, las partes de aves de corral, la mantequilla, el queso, determinadas frutas (entre ellas las manzanas, peras, uva de mesa, cerezas y almendras) y verduras y hortalizas (como las patatas, las zanahorias y los pimientos), mientras que se registró una considerable subutilización en el caso del trigo, la carne de porcino, el salvado y la batata.
  Un reciente estudio del Banco Mundial calcula que los contingentes arancelarios afectan aproximadamente al 38 por ciento de la producción agrícola de las CE.

20. En la campaña de comercialización de 2002-2003 se suprimió el precio básico de la carne de ovino, mientras que los precios de intervención de los cereales, el arroz, la remolacha azucarera, la leche, la mantequilla y la carne de porcino se mantuvieron en los niveles de la campaña precedente.
  En julio de 2002, el precio de intervención de la carne de bovino se sustituyó por un precio básico por almacenamiento, establecido en 2.224 euros por tonelada, esto es, un 26,2 por ciento por debajo del precio de intervención de la campaña de comercialización de 2001-2002.

21. En la campaña de comercialización de 2000-2001, las CE se acogieron a la cláusula de salvaguardia especial (SGE) sobre la base del precio en virtud del Acuerdo sobre la Agricultura de la OMC, en el caso del azúcar, la melaza y una serie de productos de aves de corral, mientras que la cláusula de salvaguardia especial basada en el volumen se activó para algunos productos de frutas y verduras.

22. La liberalización de los productos agrícolas prevista en los diversos acuerdos comerciales bilaterales y regionales de las CE sigue siendo limitada (capítulo II 5) iii)).  Los productos agrícolas elaborados importados en las CE de sus socios preferenciales están sometidos a derechos de aduana que cuentan con un componente industrial y otro agrícola.  Aunque los componentes industriales gozan de un trato arancelario preferencial considerable, las reducciones arancelarias de los componentes agrícolas siguen siendo limitadas.

23. El promedio simple del arancel NMF es del 10 por ciento en el caso de los productos agrícolas.  En general, los aranceles son más bajos para los productos agrícolas no producidos en las CE (por ejemplo, el café, el té y las especias), pero son considerablemente mayores para los productos primarios comprendidos en la PAC y los productos elaborados (cuadro AIII.1).  La protección en frontera y la ayuda interna, junto a la escasa liberalización prevista en los acuerdos preferenciales, han aislado algunos productos de la competencia y han generado excedentes.  De este modo, la política agrícola ha acabado haciendo las subvenciones indispensables para la exportación de parte de los excedentes, así como para la exportación de determinados productos agrícolas elaborados.  La Comisión notificó la asignación de 2.600 millones de euros a las subvenciones a la exportación en la campaña de comercialización de 2001-2002 (por debajo de los 5.600 millones de 1999-2000), sobre todo para la leche y los productos lácteos (37 por ciento), el azúcar (19 por ciento) y la carne de vaca (15 por ciento).

24. Desde el último Examen de las Políticas Comerciales de las CE, los Miembros han planteado varias cuestiones en el Comité de Agricultura de la OMC en áreas como la administración de los contingentes arancelarios de las CE
, el informe intermedio de la PAC para reducir la ayuda interna que distorsiona el comercio
, la contribución presupuestaria de los Estados miembros al programa de reestructuración y reconversión
, la política de las CE respecto del azúcar, incluidas las subvenciones a la exportación
, y las medidas de salvaguardia especial basadas en los precios.
  Desde mediados de 2002 también se han planteado cuestiones en el Comité de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias en relación con las CE (capítulo III 2) x)).

25. El 26 de junio de 2003, el Consejo de Ministros de Agricultura acordó en Luxemburgo reformar la PAC a partir de 2004-2005.
  Asimismo, el 23 de septiembre de 2003, la Comisión presentó al Consejo de Ministros y al Parlamento Europeo tres opciones de reforma para el régimen del azúcar, que nunca ha sido objeto de una reforma fundamental.  Al mismo tiempo, aprobó propuestas de reforma para el tabaco, el aceite de oliva y el algodón (véase la sección b) infra), que entrarán en vigor en 2006.
  La reforma de la PAC pretende, entre otros objetivos, establecer un marco político más estable para el sector, hacer hincapié en la necesidad de tener en cuenta los intereses de consumidores y contribuyentes, aumentar el grado de orientación al mercado a través de medidas de ayuda más sencillas y que distorsionen menos el comercio, mantener los costes presupuestarios en niveles estables y manejables, proteger la economía rural y el medio ambiente y ayudar a negociar un acuerdo en la OMC que satisfaga las necesidades de la agricultura y la sociedad de las CE.

26. El elemento fundamental de la reforma de la PAC es la introducción, con efecto a partir del 1º de enero de 2005, de un régimen de pago único por explotación "disociado" de la producción.
  Los Estados miembros podrán decidir mantener determinados elementos "vinculados".  El régimen de pago único sustituirá a la mayoría de las primas existentes en el marco de las diferentes organizaciones comunes de mercados (OCM), a condición de que todas las tierras cultivables se mantengan en buenas condiciones agronómicas y medioambientales ("condicionalidad").  Entre otras medidas de la PAC reformada cabe citar la reducción de las ayudas directas ("modulación") aplicables a las explotaciones grandes para financiar la nueva política de desarrollo rural;  la reforma del mecanismo de intervención para los productos con desequilibrios estructurales como la mantequilla, el centeno y el arroz;  ajustes de los mecanismos de apoyo para otros productos (por ejemplo, trigo duro, ayuda al secado, patata de fécula, forrajes desecados, y frutos de cáscara);  y un mecanismo de disciplina financiera que garantiza que no se sobrepasa el presupuesto de la reforma, fijado hasta 2013.  La reforma de la PAC entraña muchos cambios detallados, algunos de los cuales se llevarán a efecto en un plazo de varios años.  Los elementos de política principales de la reforma de la PAC se resumen en el recuadro IV.1, mientras que en el cuadro IV.5 se comparan las principales medidas de la PAC vigente y las de la PAC reformada respecto de los cultivos herbáceos y los productos de origen animal.

27. La PAC reformada está más orientada a los mercados y los distorsiona menos que la PAC vigente, principalmente porque los pagos se disocian considerablemente de la producción.  Por el mismo motivo, se mejora la eficiencia de la transferencia de ingresos y se reduce la carga administrativa.  Esas ventajas se potenciarían al máximo si todos los Estados miembros aprovecharan plenamente la posibilidad de convertir las ayudas vinculadas a productos básicos al nuevo régimen de pago único.

28. La reforma de la PAC introduce cambios importantes en el acervo comunitario de las CE en el que se basaron las negociaciones de los C-10.  En su forma actual, los textos de reforma de la PAC no tienen en cuenta los resultados de esas negociaciones ni de la propia ampliación.  Por ello, la Comisión ha propuesto adaptar los textos del Acta de Adhesión y la reforma de la PAC para asegurarse de que pueden funcionar en la CE ampliada.  En particular, a fin de mantener el planteamiento general adoptado respecto de la introducción progresiva de las ayudas directas, la propuesta prevé que las nuevas ayudas directas introducidas por la reforma de la PAC estén sujetas al mismo calendario de incorporación gradual que todas las demás ayudas directas:  el 25 por ciento del sistema actual en 2004, pasando al 30 por ciento en 2005, el 35 por ciento en 2006, y el 100 por ciento en 2013.  En términos de gasto, las ayudas ascenderían a:  2.100 millones de euros en 2004, 3.600 millones de euros en 2005 y 3.900 millones de euros en 2006.  La propuesta también mantiene la opción de que los C-10 apliquen un régimen de pago único por superficie en hectáreas en lugar del nuevo régimen de pago único por explotación, así como el principio de complementar los pagos directos.
  Con respecto a la condicionalidad, los agricultores de los C-10 pasarán a someterse a las normas de reforma de la PAC a partir de 2005, mientras que los mecanismos de disciplina financiera y modulación no serán aplicables a los C-10 hasta que la incorporación gradual de los pagos directos en esos países haya alcanzado el nivel de las CE-15.

	Recuadro IV.1:  reforma de la PAC:  Elementos principales de la PAC reformada

	1)
Régimen de pago único por explotación

	Un régimen de pago único por explotación sustituirá a la mayoría de las primas (ayudas directas a los agricultores) actualmente otorgadas.  El nuevo régimen dejará de estar vinculado a lo que el agricultor produzca (estará "disociado").  El importe del pago se calculará basándose en las ayudas directas recibidas por el agricultor durante un período de referencia (2000 a 2002).  Uno de los objetivos fundamentales del régimen de pago único es hacer que los agricultores se orienten más hacia el mercado.  Decisiones de gestión en las que hasta ahora influían las subvenciones de la PAC podrán tomarse en adelante atendiendo a las exigencias del mercado.  A fin de garantizar la continuidad en la gestión de las tierras en el conjunto de las CE, los beneficiarios de las ayudas directas estarán obligados a mantenerlas en buenas condiciones agronómicas y medioambientales.  Los agricultores que incumplan esta exigencia verán reducidas las ayudas directas (véase más abajo el apartado sobre la "condicionalidad").

	a)
Disociación

	El régimen de pago único entrará en vigor el 1º de enero de 2005.  Sin embargo, los Estados miembros podrán aplazar la aplicación hasta 2007.  La disociación total será el principio general a partir de 2005.  Sin embargo, los Estados miembros podrán optar por mantener una parte de las ayudas directas a los agricultores en su forma actual, a escala nacional o regional, pero únicamente en condiciones claramente especificadas y dentro de límites precisos:

	
●
pueden retener el 25 por ciento de los pagos básicos por superficie de cereales y otros cultivos herbáceos del régimen de pago único o hasta el 40 por ciento de la ayuda suplementaria por trigo duro, de modo que continúen existiendo las ayudas por hectárea no disociadas;

	
●
el 50 por ciento de las primas por oveja y cabra pueden adoptar la forma de ayudas asociadas a la producción;

	
●
en el sector bovino, los Estados miembros pueden optar por mantener como ayudas asociadas a la producción el 100 por ciento de la prima por vaca nodriza y hasta el 40 por ciento de la prima por sacrificio.  Otra opción sería mantener el 100 por ciento de la prima por sacrificio o hasta el 75 por ciento de la prima especial por animales machos como ayuda no disociada;

	
●
en el sector lácteo la disociación se producirá una vez que la reforma sea plenamente efectiva (2007).  Los Estados miembros pueden implantar la disociación a partir de 2005;

	
●
la ayuda para el secado, y los pagos directos a las regiones ultraperiféricas y a las islas del mar Egeo no deben integrarse obligatoriamente en el régimen de ayuda única.

	b)
Ayudas adicionales no disociadas

	Los Estados miembros pueden otorgar "ayudas adicionales" en apoyo de actividades agrarias que sean importantes para la protección o mejora del medio ambiente y para mejorar la calidad y la comercialización de los productos agrícolas.  A esas ayudas adicionales podrá destinarse hasta un 10 por ciento de los fondos disponibles para un determinado sector que esté incluido en el régimen de ayuda única en el Estado miembro de que se trate.  El pago adicional deberá mantenerse dentro de los límites globales establecidos para el sector considerado.

	c)
Ayudas al sector lácteo

	Las ayudas directas al sector lácteo se introducirán por etapas y serán plenamente efectivas en 2007.  En general, los pagos al sector lácteo formarán parte del régimen de ayuda única desde 2006-2007 en adelante, salvo si los Estados miembros decidieran introducir antes la disociación y aplicar a escala regional el régimen de ayuda única.  A más tardar dos años después de que el régimen de ayuda única haya sido introducido por todos los Estados miembros, la Comisión presentará un informe al Consejo, en su caso con las oportunas propuestas, sobre las posibles perturbaciones del mercado o hechos de incidencia estructural a que pueda haber dado lugar el mantenimiento de ayudas directas específicas al sector.

	2)
Condicionalidad obligatoria

	La reforma de la PAC pone un mayor énfasis en el principio de condicionalidad.  Hasta ahora de carácter voluntario para los Estados miembros y referida únicamente a las normas medioambientales, la condicionalidad se hace obligatoria.  Todos los agricultores que reciban pagos únicos por explotación y otras ayudas directas estarán sujetos al principio de condicionalidad.  Se ha confeccionado una "lista de prioridades" que recoge 18 normas europeas de obligado cumplimiento en el ámbito del medio ambiente, la salubridad alimentaria, y la sanidad y el bienestar animal;  los agricultores que incumplan esas normas serán sancionados mediante el recorte de las ayudas directas, sanciones que se añadirán a las aplicadas normalmente.  La reducción no excederá del 5 por ciento y, en caso de incumplimiento repetido, del 15 por ciento.  Pero si el incumplimiento es intencional, el porcentaje de reducción no será, en principio, inferior al 20 por ciento y podrá desembocar en la exclusión total de uno o varios regímenes de ayuda por uno o más años civiles.  Los beneficiarios de ayudas directas estarán también obligados a mantener las tierras agrarias en buenas condiciones agronómicas y medioambientales, a fin de evitar el abandono de las mismas y los consiguientes problemas medioambientales.  Siempre que un agricultor deje de cumplir estas exigencias será sancionado con una reducción de los pagos que reciba.

	El control de las normas relativa a la condicionalidad se hará basándose en el SIGC (sistema integrado de gestión y control de ciertos regímenes de ayuda de las CE), con un elevado margen de flexibilidad por lo que atañe a los porcentajes de los controles que han de efectuarse.  De este modo se garantiza que éstos puedan realizarse mediante los mecanismos ya existentes en el sector considerado.  Para facilitar el cumplimiento de la condicionalidad la Comisión trazará indicadores con respecto a las diferentes obligaciones legales.  Los Estados miembros podrán retener el 25 por ciento del dinero recaudado como consecuencia de la condicionalidad (esto es, debido al incumplimiento de las normas por los agricultores).  Los Estados miembros deberán velar por que su superficie total de pastos permanentes no se reduzca significativamente.

	3)
Modulación y disciplina financiera

	Con objeto de financiar las nuevas medidas de desarrollo rural, las ayudas directas a las grandes explotaciones se reducirán (mecanismo conocido como "modulación"), un 3 por ciento en 2005, un 4 por ciento en 2006 y un 5 por ciento a partir de 2007.  Hasta una cuantía de 5.000 euros por explotación, las ayudas directas no sufrirán reducciones.  Un punto porcentual (esto es, el 20 por ciento del dinero procedente de la modulación aplicada en un determinado Estado miembro) se destinará al Estado miembro.  El importe restante se redistribuirá entre los Estados miembros con arreglo a criterios como:  superficie agrícola, empleo agrario y PIB per cápita en términos de poder adquisitivo.  No obstante, cada Estado miembro recibirá como mínimo el 80 por ciento de sus fondos procedentes de la modulación.  Las reducciones de las ayudas directas no afectarán a los nuevos Estados miembros hasta que dichas ayudas alcancen el nivel normal en las CE.  Las regiones comunitarias ultraperiféricas y las islas del mar Egeo estarán exentas de la modulación.  Los Estados miembros podrán seguir aplicando la modulación nacional hasta el importe necesario para financiar los programas de desarrollo rural adoptados antes de 2006.

	Se introducirá un mecanismo de "disciplina financiera" destinado a mantener el gasto de la PAC dentro de los estrictos límites presupuestarios fijados por los dirigentes de las CE en el Consejo Europeo de Bruselas, en octubre de 2002.  Ello supone que la ayuda directa se adaptará si se prevé que el gasto de los pertinentes ámbitos de la PAC (gasto de mercado y ayudas directas - subrúbrica 1 a) de las perspectivas financieras) vaya a sobrepasar los límites máximos establecidos, reducidos en 300 millones de euros, que representa una reserva de seguridad.  En otras palabras, si se prevé un exceso de gasto en concepto de ayudas directas, éstas se reducirán, de modo que no se sobrepase el presupuesto.  El Consejo decidirá cada año el ajuste necesario, previa propuesta de la Comisión.  Este mecanismo tiene por objeto mantener bajo estricto control el gasto de la PAC.

	4)
Potenciación del desarrollo rural

	Una modulación del 5 por ciento proporcionará 1.200 millones de euros anuales adicionales para el desarrollo rural.  La reforma prevé también una notable ampliación del alcance de los actuales instrumentos de desarrollo rural, a partir de 2005, con el fin de promover la calidad de los alimentos, cumplir normas más estrictas y favorecer el bienestar de los animales.  La ayuda para la aplicación de las medidas agroambientales se incrementará como máximo al 85 por ciento del costo en las zonas del "Objetivo 1" (en lugar del 75 por ciento) y al 60 por ciento (en lugar del 50 por ciento) en las demás zonas.  Los Estados miembros y las regiones deberán decidir si desean incorporar estas medidas a sus programas de desarrollo rural.  Se trata de las siguientes nuevas medidas:

	
●
Calidad de los alimentos:  ayudas para incentivar a los agricultores que se adhieran a sistemas reconocidos destinados a mejorar la calidad de los productos agrícolas y los procesos de producción utilizados, y dar garantías a los consumidores al respecto.  Asimismo, podrán recibir fondos públicos las organizaciones de productores, para actividades de promoción e información al consumidor en relación con los productos obtenidos conforme a sistemas de calidad.  La ayuda pública ofrecida se limitará al 70 por ciento de los costes subvencionables del proyecto.

	
●
Cumplimiento de las normas:  los Estados miembros podrán ofrecer a los agricultores ayuda temporal y decreciente, para coadyuvar a su adaptación a las exigentes condiciones impuestas por la legislación comunitaria sobre medio ambiente, sanidad pública, animal y vegetal, bienestar animal y seguridad laboral.  La ayuda será a tanto alzado y se pagará durante un período máximo de cinco años.  La cuantía máxima anual será de 10.000 euros por explotación, y se reducirá a lo largo del período de aplicación.

	
●
Servicio de asesoramiento a las explotaciones:  la implantación de este servicio será voluntaria para los Estados miembros hasta 2006.  A partir de 2007, los Estados miembros deberán ofrecer servicios de asesoramiento a sus agricultores.  La participación de los agricultores será voluntaria.  En 2010 el Consejo decidirá si el sistema de asesoramiento debe ser obligatorio para los agricultores.  Éstos podrán recibir ayudas públicas de hasta el 80 por ciento del costo de tales servicios, con un límite máximo de 1.500 euros.

	
●
Bienestar animal:  actualmente se prevén ayudas a los agricultores que adquieran compromisos, durante un período de al menos cinco años, de cara a aumentar el bienestar de los animales de su explotación, siempre que esos compromisos no se limiten a las buenas prácticas corrientes en la cría de animales.  La ayuda se abonará anualmente, basándose en los costos adicionales y el lucro cesante como consecuencia de los compromisos adquiridos, dentro de una cuantía anual máxima de 500 euros por cabeza de ganado.

	Fuente:
DG Agricultura (2003), "Resumen de la reforma de la PAC", Newsletter, julio de 2003, Bruselas.


Cuadro IV.5

PAC actual y PAC reformada en relación con los principales cultivos herbáceos y productos de origen animal

	
	PAC actual
	PAC reformada

	Cultivos herbáceos

	Cereales
	•
Precio de intervención fijado en 101,31 €/t
•
Pagos directos de 63 €/t multiplicados por la producción de referencia
•
Incrementos mensuales (siete tramos de 0,93 €/t agregados al precio de intervención)
	•
Se mantiene.
•
Se mantienen.
•
Los incrementos mensuales se reducen en un 50%.

	Centeno
	•
Intervención al mismo nivel que para los cereales en general
	•
Se excluye el centeno del sistema de intervención y se introduce una medida transitoria:  más del 50% de la producción total de centeno de la UE recibirá al menos el 90% de los importes generados por la modulación en el marco de la medida transitoria.  En ese caso, se podrá optar respecto de al menos el 10% del importe generado con la modulación a una exención del principio de disociación total.

	Trigo duro
	•
Ayudas suplementarias específicas:

- 344,5 €/t en las zonas "tradicionales"

- 138,9 €/t en las zonas en que la producción está "bien asentada" dentro del límite de la superficie máxima garantizada
•
Suplementos en función de la utilización de semillas certificadas
	•
Disociación a partir de 2005 y reducción de los suplementos:

- en zonas "bien asentadas", a 93 €/ha en 2004, 46 €/ha en 2005 y 0 en lo sucesivo;

- en "zonas tradicionales", a 313 €/ha en 2004, 297 €/ha en 2005, y 285 €/ha a partir de 2006.
•
A partir de 2004-2005 se introducirá una prima especial de 40 €/t con sujeción a ciertos requisitos.

	Oleaginosas
	•
Armonización de los pagos por superficie para las oleaginosas y los cereales
	•
Disociación, se mantienen las ayudas directas.

	Proteaginosas
	•
Pago suplementario específico de 9,5 €/t multiplicados por la producción de referencia
	•
El suplemento específico de 9,5 €/t se mantendrá, convirtiéndose en una ayuda específica por superficie de cultivo de 55,57 €/ha.
•
Superficie máxima garantizada de 1,4 millones de ha.

	Arroz
	•
Precio de intervención fijado en 298,35 €/t (arroz  paddy)
•
Ayuda directa de 52,65 €/t multiplicados por la producción de referencia (por ha, dentro del límite de la superficie máxima garantizada)
	•
El precio de intervención se reduce en un 50% hasta 150 €/t, con lo que la intervención se limitará a 75.000 t anuales.
•
Pagos compensatorios de 177 €/t;  de ese importe 75 €/t se otorgarán como ayuda a cultivos específicos (compartimento azul).
•
La superficie máxima garantizada se reduce al promedio del período 1999-2001 o se mantiene al nivel actual, si este último es inferior.
•
Se ha pedido a la Comisión que negocie los contingentes arancelarios de importación de arroz (artículo XXVIII del GATT de 1994).

	Patata de fécula
	•
Medidas destinadas al productor:

Precio mínimo de 178,31 €/t

Pagos de 110,54 €/t
	•
El 60% de la ayuda al productor se mantiene vinculada, el 40% restante se integrará al régimen de pago único por explotación.
•
Se mantienen la restitución por producción de fécula y el precio mínimo.

	Cultivos energéticos
	•
Régimen no alimentario en tierras retiradas de la producción (se exige un contrato con la industria de transformación)
	•
45 €/t para los cultivos energéticos (se exige un contrato con la industria de transformación).
•
Superficie máxima garantizada de 1,5 millones de ha;  no se prevén asignaciones en el marco de la medida transitoria.
•
Es posible el cultivo en tierras retiradas de la producción, pero la prima por cultivo energético no se percibe en ese caso.

	Ayuda al secado
	•
Pagos suplementarios para los cereales, semillas oleaginosas, semillas de lino, lino y cáñamo de 19 €/t
	•
Se incrementan los pagos suplementarios de 19 a 24 €/ha.

	Forrajes secos
	•
Ayudas directas:

68,83 €/t para los forrajes desecados

38,64 €/t para los forrajes secados al sol
	•
Las ayudas a los forrajes secos se redistribuirán entre los agricultores y la industria de transformación:

La ayuda directa al agricultor se integrará en el pago único por explotación.


Se aplicarán límites máximos nacionales.

La ayuda a la transformación será de 33 €/t para los forrajes desecados y los forrajes secados al sol.

Para el 30 de septiembre de 2008 la Comisión presentará un informe y, en su caso, las oportunas propuestas.

	Frutos de cáscara
	•
Planes de mejora de calidad y comercialización plurianuales, gestionados por grupos de productores
•
Medidas específicas suprimidas en 1996, pero se puede optar por mantener los planes operativos hasta que expiren (10 años);  los últimos planes expiran en 2006-2007
•
En lo sucesivo no habrá medidas de apoyo específicas
	•
Pago a tanto alzado de 120,75 €/ha con la posibilidad de completar esa ayuda con una cuantía de 120,75 €/ha.

Superficie máxima garantizada de 800.000 ha.

	Productos de origen animal

	Carne de vacuno
	•
Precio de base fijado en 2.224 €/t, con la opción de ayuda al almacenamiento privado al 103% de ese precio

Intervención de "red de seguridad" cuando el precio se sitúa por debajo de 1.560 €/t
	•
Ajustes para los cálculos del anexo VII:

En el caso de Austria, el número de cabezas para la prima por vaca nodriza aumenta en 50.000 animales, y los límites máximos regionales para las primas especiales se reducirán en consecuencia.

En el caso de Portugal, el número de cabezas para la prima por vaca nodriza se aumentará a 416.539 animales en el contexto del programa de conversión.

	
	•
Pagos por cabeza de ganado:

150 € para los bueyes (dos veces);

210 € al año para los toros;  y

200 € al año para las vacas nodrizas.
•
Prima por sacrificio de 80 € (toros, bueyes, vacas) y de 50 € (terneros)
•
Criterios de admisibilidad:  hasta 1,8 UGM por ha (desde el 1º de enero de 2003, actualmente 1,9 UGM), límite de cabezas fijado en 90 (con excepciones)
•
Prima por extensificación:  100 € por prima (carga ganadera de 1,4 UGM por ha)
•
Otras opciones de la medida transitoria:  80 € por prima para una carga ganadera inferior a 1,4 UGM por ha y 40 € para una carga ganadera entre 1,4 y 1,8 UGM por ha
•
Dotación nacional (presupuesto)
	
El porcentaje de novillas que pueden recibir primas por vaca nodriza se aumentó del 20% al 40%.

En el caso de Italia, el número de animales para la prima por sacrificio aumentó a 1.892.201.

Los terneros se definen como animales de la especie bovina de más de un mes y menos de ocho meses de edad;  se ha de definir un peso máximo en canal.

	Sector lácteo
	•
Sistema de cuotas lácteas en vigor hasta 2008
•
Reducción por fases del precio de intervención en un 15% a partir de 2005‑2006
•
La prima por vaca aumenta de 8,62 €/t a 25,86 €/t de las cuotas a partir de 2005-2006, incluido el pago suplementario (prima "complementaria" y/o pago por superficie)
•
Incremento global de las cuotas en un 2,39% (primer incremento para ES, IT, EL e IRL en 1999-2001 y otras medidas transitorias a partir de 2005‑2007)
	•
Sistema de cuotas lácteas en vigor hasta 2014-2015.
•
Lo acordado en la Agenda 2000 (= recorte del precio en un 15%, compensado con pagos directos, cuotas adicionales) se sustituirá por recortes asimétricos de los precios:

Mantequilla:  7% en 2004, 7% en 2005, 7% en 2006 y 4% en 2007.

Leche desnatada en polvo:  5% en 2004, 5% en 2005, y 5% en 2006.
•
Los pagos compensatorios, incluida la dotación nacional, ascenderán en promedio a 11,81 €/t en 2004, 23,65 €/t en 2005, y 35,5 €/t a partir de 2006.
•
Los incrementos pendientes de las cuotas para 11 medidas transitorias se aplazarán entre 2005 y 2006;  se asignan cuotas adicionales a Grecia (120.000 t);  Portugal (Azores) obtendrá una nueva exención para 73.000 t en 2003-2004, cantidad reducida por tramos hasta 50.000 t, para convertirse en una cuota adicional permanente a partir de 2005-2006.
•
Las compras de mantequilla en intervención se suspenderán a partir del límite de 70.000 t en 2004, cantidad que irá decreciendo en 10.000 t anuales, hasta situarse en las 30.000 t a partir de 2008.
•
Las compras de intervención sólo se efectuarán mediante licitación abierta entre el 1º de marzo y el 31 de agosto.


Nota:
UGM = unidad de ganado mayor.

Fuente:
DG Agricultura (2003), Resumen de la reforma de la PAC, Newsletter, julio de 2003, Bruselas.

b)
Políticas relativas a productos seleccionados

29. En el último decenio la PAC ha sido objeto de algunos procesos de reforma en relación con varias categorías de productos agrícolas de importancia fundamental, como los cereales, la carne de vacuno, los productos lácteos y los vinos.  Desde 1992, la PAC ha entrañado una reducción gradual de las ayudas basadas en la producción y las medidas de sostenimiento de los precios del mercado (tales como precios de intervención, subvenciones a la exportación, aranceles y contingentes arancelarios), al objeto de que la ayuda a los ingresos de los agricultores se basara cada vez más en la superficie plantada o el tamaño de la cabaña.  Además, el 22 de abril de 2004, se decidieron las reformas de los regímenes aplicables al tabaco, el aceite de oliva y el algodón
, mientras que la reforma del azúcar está en proceso de debate.

Tabaco

30. Las CE-15 son el quinto productor mundial de tabaco, aunque la producción de tabaco representa sólo el 0,4 por ciento de su producción agrícola total.  Grecia e Italia representan más del 75 por ciento de la producción de tabaco crudo de las CE-15.  En el decenio de 1990 la superficie cultivada de tabaco en las CE-15 se redujo a una tasa anual del 2,6 por ciento, mientras que el rendimiento medio en las CE-15 aumentó de 2 a 2,7 toneladas por hectárea.  El subsector del tabaco da empleo al 2,4 por ciento del total de unidades de trabajo anuales del sector agrícola de las CE-15.
  Unas pocas explotaciones grandes con gran proporción de capital coexisten con multitud de pequeñas explotaciones de gran intensidad de mano de obra que están menos integradas en los mercados.  En el último decenio ha habido una reorientación hacia la producción de variedades de gran calidad, y los precios del tabaco crudo producido en las CE han subido en los mercados internacionales y nacionales.  Las CE-15 también importan tabaco crudo, y son exportadoras importantes de cigarrillos y otros productos elaborados del tabaco.

31. El promedio de los aranceles NMF aplicados al tabaco y los sucedáneos del tabaco elaborados es del 18,3 por ciento, con tipos de hasta el 74,9 por ciento.  La organización común del mercado (OCM) del tabaco apoya a los productores de las CE-15 mediante un sistema de primas basadas en el nivel de producción, moduladas con arreglo a criterios de calidad y sujetas a contingentes de producción individuales para cada variedad de tabaco.  También recurre a medidas para convertir la producción mediante un programa de recompra de contingentes y un Fondo comunitario del tabaco.  El gasto de la PAC para el tabaco se cifró en 973 millones de euros en 2001, es decir, el 2,3 por ciento del presupuesto del FEOGA.  A fin de reducir la diferencia existente entre los impuestos indirectos y los precios en los distintos Estados miembros, en 2002 se adoptó una nueva directiva por la que se establecen derechos mínimos revisados para los productos del tabaco, especialmente los cigarrillos (capítulo III 2) iii) b)).
  Se han expresado dudas, dentro de las CE, en torno a la sostenibilidad del subsector del tabaco y la justificación social de las ayudas relacionadas con la producción para los cultivadores de tabaco, dada la aparente contradicción entre esas ayudas y las políticas de salud pública de las CE.

32. La actual prima por tabaco se disociará de la producción y se integrará al régimen de pago único a lo largo de un período de transición de cuatro años que empezará en 2006, para, según la Comisión, evitar un efecto perturbador sobre la producción.
  En ese período, al menos el 40 por ciento de las primas por tabaco tienen que pasar a formar parte del régimen de pago único por explotación.  Los Estados miembros pueden decidir conservar hasta un 60 por ciento de aquéllas en forma de pagos vinculados a la producción.  Ello se acompañará de la supresión gradual del Fondo comunitario del tabaco.
  La ayuda global al tabaco se mantendrá al nivel actual.  En 2006, se pondrá en marcha la reforma mediante la transformación total o parcial de la actual prima por tabaco en derechos al pago único.

Aceite de oliva

33. Las CE-15 representan alrededor del 80 por ciento de la producción mundial de aceite de oliva.  En 1998-1999, aproximadamente el 4 por ciento de las tierras agrarias cultivables de las CE eran olivares, y el 44,5 por ciento de ellos estaba en España, el 26,3 por ciento en Italia, el 18,8 por ciento en Grecia, y el 9,7 por ciento en Portugal.  El sector cuenta con alrededor de 2,5 millones de productores, casi un tercio de todos los agricultores de las CE-15, es una fuente de empleo estacional en invierno, y una fuente considerable de empleo fuera de las explotaciones, en las almazaras y la industria de elaboración.  La superficie media de las explotaciones olivareras especializadas oscila entre 13,5 hectáreas en España y 3,2 hectáreas en Grecia.  El aceite de oliva representa alrededor del 3 por ciento del consumo mundial total de aceite y la demanda de este aceite ha aumentado a una tasa anual del 6 por ciento desde 1995-1996, debido a su buena imagen como producto saludable y de calidad.  En los últimos 10 años, las exportaciones de aceite de oliva de las CE-15 se han duplicado, alcanzando casi 324.000 toneladas en 2001-2002, mientras que las importaciones, principalmente procedentes de Turquía y destinadas a Italia, se han mantenido estables.

34. El promedio de los aranceles NMF aplicados al aceite de oliva es del 67 por ciento, con tipos de hasta el 75,8 por ciento.  La actual OCM del aceite de oliva, creada en 1966, utiliza como principal medida de apoyo las ayudas a la producción.  Las ayudas se otorgan a todos los productores, por un monto de 1.322,5 euros la tonelada, en función de la cantidad de aceite de oliva producido, dentro de los límites de la cantidad nacional garantizada (CNG), que en la actualidad se eleva a 1,78 millones de toneladas.  Se han puesto en marcha mecanismos que regulan la cuantía de la ayuda otorgada a los productores en los casos en que los Estados miembros sobrepasan o no alcanzan sus CNG.  Las compras de intervención se han sustituido por un sistema de ayudas al almacenamiento privado.  Las restituciones por exportación están en el nivel cero desde 1998, sin que ello haya tenido repercusiones negativas.  Se otorga una restitución por la producción del aceite de oliva destinado a las conservas de legumbres y hortalizas y pescado.  En 2001, se hizo mayor hincapié en los aspectos de control y calidad, especialmente mediante la "Estrategia comunitaria de calidad para el aceite de oliva", que estableció normas aplicables a los productos de este sector y a su comercialización.
35. Con arreglo a la reforma de la PAC para el aceite de oliva, parte de los actuales pagos vinculados a la producción se convertirán en ayudas directas a los ingresos a partir de 2006.  Según la Comisión, la conversión plena podría afectar negativamente a ciertas regiones productoras tradicionales y a los olivares de bajo rendimiento.  Con arreglo a la propuesta, el 60 por ciento de los pagos medios actuales vinculados a la producción de aceite de oliva durante el período 2000-2002 (2.300 millones de euros en las CE-15) se convertirá en derechos al régimen de pago único por explotación, en el caso de las explotaciones de más de 0,3 hectáreas;  los pagos a las explotaciones olivareras con una superficie inferior a 0,3 hectáreas se disociarán totalmente de la producción a partir de 2006.
  El 40 por ciento restante de las ayudas directas podrán ser conservadas por los Estados miembros en forma de dotaciones nacionales destinadas a conceder a los productores un pago suplementario por olivar, calculado sobre la base del número de hectáreas o de árboles.  El 1º de noviembre de 2004, el reglamento sobre las materias grasas debería sustituirse por un nuevo reglamento que prevé medidas relativas al mercado nacional, el comercio con terceros países, y la promoción de la calidad.
  Las medidas vigentes relativas al almacenamiento privado del aceite de oliva se conservarán como red de seguridad.  Las restituciones concedidas por la exportación y la fabricación de alimentos conservados con aceite de oliva se suprimirán.  El régimen actual se seguirá aplicando en la campaña de comercialización de 2004-2005.

Algodón

36. Las CE-15 son el principal importador neto mundial de algodón, con 708.000 toneladas de importaciones y 227.000 toneladas de exportaciones en 2002.  Las CE-15 contribuyen sólo en un 2,5 por ciento a la producción mundial de algodón.  El algodón representa sólo un 0,5 por ciento de la producción agrícola de las CE-15, pero es un sector muy importante para Grecia, y en mucha menor medida para España.  A Grecia corresponde casi el 80 por ciento de la producción total de las CE, de 1,55 millones de toneladas de algodón en rama, y el algodón representa el 9 por ciento de su producción agrícola final.  Las explotaciones algodoneras se caracterizan por su elevado número (71.600 en Grecia y 7.600 en España) y su reducido tamaño (4,9 hectáreas en Grecia y 12 hectáreas en España, en promedio).  La mayoría de los productores de algodón en los dos principales países productores de las CE pertenecen a organizaciones de productores, mientras que en la etapa de elaboración hay una mezcla de empresas privadas y cooperativas.

37. El promedio de los aranceles NMF aplicados al algodón es del 6,4 por ciento, con tipos de hasta el 8 por ciento;  el acceso es libre en el marco de las preferencias de la iniciativa "Todo menos armas" y el Acuerdo de Cotonou.  La OCM del algodón data de la adhesión de Grecia a la Comunidad en 1981.  El régimen, modificado por última vez en 2001, se centra en una ayuda directa por tonelada de algodón en rama, dentro de las cantidades nacionales garantizadas (CNG) correspondientes a cada Estado miembro.  El nivel de la ayuda a los elaboradores, que pagan un precio mínimo a los productores, se fija periódicamente sobre la base de la diferencia entre un "precio de objetivo" y el precio mundial.  Desde 1995-1996, el "precio de objetivo" se ha fijado en 1.063 euros la tonelada, con un precio mínimo de 1.010 euros la tonelada.  La CNG se ha fijado en 782.000 toneladas para Grecia, 249.000 para España, y 1.500 toneladas para otros países de las CE-15.  Pueden hacerse ajustes del importe de la ayuda abonada si la producción es superior o inferior a las cantidades garantizadas.  Las CE-15 no conceden subvenciones a la exportación de algodón.  La Comisión estima que es preciso aumentar la disciplina presupuestaria y reducir la superficie total dedicada a la producción intensiva de algodón, la cual causa problemas medioambientales.

38. Con arreglo a la reforma de la PAC para el algodón, a partir de 2006 se convertirá al régimen de pago único por explotación el 65 por ciento del gasto por concepto de ayuda a los productores para cada Estado miembro, en forma de ayuda directa a los ingresos.  Los Estados miembros conservarán el 35 por ciento restante del gasto como dotación nacional para los nuevos pagos por superficie destinados a los productores de algodón, en zonas adecuadas para ese cultivo.  El nuevo pago por superficie se concederá por un máximo de 455.360 hectáreas (370.000 hectáreas en Grecia, 85.000 en España, y 360 en Portugal).  En caso de que la superficie dedicada al algodón con derecho a ayuda supere a la superficie máxima, la ayuda por hectárea se reducirá proporcionalmente.  Se fomentará la creación de organizaciones interprofesionales para mejorar la calidad del algodón producido.

Azúcar

39. Las CE-15 desempeñan un papel clave en los mercados mundiales del azúcar, ya que le corresponden el 13 por ciento de la producción (tercer productor más importante), el 12 por ciento del consumo, el 15 por ciento de las exportaciones y el 5 por ciento de las importaciones.  Las CE-15 son exportadoras netas de azúcar.  Las exportaciones netas representan, en promedio, el 20 por ciento de la producción azucarera de las CE-15 y entre el 2 y el 3,5 por ciento de sus exportaciones de productos agroalimentarios.  Todos los Estados miembros de las CE-15, a excepción de Luxemburgo, producen azúcar;  Alemania y Francia representan más de la mitad de la producción, seguidas del Reino Unido e Italia (el 8 por ciento cada país).  La producción de azúcar de las CE-15 oscila entre 15 y 18 millones de toneladas.  Los C-10 producen alrededor de 3 millones de toneladas, correspondiendo a Polonia dos tercios de esa cantidad.  El cultivo de la remolacha cubre 1,8 millones de hectáreas en las CE-15, a saber, el 1,4 por ciento de la superficie agrícola útil, y en valor representa casi el 1,8 por ciento de la producción agrícola.

40. El promedio de los aranceles NMF aplicados al azúcar y los artículos de confitería es del 23,6 por ciento, con tipos de hasta el 114,4 por ciento.  Hasta ahora el azúcar había permanecido al margen del proceso de reforma de la PAC, inclusive en el marco de la Agenda 2000.  Algunas de las razones principales que han motivado la transformación del régimen del azúcar de las CE son las siguientes:  continuo descenso de los precios debido a la oferta excedentaria crónica de azúcar en los mercados mundiales;  el azúcar producido en las CE-15 no es competitivo en los mercados mundiales, pues se requieren subvenciones del orden del 75 por ciento de los precios de intervención para poder vender;  las restricciones impuestas a las exportaciones subvencionadas con arreglo al Acuerdo sobre la Agricultura de la OMC dan lugar a crecientes existencias de azúcar cuando la demanda interna permanece sin cambios;  el alto costo del régimen para los consumidores;  y el hecho de que los limitados beneficios del programa favorecen principalmente a un pequeño número de productores de remolacha y elaboradores de azúcar de las CE.
  Los productores de azúcar se benefician de un sistema que combina la protección en frontera, el control de la oferta y el sostenimiento de los precios.  El precio de intervención actualmente fijado para el azúcar es de 631,9 euros la tonelada para el azúcar refinado, y de 523,7 euros la tonelada para el azúcar bruto.  El precio de mercado en las CE-15 ha sido entre el doble y el triple de los precios internacionales de referencia en los últimos años.

41. La Comisión tiene tres opciones de política de reforma para el régimen del azúcar (cuadro IV.6).  Está previsto que presente una propuesta formal de reforma a mediados de 2004 después del Consejo y que el Parlamento mantenga un debate político sobre el tema.
  El régimen actual del azúcar expira en 2006.  Según la Comisión, el objetivo principal es modificar el régimen del azúcar de las CE para colmar la brecha entre los precios nacionales y los precios mundiales, y trasladar la ayuda del producto al productor, examinando al mismo tiempo los posibles efectos sobre los mercados internacionales, especialmente por lo que respecta a las repercusiones que la reforma puede tener en los países en desarrollo en general, y en los países ACP que se benefician del Protocolo sobre el Azúcar en particular.

Cuadro IV.6

Opciones de política de las CE para el azúcar:  ventajas e inconvenientes

	Ventajas
	Inconvenientes

	Prórroga del régimen actual

	•
Mantiene la producción y la renta en la mayor parte de las regiones, si bien a un nivel que se reduce progresivamente.

•
Reduce progresivamente el costo presupuestario del régimen.

•
Mantiene las preferencias actuales para los países ACP/TMA.
	•
Retrasa la reestructuración y la mejora de la competitividad del sector.

•
Atrae sin restricción al mercado europeo importaciones no competitivas en el marco de acuerdos preferenciales.

•
Amenaza el mantenimiento de la producción comunitaria.

•
Mantiene las distorsiones de la competencia y las desigualdades entre productores.

•
La OCM del azúcar sigue siendo compleja.

•
No se logran mejoras medioambientales.

•
Mantiene la dependencia de los países en desarrollo no competitivos respecto del mercado comunitario, lo cual retrasa la reestructuración necesaria.

	Reducción de precios

	•
Facilita la reestructuración y la mejora de la competitividad del sector.

•
Permite un mejor equilibrio entre la oferta y la demanda en el mercado comunitario y disminuye los excedentes de producción y las distorsiones del mercado mundial.

•
Disminuye las distorsiones de la competencia y las desigualdades entre productores.

•
Bajan los precios de consumo del azúcar.

•
Favorece la diversificación del mercado de edulcorantes.

•
Reduce el costo presupuestario del régimen.

•
Los productores de los PMA y países ACP competitivos mantienen su acceso preferencial.
	•
Reduce los ingresos de los países ACP que se benefician del Protocolo sobre el Azúcar;  los menos competitivos podrían incluso dejar de exportar.

•
Plantea la cuestión de la necesidad de introducir medidas de reestructuración y/o reconversión.

	Liberalización

	•
Mejora la competitividad del sector de medio a largo plazo.

•
Disminuye las distorsiones en el mercado mundial.

•
Suprime las restricciones por exportación.

•
Elimina el costo del régimen para el presupuesto, salvo en caso de compensaciones.

•
Simplifica la organización común de mercados para el azúcar.

•
Aumenta las oportunidades de mercado para los productores de bajo costo/competitivos.
	•
No se garantiza la estabilidad de los precios.

•
Desaparición irreversible de una gran parte de la industria azucarera de las CE.

•
Disminución de la renta de los productores con serias consecuencias para determinadas comunidades rurales.

•
Disminución de los ingresos de los países ACP beneficiarios del Protocolo sobre el Azúcar, la mayoría de los cuales no serán competitivos.

•
Plantea la cuestión de la necesidad de introducir medidas de reestructuración y/o reconversión, inclusive para los países ACP afectados.

•
La producción de edulcorantes deja de ser competitiva y desaparece.

•
La rentabilidad de las refinerías se ve amenazada.

•
Riesgo de una menor rotación de cultivos.


Fuente:
Comisión Europea (2003), Implantación de un modelo de agricultura sostenible en Europa a través de la PAC reformada - sectores del tabaco, el aceite de oliva, el algodón y el azúcar, Bruselas.

3) Pesca

i) Características principales

42. Las CE-15 son la tercera potencia pesquera mundial, con alrededor del 6 por ciento de las capturas y la producción acuícola totales.
  España (19 por ciento) es el principal productor de las CE-15, seguido de Dinamarca (18 por ciento), y el Reino Unido (13 por ciento).  El valor de la producción del subsector de elaboración casi duplica al valor de la producción del subsector de capturas.  El empleo total generado por la pesca supera el medio millón de personas.  Las CE-15 tienen una zona de pesca de 200 millas frente a las zonas costeras del Atlántico Norte y el Mar del Norte, que es explotada por barcos de la Comunidad y de los países que han concertado acuerdos bilaterales con las CE.  Alrededor del 50 por ciento de las capturas totales son de peces pelágicos, como arenque, lanzón, espadín, jurel, sardina y caballa.  Sin embargo, son más importantes desde el punto de vista económico el bacalao y peces pelágicos más grandes, aunque representan menos del 10 por ciento del volumen de las capturas totales.  El promedio de los aranceles NMF aplicados a los productos pesqueros es del 10,5 por ciento, con tipos de hasta el 23 por ciento.

43. Las CE-15 cuentan con una flota de poco menos de 100.000 buques.  En el último decenio, el número de buques se ha reducido en un 7 por ciento, mientras que la capacidad de la flota ha disminuido en un 5 por ciento en tonelaje y un 7 por ciento en potencia.  Ello es principalmente imputable a la política de las CE-15 de reducir el exceso de capacidad con el fin de lograr un mejor equilibrio entre el esfuerzo pesquero y los recursos pesqueros disponibles.  La flota de las CE-15 es bastante anticuada, con una antigüedad media de 19 años.

44. En 2002, las CE-15 registraron un déficit comercial de 10.000 millones de euros respecto de los productos pesqueros, con importaciones por valor de 12.300 millones de euros y exportaciones por valor de 2.300 millones de euros.  Noruega es el principal abastecedor de productos pesqueros de la Comunidad (15,8 por ciento de las importaciones pesqueras de las CE-15), y el Japón es el principal consumidor de exportaciones pesqueras de las CE-15 (16 por ciento de las exportaciones pesqueras de las CE-15).  España se ha convertido progresivamente en el principal exportador e importador de productos pesqueros en el comercio con terceros países;  mientras que por lo que respecta al comercio dentro de las CE-15, Dinamarca es el principal exportador y Francia el principal importador.  En 2001, las CE-15 fueron el segundo importador mundial de productos pesqueros, con alrededor de una cuarta parte del total, y el sexto exportador mundial, con una participación del 5,5 por ciento.

45. Las capturas totales en los C-10 disminuyeron en más de dos terceras partes entre 1991 y 2000, debido a las actividades de pesca excesivas y al hundimiento de los mercados cuando se desmembró la Unión Soviética.  Por consiguiente, no se prevé que con la ampliación aumenten considerablemente los recursos pesqueros de la Comunidad.  Únicamente Polonia y, en menor medida, los tres países bálticos cuentan con una industria pesquera relativamente grande.  En 2000, las capturas totales en los países de la adhesión representaron el 9,1 por ciento de las capturas en las CE-15;  Polonia ocupó el primer lugar, con casi el 40 por ciento de las capturas totales de los C‑10, seguida de Letonia (24,6 por ciento), Estonia (20,5 por ciento) y Lituania (14,3 por ciento).  En el mismo año, la acuicultura en los C-10 representó el 5,9 por ciento de la producción acuícola total en las CE-15;  Polonia, la República Checa y Hungría fueron los principales productores.

ii) Política Pesquera Común (PPC)

46. Desde el 1º de enero de 2003, las CE cuentan con una nueva política pesquera común (PPC), cuyo objetivo es conseguir una pesca sostenible desde el punto de vista biológico, medioambiental y económico y, a tal fin, conservar mejor las poblaciones de peces, proteger el medio ambiente marino, garantizar la viabilidad económica de las flotas europeas y proporcionar alimentos de buena calidad a los consumidores.
  Determinadas poblaciones de peces de importancia, como por ejemplo el bacalao, se encuentran al borde de la extinción como consecuencia de la explotación excesiva.
  Más allá del perjuicio que se ha causado a las poblaciones de peces, una situación de este tipo repercute también de forma negativa en los ingresos de los pescadores, el equilibrio del ecosistema marino y el suministro de pescado al mercado comunitario.

47. Se ha adoptado un planteamiento a largo plazo para la gestión de la pesca, que supone el establecimiento de planes de recuperación plurianuales para las poblaciones que se hallan fuera de los límites biológicos de seguridad y de planes de gestión plurianuales para las demás poblaciones.
  Con ese planteamiento se evitarán las modificaciones repentinas de los totales admisibles de capturas (TAC) de un año para otro y los pescadores podrán faenar en condiciones más estables.  Ante el elevado riesgo de extinción de algunas poblaciones de peces, desde 2003
 se han puesto en marcha planes para reducir en un 65 por ciento la pesca de bacalao (lo que equivale a un contingente de 22.659 toneladas) y en un 50 por ciento la de otras poblaciones cuya captura debería reducirse a cero según las recomendaciones del Consejo Internacional de Exploración del Mar (CIEM).
  Como consecuencia de la ampliación, la Comisión propuso incorporar a los C-10 al sistema de cuotas en lo que respecta a todas las poblaciones para las que esos países pueden beneficiarse de posibilidades de pesca.

48. El antiguo régimen de programas de orientación plurianuales (POP), cuya ineficacia para hacer frente a la capacidad excesiva de la flota comunitaria quedó demostrada, se ha sustituido por un sistema que otorga mayores competencias a los Estados miembros para lograr un mejor equilibrio entre la capacidad pesquera de sus flotas y los recursos existentes, que consta de las medidas siguientes:  i) niveles de referencia basados en los niveles fijados por los POP para el 31 de diciembre de 2002, que se reducirán automáticamente cada vez que se elimine capacidad con ayudas públicas;  ii) una supresión progresiva de las ayudas públicas (disponibles sólo hasta finales de 2004) que se conceden a los inversores privados para renovar los buques de pesca de menos de 400 TAB (toneladas de arqueo bruto) o para modernizar los buques de al menos cinco años de antigüedad
;  iii) se ha creado un "Fondo para desguaces", dotado con 32 millones de euros, para lograr las reducciones suplementarias del esfuerzo pesquero que exigen los planes de recuperación
;  y iv) ayudas (disponibles hasta finales de 2004) para el traspaso permanente de buques de las CE a terceros países, incluso mediante la creación de empresas mixtas con terceros países asociados.

49. Las ayudas de los Estados miembros para los pescadores y propietarios de buques que deban interrumpir temporalmente su actividad pesquera podrán concederse por tres meses consecutivos o seis meses en todo el período comprendido entre 2000 y 2006, cuando las paradas se deban a circunstancias imprevisibles.
  Se ampliarán las ayudas para respaldar el reciclaje de los pescadores a fin de ayudarles a emprender actividades profesionales ajenas a la pesca, a la vez que se les permitirá seguir pescando a tiempo parcial.

50. El régimen que restringe el acceso a las zonas comprendidas entre 6 y 12 millas a los buques pesqueros que tradicionalmente faenaban en esas aguas se mantendrá vigente hasta el 31 de diciembre de 2012, fecha en que el Consejo examinará la situación sobre la base de un informe de la Comisión.  El régimen que restringe el acceso al Coto de las Shetland se mantendrá hasta finales de 2004, cuando el Consejo tomará una decisión sobre sus posibles modificaciones.  Con respecto al acceso a las aguas occidentales (que se extienden desde el Golfo de Vizcaya hasta las Islas Británicas), los buques de todos los Estados miembros, con inclusión de España y Portugal, que actualmente están plenamente integrados a la PPC, están sujetos al mismo régimen de limitación del esfuerzo sobre la base de la actividad pesquera durante el período 1998-2002 y las posibilidades de pesca.  Desde 2003, los buques pesqueros de España, Portugal y Finlandia tienen derecho a pescar recursos no regulados o sin asignar en el Mar del Norte.

51. Las competencias para garantizar un control, una inspección y una observancia eficaces de las normas de la PPC siguen correspondiendo a los Estados miembros.
  No obstante, la Comisión seguirá siendo quien se ocupe de la evaluación y el control de la aplicación de las normas de la PPC por parte de los Estados miembros, y podrá adoptar medidas preventivas inmediatas en caso de que haya pruebas de que las actividades pesqueras pueden suponer una amenaza grave para la conservación de los recursos.
  El empleo de sistemas de localización de buques por satélite (SLB) se hará extensivo a los buques de más de 18 metros de eslora total a partir del 1º de enero de 2004 y a los buques de más de 15 metros de eslora a partir del 1º de enero de 2005.

52. Se crearán Consejos consultivos regionales (CCR), compuestos de pescadores, científicos y otros representantes de grupos interesados de defensa del medio ambiente y protección de los consumidores.  En esos Consejos podrán participar también las autoridades nacionales y regionales de cualquier Estado miembro, y la Comisión podrá asistir a sus reuniones.  Los CCR podrán ser consultados por la Comisión y presentar recomendaciones.  Cada CCR cubre zonas marítimas bajo la jurisdicción de al menos dos Estados miembros.

53. En el contexto de la reforma de la PPC, se han tomado además las siguientes medidas:  un Plan de acción comunitario, adoptado en junio de 2003, para la integración de las normas de protección del medio ambiente en la PPC (a finales de 2003 la Comisión propuso la adopción de medidas para reducir las capturas incidentales de cetáceos);  un Plan de acción comunitario para la erradicación de la pesca ilegal, no declarada y no reglamentada;  una estrategia para el desarrollo sostenible de la acuicultura europea;  un Plan de actuación para contrarrestar las consecuencias sociales, económicas y regionales de la reestructuración de la industria pesquera de las CE y un Plan comunitario para reducir los descartes de peces y prevenir las capturas de peces no buscados.

54. El Instrumento Financiero de Orientación de la Pesca (IFOP) sigue constituyendo la principal forma de ayuda financiera para el subsector.  Sus objetivos principales son:  contribuir a los esfuerzos de reducción de las actividades de pesca decididos por el Consejo, que establece para cada Estado miembro los objetivos de reestructuración de la flota y los medios para lograrlos;  financiar las inversiones, inclusive para la renovación de la flota y la modernización de los buques pesqueros;  y contrarrestar las consecuencias sociales, económicas y regionales de la reestructuración de la industria pesquera de las CE que se deriven de la nueva PPC.  El presupuesto del IFOP para el período 2000-2006 asciende a 3.700 millones de euros (frente a 2.700 millones de euros en 1994‑1999), de los cuales 2.600 millones se destinan a las regiones del objetivo 1
, y el resto a las demás zonas.  Está previsto que España reciba el 46 por ciento del IFOP a lo largo del período 2000‑2006, seguida de Italia (10 por ciento), Francia (7 por ciento), y Portugal y el Reino Unido (6 por ciento cada país).

55. Desde diciembre de 2002, los Estados miembros ya no tienen la obligación de notificar a la Comisión las ayudas nacionales para cofinanciar proyectos que se acogen a la ayuda del IFOP.  La Comisión también ha adoptado un proyecto de reglamento que propone eximir de notificación previa a la Comisión a la mayor parte de categorías de ayuda estatal.  Entre las categorías propuestas figuran la ayuda para la promoción y/o publicidad de los productos pesqueros, el desguace de buques pesqueros, y la acuicultura y la pesca en aguas interiores.  Una vez adoptada, la exención por categorías será aplicable a las ayudas otorgadas a las PYME de cuantía inferior a 1 millón de euros o a las ayudas destinadas a financiar proyectos de una cuantía máxima subvencionable de 2 millones de euros.

56. El Fondo Europeo de Desarrollo Regional (FEDER) apoya varias actividades pesqueras, incluidas las zonas dependientes de la pesca.  Es probable que durante el período 2000-2006, se asignen a las zonas dependientes de la pesca 83,1 millones de euros (cifra equivalente al 0,4 por ciento de la financiación total del FEDER, que asciende a 19.200 millones de euros):  78,6 millones de euros a las zonas del objetivo 1, y 4,5 millones de euros a las del objetivo 2.
  Además, el Fondo Social Europeo (FSE) respalda diversos proyectos transnacionales, principalmente en España, Francia, Italia y Portugal, relacionados con la formación profesional y la diversificación en los sectores de la pesca y la acuicultura.  Globalmente, en el período 2000-2006, la financiación del FSE asignada a las regiones que incluyen zonas dependientes de la pesca asciende a 5.200 millones de euros, destinándose 4.300 millones de esa cantidad a las regiones del objetivo 1.
  El FEOGA también proporciona ayudas para el desarrollo rural en las zonas dependientes de la pesca situadas fuera de las regiones del objetivo 1.  El gasto previsto para actividades de agricultura y pesca en el marco del FEOGA para el período 2000-2006 es de 11.400 millones de euros (7.800 millones para las zonas del objetivo 1 y 3.600 millones para las demás zonas).

57. La Organización Común de Mercados (OCM) en el sector de los productos de la pesca y de la acuicultura comprende
:  normas comunes de comercialización sobre calidad, tipos, envasado y etiquetado de los productos pesqueros frescos, tanto comunitarios como importados;  organizaciones de productores establecidas en cada Estado miembro, que están compuestas de pescadores y aplican los instrumentos del lado de la oferta de la OCM;  un sistema de sostenimiento de los precios, que establece precios mínimos por debajo de los cuales no se pueden vender productos de la pesca;  y normas para el comercio con países de fuera de la Comunidad.  Para 2003, la cuantía programada para las medidas de sostenimiento de los precios fue de 14,5 millones de euros.  Con efecto a partir del 1º de enero de 2002, la OCM dispone que se informe a los consumidores sobre el método de producción, la zona de captura y la designación comercial exacta del producto que compran e introduce también algunos elementos relativos a la rastreabilidad de los productos pesqueros.
  Estos requisitos se aplican también a las importaciones de terceros países.  En el cuadro IV.7 se enumeran las características fundamentales de los cinco mecanismos de intervención principales de la OCM en el sector de la pesca y la acuicultura.

Cuadro IV.7

Mecanismos de intervención de la OCM en el sector de la pesca y la acuicultura

	Mecanismo
	Objeto y características principales
	Productos beneficiarios
	Importe de las ayudas
	Destino de los productos

	Compensación financiera
	Retirar del mercado los productos cuyo precio haya descendido hasta el nivel del precio de retirada, hasta un máximo del 8% de las cantidades anuales puestas en venta (el 10% en el caso de las especies pelágicas)
	20 productos frescos o refrigerados
	Menos del 4% de retiradas:  el 85% del precio de retirada.  Entre el 4% y el 8% de retiradas (el 4% y el 10% en el caso de las especies pelágicas):  el 55% del precio de retirada a partir de 2003
	Destrucción, subproductos (aceite, harina para alimentación animal) o donación a obras de beneficencia

	Ayuda al aplazamiento
	Retirar del mercado los productos cuyo precio haya descendido hasta el nivel del precio de retirada, hasta un máximo del 18% de las cantidades anuales puestas en venta, menos el porcentaje de las cantidades que se hayan beneficiado de la compensación financiera
	23 productos frescos o refrigerados
	Importe de los gastos técnicos y financieros derivados de la transformación y el almacenamiento (fijados cada año)
	Transformación, almacenamiento, y posterior comercialización

	Retiradas y aplazamientos autónomos
	Retirar del mercado los productos de importancia regional o local cuyo precio haya descendido hasta el nivel del precio de retirada autónomo, hasta un máximo del 10% de las cantidades anuales puestas en venta y siempre que las cantidades que pueden beneficiarse de la compensación a tanto alzado no sobrepasen el 5%
	18 productos frescos o refrigerados
	Ayuda a tanto alzado (= compensación a tanto alzado o prima a tanto alzado)

Compensación a tanto alzado:  el 75% del precio de retirada autónomo

Prima a tanto alzado:  fijada cada año
	Idem que retirada y aplazamiento comunitario

	Ayuda al almacenamiento privado
	Retirar temporalmente del mercado los productos que no hayan podido comercializarse al precio de venta comunitario, hasta un máximo del 15% de las cantidades puestas en venta
	10 productos congelados a bordo
	Importe de los gastos técnicos y financieros derivados del almacenamiento
	Almacenamiento y posterior comercialización

	Indemnización compensatoria para el atún
	Ayuda directa a los productores de atún destinado a la industria en caso de caída de los precios de mercado
	5 especies túnidas
	Depende de los precios de mercado (sujeto a un límite máximo)
	Materia prima destinada a la industria comunitaria de transformación


Fuente:
Comisión Europea (2002), la Organización Común de Mercados en el sector de los productos de la pesca y de la acuicultura, p.21, Bruselas.

58. La política comercial de las CE para los productos pesqueros ha dado lugar a la apertura de nuevos contingentes arancelarios, sobre una base autónoma, para los productos pesqueros destinados a la industria de elaboración (cuadro IV.8).  Los contingentes arancelarios de la Comunidad para todos los productos pesqueros se gestionan por orden de presentación de las solicitudes.  En ciertos casos, las reducciones arancelarias no se pueden invocar cuando el precio de importación es más bajo que el precio de referencia, en cuyo caso se aplica el arancel pleno.
  Se otorgan preferencias en el marco de acuerdos comerciales regionales (principalmente el AELC y el Acuerdo de Cotonou) y del SGP.

Cuadro IV.8

Aranceles y contingentes arancelarios para los productos de la pesca

	Producto
	Aranceles y contingentes arancelarios

	Abadejo de Alaska, filetes y carne congelados
	Importación de una cantidad ilimitada al 0% (por un período indefinido)

	Bacalao, fresco, refrigerado o congelado, excluidos el hígado y las huevas
	Importación de una cantidad ilimitada al 3% (por un período indefinido)

	Bacalao y pescados de la especie Boreogadus Saida, salados o en salmuera, pero no desecados o ahumados
	Contingente autónomo abierto por tres años.  Contingente para 2001-2003:  10.000 toneladas al 0% para cada año

	Surimi, congelado
	Importación de una cantidad ilimitada al 3,5% (por un período indefinido)

	Merluza de cola, carne y filetes congelados
	Importación de una cantidad ilimitada al 3,5% (por un período indefinido)

	Camarones, sin pelar, frescos, refrigerados o congelados
	Importación de una cantidad ilimitada al 0% (por un período indefinido)

	Gambas y camarones, cocidos y pelados
	Contingente autónomo abierto por tres años.  Contingente para 2001-2003:  5.000 toneladas al 6% para cada año

	Lomos de atún
	Contingente autónomo abierto por tres años.  Contingente para 2001-2003:  4.000 toneladas al 6% para cada año

	Arenques, frescos, refrigerados o congelados
	Contingente autónomo abierto por tres años.  Contingente para 2001-2003:  20.000 toneladas al 0% entre el 1º de noviembre y el 31 de diciembre de cada año

	Arenques, condimentados o curados en vinagre, en salmuera, conservados en barriles de por lo menos 70 kg de peso neto escurrido
	Contingente autónomo abierto por tres años.  Contingente para 2001-2003:  5.000 toneladas al 6% para cada año


Fuente:
Dirección General de Pesca (1999), Nota informativa:  Reforma de la Organización Común de Mercados en el sector de los productos de la pesca y de la acuicultura, anexos III y IV [en línea].

59. Un aspecto importante de la política pesquera de la Comunidad, a la luz de la fragilidad de las poblaciones de peces de sus aguas territoriales y de la excesiva capacidad de la flota, sigue siendo el desarrollo de oportunidades de pesca en otras partes, ya sea mediante acuerdos bilaterales
, o en alta mar, mediante las organizaciones regionales de pesca (ORP).
  Los acuerdos "meridionales" de la Comunidad se refieren principalmente a países de África y del Océano Índico, y prevén el acceso de los buques de pesca de la Comunidad a cambio de asistencia financiera de la Comunidad y honorarios pagados por los operadores de los buques.  Los acuerdos sobre el atún prevén la eliminación de la competencia directa entre las flotas pesqueras locales y las comunitarias.  Los acuerdos "septentrionales" prevén el intercambio de oportunidades y derechos de pesca entre las flotas de la Comunidad y las flotas de terceros países, y la compensación financiera pagada por la Comunidad a Groenlandia y los países bálticos.  Para 2003, en el presupuesto de la Comunidad se consignaron 183 millones de euros para los acuerdos de pesca, frente a 189 millones de euros en 2002.

60.
Como parte de la reforma de la PPC, se prevén medidas concretas, cuya responsabilidad recaería en las ORP, para establecer planes de control y de inspección en cada una de ellas, regular ciertas actividades pesqueras en alta mar, identificar y controlar los buques IUU (que ejercen pesca ilegal, no declarada y no reglamentada), fomentar planes de acción armonizados dirigidos a reducir la pesca ilegal, e identificar y cuantificar las capturas ilegales.

61.
La colocación de productos de la pesca en el mercado de la Comunidad, ya sean de origen interno o importados, está sujeta a reglamentos sanitarios para proteger la salud de los consumidores.
  En una decisión de la Comisión se establecen las condiciones específicas para las importaciones de la Comunidad procedentes de cada país sobre la base de un informe de una misión de expertos.
  En una decisión de la Comisión se establece una lista de 113 países de los que la Comunidad puede importar productos de la pesca;  no se permite la importación de productos pesqueros de países no incluidos en la lista.
  En la parte I de la lista se identifican 85 lugares de origen (países "plenamente armonizados") cuyas prácticas y legislación se consideran acordes con las de la Comunidad, y las importaciones originarias de ellos están autorizadas con sujeción únicamente a comprobaciones y verificaciones al azar.  En la parte II de la lista se identifican los otros 28 países "prearmonizados" de los que se han recibido garantías relativas al sistema de inspección y a sus requisitos sanitarios legales, pero que no han sido objeto de verificación en inspecciones sobre el terreno.
  Las importaciones se autorizan provisionalmente sobre la base de pruebas documentales, hasta que se efectúa la inspección de la Comunidad.  La parte II de la lista se ha prorrogado hasta el 31 de diciembre de 2005, debido a demoras y a la posibilidad de que se revisara la legislación como resultado del Libro Blanco sobre seguridad alimentaria.

4) ENERGÍA

60. Las CE son una economía de gran intensidad energética;  el consumo energético se ha incrementado entre un 1 y un 2 por ciento anual desde 1986.  La demanda industrial de energía se ha mantenido relativamente estable, mientras que la de los hogares y el sector terciario ha aumentado como resultado de la transición a una economía más orientada hacia los servicios.  El propio abastecimiento energético de las CE cubre apenas la mitad de sus necesidades;  los combustibles fósiles (petróleo, carbón y gas natural) representan las cuatro quintas partes del consumo total de energía de las CE y casi las dos terceras partes de sus importaciones.
  El gas natural procedente de la Federación de Rusia representa por sí solo casi el 20 por ciento del consumo total de energía de las CE.  Las fuentes renovables de energía representan sólo el 6 por ciento del actual balance energético de las CE.  Se prevé que la demanda energética en los C-10 registre un brusco incremento, especialmente en el período hasta 2010, cuando se espera que las economías de esos países crezcan a un ritmo mucho más rápido que las de las CE-15 (capítulo I 4)).

61. En noviembre de 2002, la Comisión publicó el Libro Verde titulado "Hacia una estrategia europea de seguridad del abastecimiento energético", que establece nuevas directrices de política energética.  Los dos principales objetivos de política de las CE en materia energética son la seguridad del abastecimiento energético y la realización del mercado interior.  Por seguridad del abastecimiento se entiende, entre otras cosas, mejora de la eficiencia energética, diversificación de fuentes y tecnologías, reducción de la dependencia respecto de la importación, promoción de la producción interna, orientación del consumo energético y desarrollo de la red energética transeuropea.

62. En 2002, se presupuestaron 21 millones de euros para respaldar el programa relativo a la red de energía transeuropea.  Además, se consignaron 32 millones de euros para financiar varios otros programas relacionados con la energía:  CARNOT (utilización limpia y eficiente de los combustibles sólidos);  SURE (transporte seguro de materiales radiactivos);  ALTENER (promoción de las fuentes de energía renovable);  SAVE (promoción de la eficiencia energética);  SYNERGY (promoción de la cooperación internacional en el sector energético);  y ETAP (estudios, análisis y previsiones sobre la energía).  Además, se asignaron 19 millones de euros para apoyar las actividades relacionadas con la energía nuclear.

63. El 25 de noviembre de 2002, el Consejo de Ministros de la Energía alcanzó un acuerdo político sobre la adopción de nuevas disposiciones legislativas relativas a los mercados del gas y la electricidad por conducto de la directiva de aceleración, cuya finalidad es la realización de los mercados interiores del gas y la electricidad
;  un reglamento sobre el comercio transfronterizo de electricidad, destinado a mejorar la competencia dentro del mercado interior de electricidad;  y una Directiva sobre la seguridad de abastecimiento en el sector del gas, cuyo objetivo es aclarar y definir las competencias de los operadores del mercado relacionadas con la seguridad de abastecimiento.  Una Directiva de 2003 cambió el lugar de imposición del gas natural de los gasoductos y de la electricidad, del lugar de abastecimiento al lugar de consumo.  Además, el 20 de marzo de 2003 el Consejo aprobó una propuesta de directiva relativa al régimen impositivo de los productos energéticos destinada, entre otras cosas, a mejorar el funcionamiento del mercado interior reduciendo las diferencias entre los tipos de los impuestos indirectos de los distintos Estados miembros, y a contribuir al logro de los objetivos medioambientales de la Comunidad y del Protocolo de Tokio (capítulo III 2) ix)).

64. Los principales aspectos de la Directiva de aceleración son:  la apertura del mercado a todos los clientes no nacionales de gas y electricidad el 1º de julio de 2004, y a todos los demás clientes, incluidas las familias, el 1º de julio de 2007;  refuerzo de las obligaciones de servicio universal en el sector de la electricidad (garantía de suministro a precios razonables);  desagregación jurídica y funcional de los operadores de sistemas de transmisión a partir del 1º de julio de 2004
;  introducción de un régimen regulado de acceso de terceros a las redes de transmisión y distribución y a las instalaciones de gas natural licuado;  necesidad de establecer autoridades de reglamentación que, entre otras cosas, fijen metodologías que sirvan de base para el cálculo de las tarifas de acceso a la red;  y excepciones (permitidas por la Comisión) a las tarifas reguladas para nuevas grandes infraestructuras de gas.

65. Las principales características del Reglamento sobre el comercio transfronterizo son:  establecimiento de un mecanismo de compensación a los operadores de sistemas de transmisión por los costes de la entrada de flujos transfronterizos de electricidad
;  determinación de principios armonizados sobre las tasas de transmisión transfronteriza y, en particular, la aplicación de tasas de uso de la red no discriminatorias, transparentes y no relacionadas con la distancia;  establecimiento de normas que permitan la máxima disponibilidad de capacidad de transmisión;  establecimiento de principios en caso de congestión;  participación de las autoridades de reglamentación en los asuntos de tarifas y asignación de capacidades;  y determinación de sanciones por parte de los Estados miembros a las infracciones del Reglamento.

66. La Comisión considera que la adopción de esa legislación debe ir acompañada de una estricta aplicación de la legislación europea de competencia, ya que varios mercados de la energía se ven a menudo dominados por las grandes empresas nacionales;  hay indicios de que el proceso de liberalización puede llevar a nuevas concentraciones en este sector, y determinadas empresas energéticas podrían intentar beneficiarse de ayudas estatales a fin de mejorar su situación competitiva.

5) Sector manufacturero

i) Visión general

67. La importancia del sector manufacturero, en lo que respecta a su contribución al PIB y al empleo en las CE-15, se ha ido reduciendo con el tiempo.  Unos 20 millones de pequeñas y medianas empresas constituyen la columna vertebral del sector.  La evolución del sector manufacturero en las CE-15 durante el período 1979-2002 fue bastante diversa:  el empleo y la producción descendieron en los subsectores de los textiles y las prendas de vestir, y del cuero y el calzado;  mientras que otras industrias (por ejemplo, las de productos químicos, caucho y plásticos, equipo de telecomunicaciones, maquinaria de oficina y equipo eléctrico) experimentaron incrementos acusados.  En general, el superávit comercial de productos manufacturados mejoró, aumentando de 31.500 millones de euros (0,6 por ciento del PIB) en 1989 a 95.200 millones de euros (1,1 por ciento del PIB) en 2001.

68. Tras las reducciones de tamaño y reorganizaciones llevadas a cabo durante un decenio, la estructura del sector manufacturero de la mayoría de los C-10 se sitúa entre la existente en las "CE‑Sur" (Grecia, Portugal y España) y las "CE-Norte" (Alemania, Francia, Italia y el Reino Unido).
  La parte proporcional del empleo correspondiente a los textiles y el vestido, el cuero y la madera es particularmente elevada en los C-10.  En el cuadro IV.9 se presenta una comparación entre la estructura y el tamaño del sector manufacturero en las CE-15 y en los países de Europa Central y Oriental (PECO) (es decir, los C-10, excepto Chipre y Malta, junto con Bulgaria y Rumania).  En general, los subsectores manufactureros más importantes de los PECO son los de productos alimenticios, bebidas y tabaco;  equipo de transporte;  y metales básicos y productos metálicos.  En los países bálticos, tienen preponderancia los productos textiles y de la madera.  El sector manufacturero de los C-10 es poco importante en comparación con el de las CE-15.
  Según un informe de la Comisión, las IED han contribuido a la modernización del sector manufacturero en los C-10;  sin embargo, muchas empresas nacionales siguen mostrando poca capacidad para hacer frente a una competencia creciente en el mercado único.

Cuadro IV.9

Estructura y tamaño del sector manufacturero en los PECO y en las CE-15, 2000

	
	Distribución del sector manufacturero total por ramas de produccióna
(Porcentaje)
	Participación de los PECO en la producciónb en las CE ampliadasc

(Porcentaje)
	Participación de los PECO en el empleo en las CE ampliadasc
(Porcentaje)

	
	PECO
	CE-15
	Utilizando
el tipo de cambio
	Utilizando la paridad de poder adquisitivo
	

	Total del sector manufacturero
	100,0
	100,0
	5,0
	10,7
	20,9

	Productos alimenticios, bebidas y tabaco
	19,1
	13,7
	6,8
	14,3
	24,2

	Textiles y productos textiles
	4,9
	3,9
	6,3
	13,5
	36,9

	Cuero y productos de cuero
	0,9
	0,9
	5,0
	10,9
	32,6

	Madera y productos de madera
	3,2
	1,9
	7,9
	16,0
	28,4

	Pasta, papel y productos de papel;  imprentas y editoriales
	5,5
	7,6
	3,6
	7,7
	11,8

	Carbón, productos refinados del petróleo y combustible nuclear
	7,1
	6,0
	5,8
	13,2
	36,6

	Sustancias químicas, productos químicos y fibras artificiales
	7,2
	10,1
	3,6
	8,0
	16,7

	Caucho y productos de plástico
	3,9
	3,8
	5,1
	10,6
	16,0

	Otros productos minerales no metálicos
	4,8
	3,4
	6,8
	14,3
	24,8

	Metales básicos y productos metálicos elaborados
	12,5
	11,1
	5,5
	12,2
	17,5

	Maquinaria y equipo
	5,7
	8,9
	3,2
	7,1
	19,1

	Equipo eléctrico y óptico
	10,2
	12,0
	4,2
	9,1
	16,2

	Equipo de transporte
	11,3
	13,6
	4,2
	9,0
	16,0

	Otras manufacturas
	3,7
	2,9
	6,2
	12,9
	23,3


a
Participación en la producción manufacturera total (expresada en valores nominales, convertidos mediante la utilización de los tipos de cambio).
b
Valores de la producción en el año 2000, convertidos mediante la utilización de los tipos de cambio vigentes y, para 1999, de la paridad de poder adquisitivo.
c
En este cuadro, por "CE ampliadas" se entiende la suma de las CE-15 y los PECO.  La sigla PECO se refiere a los ocho países de Europa Central y Oriental que se incorporaron en mayo de 2004, más Bulgaria y Rumania.

Fuente:
Comisión Europea (2003), European Competitiveness Report 2003, página 191, Bruselas.

69. El Consejo Europeo de Lisboa de los días 23 y 24 de marzo de 2000 estableció un nuevo objetivo de política estratégica para las CE:  "convertirse en la economía del conocimiento más competitiva y dinámica del mundo, capaz de un crecimiento económico sostenible con más y mejores puestos de trabajo y una mayor cohesión social".  El logro de ese objetivo depende, en gran medida, de la capacidad de la Comunidad para desarrollar la competitividad de su sector manufacturero.  Con ese fin, el Consejo adoptó, en diciembre de 2000, el "Programa plurianual en favor de la empresa y el espíritu empresarial, en particular para las pequeñas y medianas empresas (PYME) (2001-2005)".  El 11 de diciembre de 2002, la Comisión adoptó el documento titulado "La política industrial en la Europa ampliada", en que se reexaminan los objetivos y principios generales de la política industrial de las CE establecida en una comunicación de 1990.
  El programa y el nuevo documento destacan, como aspecto muy preocupante, la desaceleración de la productividad en las CE, así como la necesidad de aumentar la competitividad de su economía, en particular en el sector manufacturero.
70. Algunas de las prioridades más importantes son resolver los problemas que plantea la globalización y lograr una "Europa de las empresas" (una política empresarial horizontal) para 2005.  Según ese documento, "la política de empresa de las CE tiene que abordar la integridad del entorno empresarial con el fin de que las empresas puedan crecer y desarrollarse, cualquiera que sea su tamaño, estatuto jurídico, sector o localización" de forma compatible con el objetivo global de desarrollo sostenible de las CE.  La Comunidad ha de desarrollar nuevas tecnologías, incluidas las de la información y las comunicaciones, y la biotecnología;  y su sector industrial debe hacerse más innovador.  La Comunidad tiene que potenciar su capacidad empresarial, asumir riesgos y desarrollar nuevos y más importantes sectores económicos;  asimismo, debe mejorar el acceso a los mercados de bienes y servicios.

71. El 8 de mayo de 2003, la Comisión adoptó una nueva definición de PYME, con objeto de fomentar el espíritu empresarial, las inversiones y el crecimiento;  facilitar el acceso al capital de riesgo;  reducir las cargas administrativas;  y aumentar la seguridad jurídica.  La definición mantiene los diferentes umbrales de las PYME, pero establece un aumento sustancial de los límites máximos de financiación, como resultado de los incrementos causados por la inflación desde 1996, fecha en que se formuló la primera definición de PYME de la Comunidad.
  La nueva definición se aplicará a partir del 1º de enero de 2005.

72. El sector manufacturero es el principal beneficiario de la ayuda estatal.  Durante el período 1990-2002, de las 120 adjudicaciones de ayuda para operaciones de rescate y reestructuración, unas 90 se destinaron a empresas manufactureras en dificultades;  en total, el valor de las ayudas estatales concedidas se estima en 45.000 millones de euros.  Durante el decenio de 1990, la mayor parte de las ayudas ad hoc otorgadas en las CE se destinaron al programa de reestructuración en los Länder alemanes y a operaciones de rescate y reestructuración de empresas y grandes agrupaciones empresariales en otros Estados miembros.
  En 2002, se presupuestaron 93 millones de euros para el programa de investigaciones "Fomentar la innovación y facilitar la participación de las pequeñas y medianas empresas";  y unos 90 millones de euros se destinan anualmente a proyectos orientados a las PYME como parte del programa para las empresas y el espíritu de empresa de 2001-2005.

73. El promedio de los aranceles aduaneros NMF aplicados a las mercancías manufacturadas es del 6,4 por ciento, aunque los tipos pueden llegar al 209,9 por ciento en el caso de determinados productos alimenticios manufacturados (gráfico IV.1).  Se aplican derechos específicos a productos tales como bebidas alcohólicas, carne y despojos comestibles de aves, y quesos y requesón;  derechos compuestos, a las preparaciones de legumbres y hortalizas, y a la carne y los despojos comestibles, entre otros productos;  y derechos mixtos, a los artículos de confitería y heladería, entre otros.
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Gráfico IV.1

Aranceles de la CE, por categorías de la CIIU
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Clasificación Industrias Internacional Uniforme, Revisión 2.



Cálculos de la Secretaría de la OMC, basados en datos facilitados por las autoridades de las CE.
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ii) Sectores industriales específicos

a)
Textiles y prendas de vestir

74. Las CE son el mayor importador mundial de productos textiles y de vestido y exportador de productos textiles;  asimismo, son el segundo exportador mundial de prendas de vestir.  En 2002, el subsector representó el 5,8 por ciento del comercio total de las CE:  las importaciones alcanzaron un valor de 71.600 millones de euros, y las exportaciones, de 43.800 millones de euros.  Asimismo, el subsector proporciona aproximadamente el 4 por ciento de la producción manufacturera total de las CE y el 7 por ciento del empleo del sector manufacturero (es decir, 2,1 millones de puestos de trabajo).  Existen 177.000 empresas, en su mayor parte PYME, con un volumen de negocios conjunto de 200.000 millones de euros.
  Los aranceles NMF aplicados a los textiles, el vestido y los productos de cuero alcanzan un promedio del 7,6 por ciento, con tipos máximos del 17 por ciento.

75. Por lo general, el subsector desempeña una función más importante en la economía de los C‑10 que en las CE-15 en cuanto a producción y empleo.  Las exportaciones de los C-10 se destinan en su mayor parte (entre el 66 y el 100 por ciento, dependiendo del país y del producto) a las CE-15.  A su vez, los C-10 constituyen el destino del 16 por ciento de las exportaciones totales de hilados y del 8 por ciento de todas las exportaciones de textiles de las CE-15.

76. El subsector de los textiles y las prendas de vestir no se beneficia de incentivos específicos.  Sin embargo, al igual que cualquier otro subsector manufacturero, puede aprovechar los incentivos enunciados en la guía de subvenciones y préstamos de las CE.  Además, puede aprovechar las medidas expresamente destinadas a las actividades de subcontratación (del 10 al 60 por ciento de las actividades totales del subsector en los Estados miembros).

77. Las CE aplican contingentes a las importaciones de determinados productos textiles y de vestido procedentes de Miembros de la OMC y en el marco de acuerdos bilaterales con miembros no pertenecientes a la OMC (capítulo III 2) vii)).  Las importaciones de textiles y prendas de vestir en las CE con sujeción a contingentes representan menos de la tercera parte de sus importaciones totales de esos productos.

78. En el marco del Acuerdo sobre los Textiles y el Vestido (ATV) de la OMC, las CE presentaron la lista de productos comprendidos en las etapas 1, 2 y 3 de integración en el GATT de 1994;  a partir del 1º de enero de 2005 se integrarán los productos restantes, lo que dará por resultado la supresión de todos los contingentes aplicados por las CE a esos productos (capítulo III 2) vii)).  En previsión de esa situación, el 28 de octubre de 2003, la Comisión propuso medidas para fomentar la competitividad en el subsector.  Entre esas medidas figuraban actividades de investigación y desarrollo y de innovación en materias de interés específico (por ejemplo, textiles técnicos);  la adopción de una política de enseñanza y formación (por ejemplo, mejora del acceso de las PYME a las actuales oportunidades de financiación mediante la simplificación de los procedimientos);  la adopción de una política regional (por ejemplo, finalizar la creación de la zona euromediterránea de libre comercio para 2005);  el estudio de la utilización del etiquetado para facilitar el acceso a los productos de las CE que cumplan las normas laborales y ambientales internacionales;  y el examen de la utilización de una etiqueta de origen "Made in Europe" para promover los productos de calidad europeos.
  Actualmente, sólo los productos textiles que cumplen determinados requisitos de etiquetado pueden comercializarse en la Comunidad.

79. En general, determinados estudios estiman que los beneficios sociales mundiales derivados del ATV se sitúan entre 6.500 millones y 324.000 millones de dólares EE.UU.  Algunos estudios predicen que el ATV, aplicado plenamente, representará hasta dos terceras partes de todos los beneficios de la Ronda Uruguay, mientras que otros reducen esa proporción al 5 por ciento únicamente.
  La distribución de los beneficios sociales es desigual y difiere en función de los distintos estudios.
  Según las conclusiones de un estudio, las CE obtendrán beneficios sociales totales por valor de unos 25.300 millones de euros al año, resultantes en un 97 por ciento de la supresión de las restricciones cuantitativas y en un 3 por ciento de la reforma arancelaria.
  Esos beneficios sociales se deberán, según las previsiones, a la existencia de precios al consumidor más bajos y la reasignación de los recursos a sectores más eficientes.  Sin embargo, el desplazamiento de los recursos a otros sectores podría ocasionar, a medio plazo, algunos costos de ajuste (incluida la pérdida de empleo en los subsectores de los textiles y del vestido).

b)
Productos químicos

80. Los productos químicos constituyen el principal subsector manufacturero de las CE-15 en términos de valor añadido (7,5 por ciento del valor añadido manufacturero en 2001).
  Sin contar los productos farmacéuticos, el subsector representa el 1,3 por ciento del PIB total.  Aunque es más bien una actividad de alta intensidad de capital, la industria química proporciona 1,7 millones de puestos de trabajo en las CE-15 (4,2 por ciento de la mano de obra del sector manufacturero).  En 2000, su volumen de transacciones fue de 417.000 millones de euros.  Se trata de un proveedor de primer orden para casi todos los sectores de la economía.  Aproximadamente el 30 por ciento de los productos químicos es objeto de nueva elaboración dentro de la rama de producción.  En las CE-15, la producción química se concentra principalmente en Alemania (26,2 por ciento de la producción de las CE-15 en 2000), seguida de Francia (17 por ciento), el Reino Unido (13,5 por ciento) e Italia (11,6 por ciento).  En 2000, el subsector estaba integrado por 22.890 empresas, más del 95 por ciento de las cuales eran PYME.  En 2002, el subsector de los productos químicos alcanzó un superávit comercial de más de 60.000 millones de euros.  El gasto ambiental de las industrias químicas, del caucho y del plástico de las CE-15 asciende a 7.700 millones de euros al año, equivalentes al 3,5 por ciento del valor añadido en esas industrias, y representa el 23 por ciento del gasto total de protección ambiental de las CE-15 en todas las ramas de producción.
  Los aranceles NMF aplicados a los productos químicos industriales y los productos químicos industriales básicos alcanzan un promedio del 4,7 por ciento.

81. El subsector de los productos químicos es también importante en los C-10, y su contribución a la producción manufacturera total varía del 4 por ciento en Letonia al 8 por ciento en Hungría.  El volumen de negocio de la rama de producción en los C-10 es de 16.000 millones de euros (aproximadamente, el 4 por ciento de la producción química de las CE-15).  En general, el subsector ha sufrido un descenso de la producción en los C-10, sobre todo en los primeros años de transición hacia una economía de mercado y, posteriormente, tras la crisis rusa de 1998.

82. Según la Comisión, el sistema legislativo vigente para los productos químicos es excesivamente complejo, ha sido en gran medida ineficaz para identificar los riesgos planteados por muchos productos químicos y resulta lento para hacer frente a los riesgos ya conocidos.  Tomando 1981 como año de referencia, el sistema distingue entre sustancias químicas "existentes" y "nuevas", y les aplica procedimientos diferentes.  Como resultado, la Comisión adoptó un Libro Blanco el 13 de febrero de 2001
 y, el 29 de octubre de 2003, presentó una propuesta relativa a un nuevo marco normativo para los productos químicos que permitiría sustituir más de 40 directivas y reglamentos por un único sistema integrado igualmente aplicable a las sustancias existentes y a las nuevas;  el sistema se denomina, según sus siglas en inglés, REACH (Registro, Evaluación y Autorización de Productos Químicos).

83. El objetivo de REACH es lograr un alto nivel de protección de la salud humana y del medio ambiente y, al mismo tiempo, asegurar el funcionamiento eficaz del mercado interno y estimular la innovación y la competitividad en el subsector.  Los elementos fundamentales del nuevo sistema imponen a la rama de producción la responsabilidad de gestionar los riesgos de sus productos químicos.  Otros elementos son los siguientes:  aumento del nivel máximo para el registro de nuevas sustancias de 10 kg a 1 tonelada, y ampliación del plazo máximo de exención del registro para las actividades de investigación y desarrollo de 6 a 15 años;  establecimiento de una agencia de sustancias químicas encargada de asegurar la aplicación coherente del sistema y gestionar la base de datos de todas las sustancias químicas registradas;  evaluación de las sustancias por las autoridades nacionales y ensayo en animales;  y autorización previa de la Comisión para usos especiales de sustancias particularmente preocupantes (por ejemplo, carcinógenas, mutagénicas, tóxicas o bioacumulativas).  Los costos directos de REACH para la industria química se estiman en 2.300 millones de euros a lo largo de 11 años.

c)
Carbón y acero

84. Las CE-15 producen unos 74 millones de toneladas de hulla (menos del 2 por ciento de la producción mundial), volumen muy inferior a los 470 millones de toneladas que producían en 1953, e importan 180 millones de toneladas, aproximadamente.  Actualmente se produce hulla en Francia, Alemania, España y el Reino Unido.  Se prevé que, tras la ampliación, la producción de carbón aumente en más del doble.  Los costos de producción del carbón europeo son relativamente elevados, debido principalmente a las difíciles condiciones geológicas:  el costo medio de la producción de carbón en Europa es de tres a cuatro veces más elevado que el precio del mercado internacional.  El empleo en el subsector del carbón ha descendido también de forma constante a lo largo de los años, hasta situarse en 72.000 personas (en comparación con 1,7 millones hace 50 años).
  Las importaciones de carbón están exentas de derechos.

85. Las CE-15 producen 159 millones de toneladas de acero (aproximadamente, el 15 por ciento de la producción mundial), en comparación con 39 millones de toneladas en 1953;  la industria da empleo a 276.000 trabajadores (los mayores niveles de empleo se alcanzaron en 1972, con 774.000 trabajadores).  Las nuevas tecnologías, la privatización y las fusiones internacionales aumentaron el rendimiento de la industria durante el decenio de 1990.  Desde 1998, el mercado interno ha absorbido plenamente la producción de acero de la Comunidad, por lo que ha de importarse acero de terceros países.  La mayor parte de los C-10 tienen una importante industria siderúrgica y, en conjunto, producen más de 40 millones de toneladas.  Durante el último decenio, el proceso de reestructuración de los C-10 ha dado por resultado el cierre de numerosas instalaciones poco rentables y una reducción de la mano de obra en el 65 por ciento, aproximadamente.  La privatización de las restantes empresas siderúrgicas estatales de esos países está casi finalizada.
  La protección aduanera otorgada al hierro y al acero es muy baja, y el promedio de los derechos arancelarios es del 0,2 por ciento, aunque varían desde cero (por ejemplo, respecto del acero) hasta el 7 por ciento.

86. El tratado de la Comunidad Europea del Carbón y del Acero (CECA) expiró el 23 de julio de 2002, a los 50 años de su entrada en vigor.
  El Consejo de Ámsterdam de los días 16 y 17 de junio de 1997 pidió a la Comisión que tomase medidas para transferir al presupuesto global de las CE el activo y el pasivo netos de la CECA (1.600 millones de euros), resultantes del gravamen aplicado a los productos CECA, y financiar actividades de investigación en los dos subsectores:  el 72,8 por ciento de los intereses anuales del activo neto de la CECA se dedica a investigaciones sobre el acero, y el 27,2 por ciento a investigaciones sobre el carbón.

87. Tras la expiración del tratado de la CECA, las CE decidieron crear un nuevo marco de ayuda al carbón, que estará en vigor hasta 2010.  En virtud de ese marco, la Comisión podrá aprobar ayudas para la reducción de la actividad, con sujeción a ciertas condiciones.
  La ayuda estatal total a la producción de carbón descendió de 5.600 millones de euros en 1995 a 3.300 millones en 2002.  En general, está prohibida la ayuda para operaciones de rescate y reestructuración de la industria siderúrgica
;  sin embargo, en 2003, la Comisión autorizó ayudas para fines ambientales y de investigación y desarrollo.

6) Servicios

i) Visión general

88. En 2002, los servicios representaron el 71 por ciento del PIB real de las CE-15 y dieron empleo al 68 por ciento de su población activa;  el tamaño del sector varía considerablemente entre los distintos Estados miembros.
  En los C-10, los servicios representan el 66,7 por ciento del PIB real y el 54 por ciento del empleo total.  Las CE-15 son el principal exportador e importador mundial de servicios comerciales (capítulo I 3) ii)).  Casi el 90 por ciento de las PYME de las CE-15 pertenecen al sector de los servicios.  El problema del débil crecimiento de la productividad en la Comunidad es particularmente acusado en los servicios
, cuyas tasas en el sector privado descendieron del 1,9 por ciento durante el período 1991-1995 al 1,4 por ciento durante el período 1996-2000.  Esa reducción puede deberse al insuficiente uso de tecnologías de la información y las comunicaciones, particularmente en subsectores tales como los del comercio al por menor y al por mayor y servicios financieros.  Durante los mismos períodos, las tasas de crecimiento de la productividad aumentaron del 4,8 al 6,8 por ciento en los servicios de producción de esas tecnologías (por ejemplo, en los servicios de telecomunicaciones).

89. Asimismo, los servicios han ido a la zaga de otros sectores en la creación de un mercado único, y representan sólo el 20 por ciento del comercio transfronterizo de las CE-15, principalmente a causa de la disparidad de reglamentaciones vigentes en los distintos Estados miembros y de los engorrosos trámites administrativos que han de llevar a cabo las empresas comunitarias que desempeñan su actividad fuera de sus países de origen.
  Como resultado, el 13 de enero 2004, la Comisión presentó una propuesta de Directiva en que se establece un marco para la creación de un verdadero mercado interno de servicios para 2010.
  La Comisión considera que esa propuesta es, tal vez, el principal objetivo a medio y largo plazo de las reformas;  en particular, el subsector de los servicios financieros tiene importancia decisiva, ya que impulsará la competitividad general de la economía.

90. Desde el último examen de la UE, algunos de los principales cambios del sector han sido los relativos a los progresos del Plan de Acción para los Servicios Financieros (PASF);  la reforma del marco normativo aplicable a las telecomunicaciones;  y la evolución del plan de acción para los transportes, es decir, la presentación de la legislación sobre la integración de los mercados ferroviarios y el establecimiento de la Agencia Europea de Seguridad Marítima en junio de 2002 y de la Agencia Europea de Seguridad Aérea en julio de 2003.  Sin embargo, otros muchos servicios no están sujetos a una política general de mercado interno;  entre ellos, cabe citar los de turismo, distribución, construcción, ingeniería y consultoría, certificación y ensayos, así como los prestados por agencias de empleo.

91. En el marco del Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios (AGCS), las CE consignaron compromisos en casi todas las grandes categorías de servicios, y ratificaron los Protocolos Cuarto y Quinto del AGCS, sobre telecomunicaciones básicas y servicios financieros.  Como resultado de los compromisos asumidos por las CE en virtud del Cuarto Protocolo, el marco normativo aplicable a los nacionales de las CE-15 se hizo extensivo a todos los agentes extranjeros, con pequeñas limitaciones en materia de acceso a los mercados y trato nacional.
  Los compromisos formulados por las CE en el marco del Quinto Protocolo amplían el principio del pasaporte único a los proveedores de terceros países, con sujeción a diversas limitaciones, en su mayoría específicas por Estados miembros, al acceso a los mercados y, en unos pocos casos, al trato nacional.
  Las CE mantienen exenciones del trato NMF con arreglo al artículo II del AGCS.  En abril de 2003, las CE‑15 notificaron a la OMC su intención de sustituir las vigentes listas del AGCS y las listas sobre exenciones del trato NMF de las CE-12, las CE-15 y, en su caso, Austria, Finlandia y Suecia por listas refundidas.  La lista refundida de compromisos y la lista de exenciones al trato NMF entrarán en vigor cuando finalicen las negociaciones en curso con arreglo al artículo XXI (Modificación de las Listas) del AGCS.  Las CE-15 han presentado su oferta condicional inicial en las actuales negociaciones sobre servicios.

ii) Servicios financieros

a)
Visión general

92. En los servicios financieros de las CE-15 predominan los bancos (con un volumen de préstamos equivalente al 109,6 por ciento del PIB en 2001), seguidos por las compañías de seguros y las sociedades de operaciones con valores.  Las instituciones financieras están cada vez menos especializadas, y los bancos prestan determinados servicios de seguros, y viceversa.  Sin embargo, el precio de ciertos servicios depende de la forma en que se presten:  según las estimaciones, una reducción del 10 por ciento de la financiación bancaria a favor de la financiación del mercado de capitales reduciría los costos de financiación en una cantidad equivalente al 0,3 por ciento del PIB de las CE.

93. El PASF, puesto en marcha en 1999 y cuya aplicación plena estará ultimada para 2005, tiene la finalidad de asegurar un mercado único para los servicios financieros al por mayor y de aplicar normas cautelares y procedimientos de inspección actualizados, así como abrir mercados al por menor y asegurar su funcionamiento.  El Plan representa un considerable impulso para integrar los diferentes mercados y reglamentaciones financieros y hacer posible que todas las instituciones financieras ejerzan su actividad a nivel de las CE.
  El PASF es un elemento fundamental de la estrategia de la Comunidad para promover el crecimiento económico, ya que los mercados financieros más integrados pueden reducir los costos comerciales y, en consecuencia, favorecer el crecimiento del PIB y el empleo.

94. En abril de 2004 se habían adoptado 36 de las 42 medidas legislativas originales que completarán el PASF.  Desde el último Examen de las Políticas Comerciales de las CE, se han adoptado algunas de las medidas más importantes:  la Directiva sobre contratos a distancia de servicios financieros, destinada a establecer un marco jurídico armonizado y adecuado para los contratos negociados a distancia (por ejemplo, por teléfono o fax, o a través de Internet) y, al mismo tiempo, proteger a los consumidores
;  la Directiva sobre abuso del mercado de valores, cuya finalidad es hacer frente al fraude transfronterizo y a la manipulación del mercado
;  la Directiva sobre fondos de pensiones, que concede a los gestores más libertad para realizar inversiones a nivel paneuropeo, por ejemplo, mediante el reconocimiento mutuo de los regímenes de inspección de los Estados miembros
;  la Directiva sobre los folletos, que introduce un nuevo "pasaporte único para los emisores" y pone los valores a disposición de todos los inversores de las CE (una vez aprobado por la autoridad competente en un Estado miembro, un folleto ha de ser aceptado en cualquier otra parte de las CE)
;  y un Reglamento por el que se adoptan la mayor parte de las vigentes Normas Internacionales de Contabilidad (NIC), incluidas las interpretaciones conexas, para promover la aplicación homogénea de las NIC en las CE por las sociedades que cotizan en bolsa a partir de 2005.

95. El 16 de marzo de 2004, la Comisión presentó una propuesta para que las medidas originales del PASF se acompañasen de una auditoría legal en las CE.  Esa propuesta es importante para evitar escándalos futuros, tales como el de Parmalat en Italia.  Los auditores de grupos deberán responsabilizarse plenamente de la auditoría de las cuentas consolidadas de todo el grupo de empresas;  la propuesta reforzará la función supervisora de los auditores y permitirá prever la utilización de las normas de auditoría internacionales.

96. Además, el 6 de noviembre de 2003, la Comisión puso en marcha un conjunto de siete medidas destinadas a mejorar la reglamentación y supervisión de la banca, los seguros y los fondos de inversión, mediante la ampliación del marco ya utilizado en el subsector de los valores desde 2002 a través del Comité Europeo de Valores Mobiliarios (CEVM).
  El conjunto de medidas permitirá reestructurar la organización de los servicios financieros mediante el establecimiento de cuatro nuevos comités.  Dos de ellos, el Comité Bancario Europeo (CBE) y el Comité Europeo de Seguros y Pensiones de Jubilación (CESPJ), sustituirán a los actuales Comité Consultivo Bancario (CCB) y Comité de los Seguros, respectivamente, y ayudarán a la Comisión a adoptar medidas de aplicación de las Directivas del Consejo.  Los otros dos son el Comité Europeo de Supervisores Bancarios (CESB) y el Comité Europeo de Supervisores de Seguros y Pensiones de Jubilación (CESPJ), en funciones desde el 1º de enero de 2004 y el 24 de noviembre de 2003, respectivamente, que se encargarán de unificar las funciones de supervisión nacionales.  Por otra parte, la responsabilidad de supervisar la aplicación de la legislación comunitaria sobre organismos de inversión colectiva en valores mobiliarios (OICVM) se transferirá del Comité de Contacto OICVM al actual CEVM, y la necesaria coordinación de las prácticas de supervisión en los OICVM se incorporarán a los programas del Comité de Responsables Europeos de Reglamentación de Valores (CERV).

97. En la reunión del Consejo Europeo de Bruselas de los días 21 y 22 de marzo de 2003, los Jefes de Estado y de Gobierno instaron al Parlamento Europeo a que asegurara la adopción de dos propuestas particularmente importantes antes de la suspensión de sus reuniones por causas electorales:  la Directiva sobre transparencia, destinada a aumentar la frecuencia y el contenido de los informes provisionales presentados por las sociedades cotizadas en bolsa para fomentar una asignación más racional y eficaz de los recursos;  y la nueva directiva relativa a los servicios de inversión, que constituye, para las CE, el núcleo de la normativa sobre valores por la que se rigen los principales tipos de servicios de inversión y las actividades cambiarias.  Otras propuestas pendientes relacionadas con el PASF son las siguientes:  un marco revisado sobre capitales que permita a los bancos y las sociedades de inversión, para 2006-2007, basar más sus requisitos de supervisión de capitales en sus modelos internos de riesgo;  la Directiva relativa a las fusiones transfronterizas de las sociedades de capitales (presentada en noviembre de 2003);  y la Directiva del derecho de sociedades referente al traslado transfronterizo de sedes (propuesta prevista para septiembre de 2004).  Complementarios de las medidas originales del PASF y de las propuestas pendientes son el proyecto denominado Solvencia II sobre seguros para la creación de un sistema coherente de solvencia de los seguros basado en el riesgo, compatible con los avances internacionales en materia de supervisión y presentación de informes financieros;  una directiva sobre supervisión de reaseguros para armonizar los métodos de supervisión de los reaseguros en las CE y suprimir algunos obstáculos al comercio que subsisten en relación con las actividades de reaseguros transfronterizos;  y una tercera directiva sobre blanqueo de dinero destinada a intensificar la lucha contra el blanqueo de dinero y la financiación del terrorismo.

98. Asimismo, la Comisión adoptó, en mayo de 2003, un nuevo plan de acción sobre el derecho de sociedades y la buena gestión empresarial, cuyo objetivo es restablecer la confianza pública en los mercados financieros internacionales tras los escándalos causados en esos mercados por los comportamientos empresariales abusivos, la falta de transparencia, la manipulación de la contabilidad y el fraude.  Algunas de esas iniciativas son una ampliación del PASF original.

b)
Sector bancario

99. De acuerdo con los datos disponibles más recientes, el número de instituciones crediticias de las CE-15 descendió, entre 1999 y 2000, de 8.330 a 7.620, principalmente como resultado de procesos de concentración;  el número de personas empleadas en el sector bancario se mantuvo relativamente estable en torno a 2,7 millones.  Alemania y Francia poseen aproximadamente la mitad del número total de bancos de las CE-15, pero esa proporción se está reduciendo debido a la disminución del número de empresas cooperativas.  En términos de densidad, España posee el mayor número de unidades locales por millón de habitantes (997), y Suecia, el número más bajo (232).  El balance general de las instituciones de crédito de las CE-15 aumentó en el 13,1 por ciento de 1999 a 2000, hasta alcanzar 23,293 billones de euros, es decir, el 277 por ciento del PIB de las CE-15;  ese balance varía del 124 por ciento del PIB en Grecia a más del 3.000 por ciento en Luxemburgo.  En 2000, el rendimiento del capital propio (indicador de la rentabilidad del capital invertido) de los bancos de las CE-15 ascendió al 10,9 por ciento, en comparación con el 9,5 por ciento en 1999.

100. La reglamentación del sistema bancario de las CE se basa en el principio del pasaporte único europeo y la supervisión cautelar de los bancos de acuerdo con el principio de control del país de origen.
  Los bancos extranjeros pueden efectuar operaciones en las CE mediante el establecimiento de sucursales o a través de fusiones bancarias transfronterizas (participación accionaria en filiales).  Los Estados miembros no deben aplicar disposiciones comunitarias más favorables a las sucursales de bancos extranjeros que las aplicadas a las sucursales de instituciones crediticias cuya oficina principal esté ubicada dentro de las CE.  Sin embargo, la Comunidad puede convenir en aplicar idénticas disposiciones a sucursales que tengan su oficina principal dentro o fuera de las CE cuando el país en que esté ubicada la oficina principal de la sucursal del banco extranjero observe el principio de reciprocidad.
  Además, los bancos están sujetos a las normas comunitarias sobre competencia y ayudas estatales (capítulo III 4) ii)).

101. En diciembre de 2001, las CE-15 adoptaron el reglamento sobre los pagos transfronterizos en euros con miras al establecimiento de una zona de pagos única.  El reglamento establece el principio de no discriminación en las comisiones bancarias por pagos nacionales y transfronterizos en euros, aplicable a partir del 1º de julio de 2002 a los pagos con tarjeta y las retiradas de dinero en cajeros automáticos, y a partir del 1º de julio de 2003 a los cheques y transferencias de créditos.  De conformidad con el reglamento, deberán aplicarse las mismas comisiones a los pagos nacionales y transfronterizos en euros por valor no superior a 12.500 euros en toda la Comunidad, con independencia de la distancia.

c)
Seguros

102. Según los datos disponibles más recientes, el subsector de los seguros ha continuado su proceso de integración.  En 2001 existían 4.608 sociedades de seguros en las CE-15 (cifra inferior en el 2,1 por ciento a la existente en 2000) que prestaban los servicios siguientes:  seguros distintos de los de vida (56,3 por ciento), seguros de vida (25 por ciento), reaseguros especializados (13 por ciento) y seguros mixtos (5,7 por ciento).  El Reino Unido tiene el mayor número de empresas de seguros (808), seguido de Alemania (694) y Francia (504).  Las inversiones totales de las compañías de seguros aumentaron de 4,595 billones de euros en 2000 a 4,67 billones de euros en 2001.  En 2001, esas compañías suscribieron primas brutas (con exclusión de los reaseguros) por valor de 764.000 millones de euros, en comparación con 759.000 millones de euros en 2000, lo que hizo de las CE-15 el tercer mercado mundial de seguros, por detrás de los Estados Unidos y el Japón.  En 2001, los seguros de vida representaron el 63 por ciento del total de primas brutas directas;  el crecimiento descendió ligeramente ese año, por primera vez desde 1994.  El promedio del gasto por habitante en seguros de vida alcanza su nivel máximo en el Reino Unido y Finlandia, y el mínimo en Grecia y Austria;  el gasto medio es más homogéneo en el ámbito de los seguros distintos de los de vida.

103. Las compañías de seguros se han beneficiado también del pasaporte único desde 1994.  La Comunidad tiene dos objetivos en el subsector:  proporcionar a todos los ciudadanos de las CE acceso a la mayor diversidad posible de modalidades de seguros ofrecidas en la Comunidad y, al mismo tiempo, garantizarles la protección legal y financiera necesaria;  y lograr que una compañía de seguros autorizada para desempeñar su actividad en cualquiera de los Estados miembros pueda también ejercer su derecho a establecerse y suministrar servicios en toda la Comunidad.  Para alcanzar tales objetivos, la Comunidad se ha ocupado de los seguros de vida y los seguros distintos de los de vida por separado, a fin de tener en cuenta sus características específicas.  Además, la Comunidad tiene legislación independiente sobre determinadas materias:  seguros de responsabilidad de vehículos automóviles, cuentas anuales y cuentas consolidadas de compañías de seguros, seguros de asistencia jurídica y seguros de crédito y caución.

104. Desde el último Examen de las Políticas Comerciales de las CE, han tenido lugar tres importantes acontecimientos legislativos en el subsector.  El 5 de noviembre de 2002, una Directiva sobre el seguro de vida sustituyó a todas las directivas sobre seguros de vida adoptadas desde 1979, refundiéndolas en un único texto.
  La directiva contiene disposiciones relativas a los requisitos de supervisión y margen de solvencia, y a la libertad para suministrar servicios de seguros de vida en todo el ámbito de las CE.
  El 5 de marzo de 2002 se adoptó una Directiva sobre los requisitos del margen de solvencia de las empresas de seguros distintos del seguro de vida, en virtud de la cual se incrementaron los requisitos de solvencia exigidos en determinadas ramas de actividad, como por ejemplo lo seguros marítimos, de aviación y de responsabilidad civil general.
  El 27 de noviembre de 2003, el Consejo de Ministros encargados de los temas relacionados con la competencia aprobaron la Quinta Directiva sobre el seguro de vehículos automóviles.
  Su finalidad es facilitar a los conductores la obtención de seguros y las declaraciones de siniestros, especialmente cuando compren o utilicen vehículos dentro de la Comunidad, pero fuera de su lugar de residencia permanente (un país de las CE), y aumentar la protección de las víctimas.

d)
Valores

105. En 2003, las bolsas de valores de cinco Estados miembros -Londres, Euronext París, Deutsche Borse, Italia y Euronext Ámsterdam- figuraban entre las 10 más importantes del mundo en términos de capitalización en el mercado de sociedades nacionales, aunque cada una de ellas se hallaba muy por debajo de la Bolsa de Valores de Nueva York, líder mundial.
  Durante el período 2000-2002, los mercados de valores europeos experimentaron un acusado descenso de la capitalización bursátil como resultado de las revisiones a la baja del valor de las empresas de tecnología, medios de comunicación y telecomunicaciones y del lento crecimiento de la economía mundial.  Sin embargo, en 2003 mejoró la actitud del mercado, aunque subsiste, sin duda, un alto grado de incertidumbre respecto de la evolución futura de la economía.

106. Para el final de 2003, había de quedar constituido el mercado único de valores de las CE.
  Para cumplir ese objetivo se han modificado, desde el último examen de las CE, varios aspectos de las transacciones de valores, en particular mediante la adopción de una Directiva sobre abuso del mercado y otra Directiva sobre los folletos.  Se están estudiando otras medidas legislativas, por ejemplo, la revisión de la Directiva sobre los servicios de inversión de 1993 (véase la sección a) supra).  En virtud de esa directiva, las sociedades de inversión se han beneficiado del pasaporte único desde 1996.  Los mercados de valores, que proporcionan los servicios de cotización y compraventa en bolsa, son "mercados regulados" con arreglo a la Directiva relativa a los servicios de inversión, que también contiene disposiciones sobre acceso a distancia para operaciones de compensación y liquidación.  Sin embargo, la Comisión ha detectado varias deficiencias en ese régimen, y ha presentado una propuesta para actualizar la directiva y lograr un mejor funcionamiento del pasaporte único.  Con el fin de imponer normas de conducta profesional a las sociedades de inversión (con arreglo al artículo 11 de la Directiva), la propuesta aclara la distinción entre "inversores profesionales" (conscientes de los riesgos) y los demás inversores (más necesitados de protección).

107. Los fondos mutuos (conocidos como organismos de inversión colectiva en valores mobiliarios (OICVM)) están también sujetos al régimen del pasaporte único.  Desde 1986, los fondos mutuos autorizados por sus países de origen han podido ofrecer unidades para la venta en toda la UE.  La Comisión ha propuesto extender el régimen de licencias para abarcar organismos de inversiones colectivas distintos de los que invierten sólo en acciones y bonos transferibles (por ejemplo, depósitos, instrumentos del mercado monetario, y derivados), y aplicar el régimen de pasaporte único a las empresas que prestan servicios de gestión de fondos.

iii) Servicios de telecomunicaciones y postales

108. El mercado de servicios de telecomunicaciones de las CE-15 se valoró en 251.000 millones de euros en 2003 (en comparación con 242.000 millones en 2002), aproximadamente el mismo valor del mercado de los Estados Unidos.  En 2003, los ingresos del subsector aumentaron en torno al 4 por ciento, debido en particular a la telefonía móvil y al acceso a la banda ancha:  el promedio de penetración de los teléfonos móviles en las CE-15 fue del 81 por ciento (en comparación con el 75 por ciento en 2002).  Desde que se inició la liberalización del subsector en 1998
, las tarifas se han reducido, como promedio aproximado, en el 53 por ciento para las llamadas nacionales y en el 42 por ciento para las internacionales;  sin embargo, los precios siguen siendo más altos que en los Estados Unidos.  Por otra parte, el mercado adolece de cierta fragilidad tras el estallido de la burbuja de las "punto com", la desaceleración económica mundial y la inversión excesiva en recursos básicos, junto con los altos niveles de deuda resultantes de las estrategias de adquisiciones costosas y el costo de la transición a los sistemas móviles de tercera generación (es decir, tecnología móvil inalámbrica combinada con gran capacidad de transmisión de datos).
  Sin embargo, de acuerdo con la Comisión, el mercado comunitario de redes y servicios de comunicaciones electrónicas empezó a recuperarse en 2003, debido al incremento del número de abonados a teléfonos móviles y de los ingresos por usuario, así como al número creciente de conexiones de banda ancha.  Muchas empresas han logrado reducir sus niveles de deuda y, al mismo tiempo, obtener beneficios en el sector de la telefonía fija, debido a los ingresos generados por las conexiones de banda ancha.

109. En 2002, el mercado de los servicios de telecomunicaciones de los C-10 se valoró en un total de 19.300 millones de euros (aproximadamente el 8,2 por ciento del mercado de las CE-15), del que Polonia y Hungría representaban casi el 65 por ciento.  El 1º de enero de 2002 se liberalizó el mercado de las telecomunicaciones fijas en todos los C-10.  Sin embargo, en la mayor parte de esos países, el Estado sigue teniendo una participación de control en el suministro de servicios fijos;  la competencia va aumentando gradualmente.  Los precios de las llamadas fijas nacionales son relativamente bajos y comparables a las tarifas aplicadas en las CE-15, mientras que los precios de las llamadas internacionales varían mucho pero son, como promedio, más elevados que los vigentes en las CE-15.  La penetración de la telefonía móvil y de Internet en los C-10 está por debajo del promedio de las CE, con excepción de la República Checa y Eslovenia, cuyos niveles son similares a los existentes en las CE-15.
  En el cuadro IV.10 se muestran determinados indicadores de telecomunicaciones relativos a las CE-15 y a los C-10.

Cuadro IV.10

Indicadores seleccionados sobre telecomunicaciones, 2002

	
	Líneas telefónicas principales (miles)
	Líneas principales por 100 habitantes
	Abonados a teléfonos móviles (miles)
	Abonados a teléfonos móviles
por cada 100 habitantes
	Usuarios de Internet (miles)
	Ordenadores conectados a Internet por cada 10.000 habitantes
	Ordena-dores personales (miles)
	Ordenadores personales
por cada 100 habitantes

	Alemania
	53.720
	65,0
	60.043
	72,8
	35.000
	314,3
	35.600
	43,1

	Austria
	3.988
	48,9
	6.600
	80,9
	3.340
	451,0
	3.013
	36,9

	Bélgica
	5.132
	49,6
	8.135
	78,6
	3.400
	325,4
	2.500
	24,1

	Dinamarca
	3.739
	69,6
	4.478
	83,3
	2.500
	1.556,8
	3.100
	57,7

	España
	18.706
	45,9
	33.475
	83,5
	7.856
	145,0
	7.972
	19,6

	Finlandia
	2.850
	54,7
	4.400
	84,5
	2.650
	2.343,0
	2.300
	44,1

	Francia
	33.994
	57,0
	38.585
	64,7
	18.716
	232,9
	20.700
	34,7

	Grecia
	5.608
	52,9
	9.239
	83,9
	1.705
	146,0
	900
	8,2

	Irlanda
	1.975
	50,2
	2.969
	75,6
	1.065
	347,2
	1.654
	42,1

	Italia
	27.452
	48,6
	52.316
	92,7
	17.000
	119,1
	13.025
	23,0

	Luxemburgo
	347
	77,9
	473
	105,4
	165
	384,4
	265
	59,0

	Países Bajos
	10.000
	61,7
	12.100
	74,7
	8.590
	1.937
	7.557
	46,7

	Portugal
	4.361
	41,9
	8.529
	81,9
	3.700
	158,2
	1.394
	13,4

	Reino Unido
	35.145
	59,5
	49.921
	84,5
	24.000
	485,0
	23.972
	40,6

	Suecia
	6.579
	73,5
	7.949
	88,9
	5.125
	949,6
	5.556
	62,1

	CE-15
	20.240
	57,1
	19.947
	82,4
	8.988
	659,7
	8.634
	37,0

	Chipre
	427
	61,1
	418
	59,7
	210
	38,5
	193
	27,6

	Eslovenia
	811,0
	40,7
	1.667
	83,6
	800
	179,3
	600
	30,0

	Estonia
	475
	35,0
	881
	65,0
	560
	467,6
	285
	21,0

	Hungría
	3.666
	36,1
	6.562
	64,7
	1.600
	191,6
	1.100
	10,8

	Letonia
	701
	30,1
	917
	39,4
	310
	152,4
	400
	17,2

	Lituania
	936
	27,0
	1.632
	47,1
	500
	157,8
	380
	11,0

	Malta
	207
	52,3
	277
	69,9
	99
	185,7
	101
	25,5

	Polonia
	11.400
	29,5
	14.000
	36,3
	3.800
	170,3
	4.079
	10,6

	Rep. Checa
	3.675
	36,2
	8.610
	84,9
	2.500
	223,2
	1.800
	17,7

	Rep. Eslovaca
	1.403
	26,0
	2.923
	54,4
	862,8
	159,9
	970
	18,0

	Los C-10
	2.370
	37,4
	3.789
	60,5
	1.124
	192,6
	991
	18,9


Fuente:
UIT (2003), Indicadores de Telecomunicaciones, Ginebra.

110. El plazo para aplicar los principales elementos del nuevo marco normativo de las CE-15 en materia de telecomunicaciones venció el 25 de julio de 2003.
  Sin embargo, en febrero de 2004, sólo nueve Estados miembros habían tomado medidas para incorporar el nuevo marco normativo a la legislación nacional.
  El nuevo marco tiene, entre otros, los objetivos de establecer un régimen armonizado en los distintos Estados miembros, promover mercados más competitivos y una reglamentación que afecte a todas las tecnologías por igual, y proteger los intereses básicos de los consumidores.  El marco consta de cinco directivas
:  i) una directiva marco en la que se establecen los principios, objetivos y procedimientos básicos;  ii) una directiva sobre autorización en la que se presenta un sistema de autorización general para todos los tipos de servicios y redes de comunicaciones electrónicas (por ejemplo, servicios de redes fijas y móviles, de transmisión de datos y telefonía vocal, o de radiodifusión), en lugar de licencias individuales o por categorías, a fin de facilitar el acceso al mercado y reducir las cargas administrativas impuestas a los operadores;  iii) una Directiva sobre acceso e interconexión, en la que se establecen los procedimientos y principios para imponer obligaciones que favorezcan la competencia (en el acceso a las redes y su interconexión) a los operadores con peso significativo en el mercado (PSM)
;  iv) una Directiva sobre servicio universal en la que se exige un nivel mínimo de disponibilidad y asequibilidad de los servicios básicos de comunicaciones electrónicas y se garantiza un conjunto de derechos esenciales de los usuarios y consumidores de esos servicios;  y v) una Directiva sobre protección de la vida privada y comunicaciones electrónicas en que se establecen las normas para la protección de la vida privada y los datos personales procesados en relación con las comunicaciones a través de redes públicas.

111. Otros instrumentos legislativos del nuevo régimen son los siguientes:  la Decisión sobre el espectro radioeléctrico
, que establece los principios y procedimientos para el desarrollo y la aplicación de una política interna y externa de las CE en materia de espectros radioeléctricos (la directiva no requiere la incorporación legislativa por los Estados miembros);  la Directiva de la Comisión sobre competencia, que refunde las medidas legales que han liberalizado el subsector de las telecomunicaciones a lo largo de los años;  las Directrices de la Comisión sobre análisis del mercado y evaluación del peso significativo en el mercado (PSM), que establecen métodos y principios comunes para las autoridades nacionales de reglamentación (ANR) encargadas de esas tareas;  y la Recomendación de la Comisión relativa a los mercados pertinentes, que establece la lista de los 18 mercados pertinentes de comunicaciones electrónicas que habrán de examinarse.  En virtud del nuevo marco, las ANR han de llevar a cabo el correspondiente análisis de esos mercados (de conformidad con los principios de la legislación sobre competencia) antes de imponer obligaciones reglamentarias a las empresas con peso significativo en el mercado.  Se prevé que las ANR centren su análisis en esos 18 mercados.

112. Cuatro instituciones se encargan de la gestión, aplicación y desarrollo ulterior del nuevo marco normativo:  i) el Comité de Comunicaciones, en el que la Comisión desempeña las funciones de presidencia y secretaría y cuyos miembros proceden de los ministerios y autoridades de reglamentación nacionales, que ejerce funciones de asesoramiento sobre las cuestiones relativas a la aplicación resultantes de las cinco directivas;  ii) el Comité del Espectro Radioeléctrico, en el que la Comisión desempeña las funciones de presidencia y secretaría y cuyos miembros proceden de los ministerios y autoridades de reglamentación nacionales, que se encarga de las medidas de aplicación técnicas destinadas a armonizar la asignación de frecuencias y desarrollar los objetivos de la política exterior común sobre el espectro radioeléctrico;  iii) el Grupo de Reguladores Europeos, cuyo Presidente es un miembro elegido por los propios miembros (directores de las ANR independientes) y en el que la Comisión desempeña las funciones de secretaría, que contribuye a la aplicación coherente del nuevo marco en todos los Estados miembros;  y iv) el Grupo de Política del Espectro Radioeléctrico, cuyo presidente es un miembro elegido por los propios miembros (expertos gubernamentales de alto nivel de los Estados miembros y representantes de alto nivel de la Comisión), que constituye una plataforma para que todos los participantes coordinen la utilización del espectro radioeléctrico.

113. La autorización general introducida por el nuevo régimen ha de garantizar, como mínimo, los siguientes derechos básicos:  el derecho a suministrar redes y servicios de comunicación electrónica, tanto públicos como privados;  el derecho a solicitar licencia para instalar servicios públicos y a que la ANR competente examine tales solicitudes de forma objetiva y no discriminatoria;  el derecho a negociar el acceso y la interconexión con otros proveedores y obtener apoyo de la ANR cuando fracasen las negociaciones con operadores con peso significativo en el mercado (ese derecho se concede únicamente a los proveedores de servicios y redes públicos);  y el derecho a ser tenido en cuenta para la designación como proveedor de servicios universales o a proporcionar elementos del servicio universal (ese derecho se otorga únicamente a los proveedores de servicios y redes públicos).  A cambio de esos derechos, los Estados miembros pueden imponer hasta 18 categorías de condiciones aplicables a todos los tipos de proveedores de redes o servicios o a algunos de ellos.
  Pueden imponerse algunas condiciones más en relación con la concesión de derechos o la utilización de frecuencias y números.  Asimismo, puede exigirse que las empresas con peso significativo en el mercado ofrezcan tarifas de interconexión basadas en los costos, publiquen ofertas de referencia, desglosen los derechos de interconexión y mantengan contabilidades separadas para sus actividades de interconexión y de otro tipo.
  Las ANR están facultadas para intervenir en caso necesario, incluso en la solución de diferencias.

114. El ámbito de las obligaciones relativas al servicio universal y las disposiciones para su financiación se mantienen en el nuevo marco reglamentario, con sujeción a un examen periódico.  El requisito básico seguirá siendo la conexión a una red de teléfonos pública en un lugar fijo y a un precio costeable, así como la prestación de servicios de directorio telefónico y teléfonos públicos.  La financiación del servicio universal seguirá estando a cargo principalmente de los operadores de redes designados, aunque hay una disposición sobre apoyo al servicio con cargo a fondos de los contribuyentes o a un gravamen aplicado a otros participantes en el mercado.  Otro aspecto del nuevo marco es la introducción de la portabilidad del número para los suscriptores de teléfonos móviles a fin de asegurar que el cambio entre proveedores de servicios sea menos costoso, tal como se exige de los operadores de redes alámbricas con peso significativo en el mercado, que también deben ofrecer selección y preselección de proveedor.

115. Al establecer un marco normativo común ha sido necesario equilibrar las prerrogativas de las ANR respecto de las necesidades del mercado único y las prerrogativas de la Comisión Europea en el mantenimiento de ese mercado único.  El nuevo régimen preserva, en general, la capacidad de las ANR para actuar unilateralmente, aunque están obligadas a informar a la Comisión y a las demás ANR.  La Comisión conserva la facultad de exigir que se retire una definición de mercado o una designación de peso significativo en el mercado cuando constituyan un obstáculo al mercado único de las CE o sean incompatibles con los objetivos de política comunitarios.
  La independencia total de las autoridades nacionales de reglamentación, con respecto tanto a los proveedores como a los gobiernos, se ha reforzado en la nueva Directiva marco.  En particular "los Estados miembros que mantengan la propiedad o el control de empresas suministradoras de redes o servicios de comunicaciones electrónicas velarán por que exista una separación estructural efectiva entre la función de regulación y las actividades relacionadas con la propiedad o el control".  Esto es importante debido a que, aunque la privatización ha avanzado en el último decenio, la participación del Estado sigue siendo superior al 50 por ciento en Alemania, Austria, Bélgica, Finlandia, Francia y Grecia, y continúa siendo relativamente pequeña pero simbólicamente importante en España, Irlanda, Italia y Portugal;  los únicos países en que no existe son Dinamarca y el Reino Unido.
116. El 10 de junio de 2002, las CE adoptaron una Directiva sobre servicios postales.
  La política comunitaria en materia de servicios postales tiene la finalidad de mejorar la calidad del servicio, mantener el servicio postal universal para los ciudadanos de las CE y lograr el pleno desarrollo del mercado interior de servicios postales.  En consecuencia, los principales cambios introducidos por la nueva directiva son los siguientes:  la posibilidad de conseguir la plena realización del mercado interior en 2009
;  la mayor apertura del mercado, incluida la reducción progresiva del sector reservado para el 1º de enero de 2003 y el 1º de enero de 2006
, y la liberalización del correo transfronterizo de salida, excepto en el caso de Estados miembros en circunstancias excepcionales;  la prohibición de la financiación cruzada de servicios universales (fuera del sector reservado) con ingresos generados por servicios del sector reservado, excepto en la medida en que resulte absolutamente indispensable para el cumplimiento de las obligaciones específicas de servicio universal;  y la aplicación de los principios de transparencia y no discriminación cuando los proveedores del servicio universal apliquen tarifas especiales.

iv) Transporte

a)
Visión general

117. El transporte representa el 7 por ciento del PIB y del empleo total, y, aproximadamente, el 40 por ciento de las inversiones de los Estados miembros y el 30 por ciento del consumo energético de las CE-15.  La demanda de transportes, en particular para el tráfico intracomunitario, ha aumentado de forma más o menos constante durante los dos últimos decenios a un ritmo anual del 2,3 por ciento, en el caso de las mercancías, y del 3,1 por ciento, en el caso de los pasajeros.  Sin embargo, el crecimiento es desigual en los diferentes modos de transporte de las CE-15.  El transporte por carretera representa el 44 por ciento del mercado del transporte de mercancías, seguido de las rutas cortas de navegación marítima con el 41 por ciento, el ferrocarril con el 8 por ciento, y las vías navegables interiores con el 4 por ciento;  en cuanto al mercado del transporte de pasajeros, la carretera representa el 79 por ciento, el ferrocarril el 6 por ciento, y el transporte aéreo el 5 por ciento.  Entre los problemas a que se enfrenta el subsector figuran la congestión en las principales rutas por carretera y ferrocarril, en las ciudades y en determinados aeropuertos
;  los problemas de medio ambiente y salud pública
;  la escasa seguridad vial;  y, en general, las dificultades en la aplicación de la política común de transporte prevista en el Tratado de Roma, incluido el desarrollo de la red transeuropea de transporte.
  El desarrollo económico continuado, combinado con la ampliación, podría exacerbar esos problemas.

118. En el pasado, el transporte en los C-10 se caracterizó por la intervención generalizada del Estado a través de las subvenciones y del suministro de servicios de transporte público, la obsolescencia de la infraestructura, la utilización poco eficaz de la capacidad de carga, y las limitaciones de la movilidad privada.  Las reformas económicas del decenio de 1990 dieron lugar a un gran incremento de la propiedad privada de vehículos automóviles, acompañado del descenso del transporte público.  Al mismo tiempo, el transporte de cargas fue objeto de un significativo proceso de reestructuración en virtud del cual los camiones cobraron más importancia que el ferrocarril.  Aparte de la necesidad de desarrollar y modernizar las redes de transporte en los C-10 (tras la adhesión, los C-10 forman parte de la red transeuropea de transporte ampliada), las materias que aún requieren alguna atención para su armonización con el acervo respecto del transporte son, entre otras, las siguientes:  organización de las infraestructuras, tecnología, legislación sobre seguridad y medio ambiente, acceso a los mercados, temas fiscales, legislación social y capacidad de las flotas.

119. En el Libro Blanco, publicado en septiembre de 2001
, se propone un Plan de Acción destinado a introducir mejoras sustanciales en el subsector mediante el desarrollo de un sistema de transportes moderno y sostenible para 2010.  Asimismo, se enuncian unas 60 medidas para lograr que el transporte en general sea eficaz, de alta calidad y seguro;  y, al mismo tiempo, modificar el equilibrio entre los modos de transporte mediante la revitalización de los ferrocarriles, la promoción del transporte por mar y por vías navegables interiores, el control del crecimiento del transporte aéreo y el desarrollo de la intermodalidad mediante la combinación del transporte por carretera-ferrocarril, por mar-ferrocarril o por ferrocarril-vía aérea.

120. Los programas Marco Polo y Galileo son dos de las medidas más destacadas resultantes del Libro Blanco.  Algunos de los principales objetivos del programa Marco Polo, adoptado el 22 de julio de 2003, son la reducción de la congestión de las carreteras, la mejora del comportamiento ecológico del sistema de transporte de cargas, y la potenciación de la intermodalidad.  Para lograr esos objetivos, Marco Polo favorece la adopción de medidas en todos los segmentos del transporte de cargas, logística y otros mercados pertinentes.  Su período de aplicación se extiende desde 2003 hasta 2010, y su presupuesto para las CE-15 durante el período 2003-2006 es de 75 millones de euros;  cada uno de los países de la adhesión contribuirá a ese presupuesto.
  Galileo es una iniciativa conjunta de las CE (representadas por la Comisión) y la Agencia Espacial Europea (AEE).
  El programa, que funcionará plenamente a partir de 2008, es el primer sistema mundial de navegación por satélite destinado, entre otros fines, a resolver problemas de movilidad de transporte mediante la prestación de servicios de determinación de posición.

121. Todos los modos de transporte están liberalizados en la Comunidad desde 1993.
  Sin embargo, se mantienen algunas restricciones;  por ejemplo, no existe aún cabotaje en el transporte de cargas por ferrocarril, ni apertura del mercado del transporte de pasajeros por ferrocarril.  La liberalización del cabotaje en los demás modos de transporte de las CE-15 se produjo por etapas:  el 1º de enero de 1993, para el transporte por vías navegables interiores;  el 1º de abril de 1997, para el transporte aéreo;  el 1º de julio de 1998, para el transporte por carretera;  y el 1º de enero de 1999, para el transporte marítimo.

122. El Fondo Europeo de Desarrollo Regional (FEDER) y el Fondo de Cohesión contribuyen a la financiación de la infraestructura de transporte de la Comunidad, en particular en las regiones del objetivo 1.  Por otra parte, la mitad de los recursos del Fondo de Cohesión se asignan a la infraestructura de transportes, en particular a la red transeuropea de transporte.  El Banco Europeo de Inversiones (BEI), cuya actividad se orienta hacia el desarrollo regional, financia también la infraestructura de transportes.

b)
Transporte por carretera

123. El transporte por carretera es el modo de transporte de mercancías y pasajeros predominante en la Comunidad, y se estima que el transporte de cargas se habrá incrementado en un 50 por ciento para 2010.
  En 2001, las CE-15 tenían 52.748 km de autopistas (en comparación con 51.559 km en 2000), de los que casi el 60 por ciento correspondían a Alemania, Francia y España;  los C-10 tenían cerca de 3.000 km de autopistas.  En 2000, el número de vehículos automóviles de pasajeros de las CE-15 se elevaba a 177,4 millones, es decir, 469 vehículos por 1.000 habitantes, como promedio;  mientras que en los C-10 había 20,6 millones de vehículos automóviles, lo que corresponde a 323 vehículos por 1.000 habitantes (Malta ocupaba el primer lugar con 483).

124. Para seguir mejorando el funcionamiento del transporte por carretera, la Comisión formuló, en 2003, propuestas relativas, entre otras cuestiones, a la formación inicial y periódica de los conductores profesionales;  la armonización de las normas sobre prohibiciones nacionales de conducción de camiones;  y la imposición de gravámenes a los vehículos pesados en la utilización de determinadas infraestructuras.  Además, se introdujeron normas sobre los horarios laborales de los conductores profesionales, así como un certificado de conductor que permite verificar la legalidad de la situación laboral de ese personal.

c)
Transporte por ferrocarril

125. La proporción de mercancías transportadas por ferrocarril en la Comunidad ha descendido de modo constante a lo largo de los años, del 21 por ciento en 1970 al 8 por ciento, aproximadamente, en la actualidad, en comparación con el 40 por ciento en los Estados Unidos.
  El tráfico de pasajeros por ferrocarril es de unos 300.000 millones de pasajeros por km (en comparación con 217.000 millones de pasajeros por km en 1970).
  Los nuevos servicios de trenes de alta velocidad han dado lugar a un significativo aumento del transporte de pasajeros a larga distancia.  La longitud total de las líneas ferroviarias en las CE-15 se redujo de 159.784 km en 1998 a 156.353 km en 2000;  mientras que, en los C-10, la cifra se ha mantenido relativamente estable en torno a 50.000 km, de los que casi la mitad corresponden a Polonia.
  El transporte por ferrocarril es fundamental para lograr un sistema equilibrado de transporte intermodal en la Comunidad.

126. La Comisión ha identificado varias deficiencias estructurales en el transporte ferroviario, tales como:  la falta de integración de los mercados de las CE en lo que respecta a los servicios de transporte por ferrocarril, debido a los obstáculos normativos, operacionales y técnicos existentes a nivel nacional;  la falta de la conveniente separación entre los gestores de la infraestructura ferroviaria y las empresas de explotación de los servicios de transporte por ferrocarril;  y la insuficiente calidad de los servicios de transporte por ferrocarril debido a la falta de competencia.
  Para revitalizar el sistema ferroviario y fomentar el desplazamiento del transporte de mercancías de la carretera al ferrocarril, el Consejo y el Parlamento Europeo adoptaron, a comienzos de 2001, un conjunto de medidas sobre infraestructuras de ferrocarriles
, que debería haberse incorporado a la legislación nacional en toda la Comunidad el 15 de marzo de 2003.  Sin embargo, en marzo de 2004, sólo Francia, Bélgica, Finlandia, Portugal, España y Dinamarca lo habían integrado plenamente en sus legislaciones nacionales.
  En ese conjunto de disposiciones se exige a los Estados miembros, entre otras cosas, que garanticen los derechos de acceso a la Red Transeuropea de transporte de mercancías por ferrocarril en el contexto de servicios internacionales
;  fijen tarifas para la utilización de las infraestructuras con arreglo a principios comunes;  establezcan normas y procedimientos transparentes y equitativos para la asignación de las rutas de los trenes;  y creen un órgano de reglamentación independiente en cada país para asegurar condiciones de acceso equitativas y no discriminatorias a todas las empresas de ferrocarriles.
127. En enero de 2002, la Comisión presentó un segundo conjunto de medidas sobre ferrocarriles respecto del cual el Parlamento Europeo y el Consejo llegaron a un acuerdo inicial el 16 de marzo de 2004.  Las reformas tienen la finalidad de establecer un espacio ferroviario europeo integrado y, a tal efecto, completar el marco normativo con normas europeas sobre seguridad e interoperabilidad;  establecer una Agencia Ferroviaria Europea para coordinar los grupos de expertos técnicos encargados de hallar soluciones comunes en materia de seguridad e interoperabilidad;  continuar la apertura de los mercados para los servicios nacionales de transporte de cargas y cabotaje por ferrocarril;  e incorporarse a la Organización Intergubernamental para el Transporte Internacional por Ferrocarril (OTIF).
  Un tercer conjunto de medidas relativas al transporte por ferrocarril, propuesto por la Comisión el 3 de marzo de 2004, completará el marco normativo del transporte por ferrocarril en las CE.  Este último conjunto de medidas comprende la liberalización, para 2010, de los servicios transfronterizos de transporte de pasajeros por ferrocarril;  la introducción de una licencia de las CE para los conductores de trenes;  y normas claras sobre los derechos de los pasajeros respecto de los servicios internacionales de transporte por ferrocarril, así como un marco jurídico de compensaciones aplicable a los servicios de transporte de cargas por ferrocarril.  Además, la Comisión está examinando la posibilidad de presentar otras propuestas incluidas en el Libro Blanco sobre el transporte de 2001, tales como el establecimiento de un sistema europeo de gestión del tráfico ferroviario para la señalización y las telecomunicaciones, el refuerzo de las atribuciones de los órganos de reglamentación, la simplificación de los trámites aduaneros, y el establecimiento gradual de una red prioritaria para el transporte de mercancías por ferrocarril.

d)
Transporte marítimo

128. La Comunidad depende en gran medida del transporte marítimo (incluido el transporte por vías navegables interiores
), que representa más del 90 por ciento y el 40 por ciento de su comercio exterior e interior, respectivamente.  En 2001, el transporte de mercancías a través de los puertos de las CE alcanzó un volumen de 3.000 millones de toneladas.  El subsector, incluidos los astilleros, los puertos, la pesca, y las industrias y los servicios conexos, proporciona empleo a 2,5 millones de personas en las CE.  Las compañías marítimas de nacionales de las CE controlan la tercera parte de la flota mundial.
  Sin embargo, desde mediados del decenio de 1980 ha habido un desplazamiento constante de la flota comunitaria hacia "pabellones de complacencia" (es decir, países que son más atractivos para los armadores en lo que respecta a los impuestos, la legislación social y las normas de seguridad o ambientales):  durante el período 1985-1995, el número de marinos empleados en buques de pabellón comunitario descendió en el 37 por ciento, mientras que el número de tripulantes de buques de pabellón comunitario procedentes de países no pertenecientes a las CE aumentó en el 14 por ciento.  Se considera que aproximadamente la mitad de las pérdidas de empleos se han debido al cambio de pabellón;  actualmente, apenas el 13 por ciento del transporte marítimo mundial se realiza bajo el pabellón de un Estado miembro de las CE, en comparación con el 32 por ciento en 1970.  Según la Comisión, la tendencia a adoptar nuevamente pabellones de Estados miembros de las CE se debe a las medidas de ayuda estatal (sistemas de derechos basados en el tonelaje) recientemente adoptadas en varios Estados miembros.  No obstante, la capacidad de transporte marítimo de las CE sigue en gran medida infrautilizada.

129. El 29 de octubre de 2003, la Comisión adoptó unas nuevas directrices sobre ayuda estatal al transporte marítimo, destinadas a seguir asegurando un entorno impositivo favorable a los armadores para contrarrestar la competencia internacional de la libre matriculación y los pabellones de complacencia.  En las directrices se ha adoptado el mismo enfoque de la anterior versión de 1997, pero se han incluido, entre otras, disposiciones más claras sobre las exenciones fiscales de la gente de mar
;  un principio modificado de vinculación al pabellón para el régimen fiscal
;  y nuevas normas específicas para las travesías cortas.

130. Sobre la base del Libro Blanco, la Comisión propuso un marco legislativo para los puertos.  En la propuesta se sugirió el establecimiento de normas nuevas y más claras sobre practicaje, manipulación de cargas, y estiba y desestiba, entre otras actividades;  la simplificación de las normas por las que se rige la actividad portuaria para unir a todas las partes interesadas (por ejemplo, expedidores, armadores y transportistas) en un sistema de ventanilla única;  y la integración de la legislación social para construir "autopistas del mar".  Sin embargo, la propuesta podría no adoptarse y está siendo reconsiderada.  En cuanto a las vías navegables interiores, la Comisión se ha propuesto eliminar los puntos de estrangulamiento;  normalizar las especificaciones técnicas;  armonizar los títulos de practicaje y las normas sobre horarios de descanso;  y desarrollar sistemas de navegación.

131. La Comisión está también examinando la exención por categorías en favor de las conferencias marítimas
, que no se ha revisado desde su entrada en vigor en 1986.  La exención se basa en la hipótesis de que la fijación colectiva de precios por los miembros de una conferencia marítima es condición indispensable para unos servicios fiables de transporte marítimo.  De acuerdo con un informe de la OCDE, esa inmunidad antimonopolio no está justificada, ya que su resultado es un cártel de fijación de precios que afecta a todas las importaciones y exportaciones de las CE por vía marítima.
  La ELAA (Asociación europea de líneas marítimas regulares) sostiene que los acuerdos han proporcionado una estructura estable, y que los precios acordados tienen únicamente valor de referencia.

132. El hundimiento de los petroleros "Erika", en diciembre de 1999, y "Prestige", en noviembre de 2002, determinó la adopción de nuevas medidas para mejorar la seguridad marítima, destinadas, en particular, a evitar desastres ambientales causados por petroleros.  Entre esas medidas figuran las siguientes:  inspecciones más rigurosas en los puertos;  prohibición de que los buques tanque de casco sencillo zarpen de puertos de las CE con cargas de petróleo pesado (desde el 21 de octubre de 2003)
;  establecimiento de un sistema comunitario de vigilancia, inspección e información para el tráfico marítimo;  creación de un fondo de compensación de daños debidos a la contaminación por hidrocarburos;  y establecimiento, el 27 de junio de 2002, de la Agencia Europea de Seguridad Marítima (AESM)

133. Las CE acogen favorablemente el consenso internacional alcanzado en la Organización Marítima Internacional (OMI) sobre la necesidad de potenciar la seguridad marítima y del transporte, y han adoptado o propuesto medidas legales al efecto.  Según la Comisión, existe consenso para que esas medidas sean:  internacionalmente uniformes, y resultado de la cooperación internacional;  basadas en la evaluación del riesgo;  y proporcionadas y equilibradas.  Además, las medidas de seguridad deben perturbar al comercio lícito lo menos posible y no constituir un pretexto para el proteccionismo o la creación de obstáculos innecesarios al comercio.

e)
Transporte aéreo

134. Durante los dos últimos decenios, los viajes por vía aérea han aumentado de forma espectacular en la Comunidad.  El tráfico aéreo, expresado en términos de pasajeros por km, aumentó a un ritmo anual del 7,4 por ciento, como promedio, entre 1980 y 2001, al tiempo que el tráfico se ha quintuplicado en los aeropuertos de las CE-15 desde 1970.  En 2001, el transporte aéreo de pasajeros alcanzó las cifras de 769 millones en las CE-15 (Alemania y el Reino Unido representaron, cada uno de ellos, el 20 por ciento del total, seguidos por Francia con el 16 por ciento) y de 30 millones en los C-10 (Chipre ocupó el primer lugar con casi el 10 por ciento, seguido de la República Checa y Polonia, con el 9 por ciento cada una de ellas).  A pesar de experimentar un importante descenso tras el 11 de septiembre de 2001, el tráfico aéreo de Europa crecerá, según las previsiones, a un ritmo anual del 4 por ciento durante los próximos 15 años.  El proceso de reestructuración de las compañías aéreas ha continuado, incluso mediante fusiones y alianzas.

135. La creación de un "cielo único europeo" para el 31 de diciembre de 2004 es el principal objetivo de la política comunitaria en el subsector.  Está prevista la adopción de las medidas siguientes:  reducción de la fragmentación del cielo mediante la creación de bloques aeroespaciales que sobrepasen las fronteras nacionales;  establecimiento de un órgano eficaz de reglamentación comunitaria;  integración gradual de la administración civil y militar;  introducción de normas de interoperabilidad;  y mejor coordinación de la política de recursos humanos en lo que respecta a las actividades de control del tráfico aéreo.
  La Comisión ha propuesto también la armonización de las calificaciones de los controladores aéreos mediante la introducción de una licencia comunitaria.

136. Junto con la creación de un cielo único, está prevista la adopción de un nuevo marco normativo para hacer un uso más eficaz de la capacidad aeroportuaria.  Durante el período 2004-2005 seguirán examinándose propuestas de nuevas normas sobre la asignación de turnos (es decir, el derecho a despegar o aterrizar a una hora determinada en un aeropuerto).  Asimismo, está previsto ajustar las tasas de aeropuerto para fomentar la redistribución de los vuelos a lo largo del día, y se promueve la intermodalidad con el ferrocarril para hacer complementarios ambos medios de transporte.  Tras los ataques terroristas del 11 de septiembre de 2001, se encomendó a la Comisión la tarea de inspeccionar y supervisar la aplicación del nuevo reglamento de seguridad aeroportuaria en todos los Estados miembros de las CE.  Actualmente, se examinan normas para limitar las repercusiones negativas del tráfico aéreo en el medio ambiente, incluida la prohibición de que las aeronaves más ruidosas despeguen de los aeropuertos y la reducción de las emisiones de efecto invernadero de conformidad con las prescripciones de la Organización de Aviación Civil Internacional (OACI).  El 15 de julio de 2002 se estableció la Agencia Europea de Seguridad Aérea (AESA) con el objetivo de mantener altos los niveles de seguridad.  Para mediados de 2004 está prevista la adopción de una nueva legislación sobre los requisitos mínimos en materia de seguros aplicables a las compañías aéreas y los explotadores de servicios aéreos.  Se han reforzado los derechos de los pasajeros, tales como la posibilidad de indemnización en caso de retraso o denegación de embarque.  Es probable que, durante 2004, se proponga un proyecto de legislación para modificar las normas vigentes sobre sistemas de reserva informatizados.

137. El 25 de junio de 2002, la Comisión prorrogó, hasta el 30 de junio de 2005, la exención por categorías de las conferencias sobre tarifas de pasajeros a efectos de los acuerdos interlínea, así como de la asignación de turnos y la programación aeroportuaria.  La prórroga se supedita a la obligación de que las compañías aéreas que participen en las conferencias reúnan ciertos datos sobre la medida en que los billetes expedidos en el EEE se ajustan a las tarifas de la Asociación de Transporte Aéreo Internacional (IATA) y la importancia relativa de tales billetes para los acuerdos interlínea.

v) Turismo

138. Las CE, que mantienen su posición de vanguardia en el turismo mundial y son tanto el origen como el destino principales de las corrientes turísticas internacionales, representaron en 2000 el 43 por ciento de las llegadas y el 40 por ciento de los ingresos del turismo mundial no nacional.  En 2003, seis países de las CE (Francia, España, Italia, el Reino Unido, Austria y Alemania) figuraban entre los 10 destinos turísticos más importantes del mundo.  El subsector aporta aproximadamente el 5 por ciento del PIB real de las CE-15, emplea a unos 8 millones de personas directamente (5 por ciento del empleo total) y representa el 30 por ciento del valor total del comercio exterior de servicios.
  En cuanto al turismo realizado por ciudadanos de las CE, tres de cada cuatro de esos ciudadanos, como promedio, permanecen dentro del las CE cada año.  El gasto de los turistas de las CE que viajan dentro del territorio comunitario (tres cuartas partes de los turistas de las CE) ascendió a 115.000 millones de euros en 2000.  Más del 99 por ciento de las empresas del subsector son PYME.  En los últimos años, la estructura hotelera de las CE-15 se ha mantenido relativamente estable;  por ejemplo, el número de camas pasó de 9,7 millones en 2000 a 9,9 millones en 2002.  En cambio, el número de camas ha aumentado rápidamente en los C-10, particularmente en Eslovaquia y en la República Checa.  Tras la ampliación, los C-10 aportaran unas 800.000 camas, es decir, aproximadamente el 8 por ciento de la capacidad de las CE-15.

139. Entre los principales objetivos de la política de turismo de las CE cabe mencionar los siguientes:  mejorar la calidad, la competitividad y la sostenibilidad del subsector, atender los intereses de los turistas y asegurar la preservación de los recursos naturales y culturales.  En el Tratado de Maastricht se incluyeron, por primera vez, medidas relativas al turismo en la lista de actividades de la Comunidad.  Sin embargo, el Tratado no establece una orientación determinada para la política de la Comunidad en materia de turismo, y no existe una base jurídica específica para las medidas de la Comunidad en ese ámbito.

140. El 21 de noviembre de 2003, la Comisión propuso una iniciativa de las CE para fomentar la sostenibilidad económica, social y ambiental del turismo europeo.  En la propuesta se insistió en la necesidad de asegurar la coherencia de las diversas políticas y medidas de la Comunidad que afectasen a la sostenibilidad del subsector y su competitividad.  La Comisión pidió la cooperación activa de las empresas de turismo, los destinos turísticos y las autoridades nacionales, regionales y locales para hacer frente a las principales dificultades del subsector, como por ejemplo la demanda creciente y las preferencias cambiantes, y al mismo tiempo aumentar los ingresos y preservar la integridad cultural de Europa.  Para impulsar los esfuerzos en ese sentido, la Comisión tiene previsto establecer un grupo de sostenibilidad del turismo en el que los representantes de todas las partes interesadas establecerán directrices para el subsector.

141. Numerosas iniciativas de turismo reciben financiación de programas de las CE, en particular de los Fondos Estructurales (es decir, FEDER, FSE y FEOGA).  Durante el período 1994-1999 se concedieron 7.300 millones de ecus al subsector a través de los Fondos Estructurales.
  Además, muchas actividades locales de turismo reciben también ayudas financieras a través de otros programas de la Comunidad, tales como los destinados a mejorar la competitividad de las PYME, restaurar el patrimonio cultural, y proteger el medio ambiente.  A excepción de la mayor parte de las acciones emprendidas en el marco de los Fondos Estructurales, la Comisión decide qué proyectos o acciones recibirán ayuda en régimen de cofinanciación, con recursos de procedencia nacional, regional y local, tanto públicos como privados.
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� DG Agricultura (2003b).





� Comisión Europea, Comunicado de prensa IP/02/1103, 19 de julio de 2003.





� DG Agricultura (2003a).





� DG Agricultura (2000).





� Véase OMC (2002) para una descripción de las OCM.





� Documento G/AG/N/EEC/49 de la OMC, de 1º de abril de 2004.





� Los precios que recibieron los agricultores de las CE estuvieron, como promedio, un 33 por ciento por encima de los precios del mercado mundial en 2000-2002 (frente al 76 por ciento en el período 1986-1988) (OCDE (2003a)).





� OCDE (2003f).





� OCDE (2003a).





� Como respuesta a las inundaciones y las sequías, se previeron nuevas medidas:  derogaciones para permitir el pastoreo en terrenos en barbecho, el adelanto de los pagos directos, la venta de cereales de las existencias de intervención a precios rebajados a los agricultores para su uso en la alimentación animal y derogaciones y procedimientos más rápidos para las decisiones sobre ayuda al desarrollo rural.  En 2002, por ejemplo, los agricultores de las regiones inundadas de Alemania recibieron adelantos del 50 por ciento de los pagos por cultivos herbáceos, y se adelantaron 516 millones de euros de los presupuestos de 2003.  A los agricultores de la zona Sur de Italia afectados por una persistente sequía se les adelantó el 50 por ciento de los pagos por un monto total de unos 300 millones de euros (OCDE (2003)).





� Uno de cada dos agricultores recibe anualmente menos de 2.000 euros de pagos directos de las CE.  Es la primera vez que la Comisión propone ayudas "de minimis" en la pesca y la agricultura (Comisión Europea, Comunicado de prensa) [en línea].





� DG Agricultura (2003a).





� Documento G/AG/N/EEC/49 de la OMC, de 1º de abril de 2004.


� La estimación de la ayuda a los productores (EAP) es un indicador del valor monetario anual de las transferencias brutas de los consumidores y contribuyentes a los productores del sector agropecuario, tasadas a nivel de la explotación agrícola, que se derivan de medidas de política de ayuda a la agricultura, independientemente de su naturaleza, objetivos o repercusiones en la producción o en los ingresos agrícolas.  Para mayor información, véase OCDE (2002b).





� La estimación de la ayuda a los consumidores (EAC) es un indicador del valor monetario anual de las transferencias brutas efectuadas a los consumidores de productos agropecuarios, tasadas a nivel de la explotación agrícola, que se derivan de instrumentos de política de ayuda a la agricultura, independientemente de su naturaleza, objetivos o repercusiones en el consumo de tales productos.  Para mayor información, véase OCDE (2002b).





� Entre ellos, licencias expedidas por orden de recepción de las solicitudes y sistemas en los que las solicitudes de licencia se reducen pro rata cuando sobrepasan las cantidades disponibles.  Normalmente, las partes de los contingentes se asignan a los importadores y las licencias se expiden de acuerdo con las cantidades solicitadas y a menudo antes de que empiece el período durante el cual tendrá lugar la importación propiamente dicha.





� Comisión Europea (2003h).





� Documento G/AG/N/EEC/45 de la OMC, de 18 de junio de 2003.





� Banco Mundial (2003).





� Los precios de intervención fueron los siguientes:  cereales, 101 euros por tonelada;  arroz, 298 euros por tonelada;  remolacha azucarera, 48 euros por tonelada;  leche, 2.055 euros por tonelada;  mantequilla, 3.282 euros por tonelada;  y carne de porcino, 1.509 euros por tonelada (OCDE (2003a)).





� El precio básico de la carne de vaca es un precio a partir del cual puede activarse el almacenamiento privado.  Hay un precio de intervención a modo de red de seguridad de 1.560 euros por tonelada.





� Documentos G/AG/N/EEC/32 y G/AG/N/EEC/44 de la OMC, de 18 de junio de 2001 y 11 de junio de 2003, respectivamente.





� Documento G/AG/R/31 de la OMC, de 27 de agosto de 2002.





� Documento G/AG/R/32 de la OMC, de 6 de noviembre de 2002.





� Documento G/AG/R/33 de la OMC, de 7 de enero de 2003.





� Documento G/AG/R/34 de la OMC, de 15 de mayo de 2003.





� Documento G/AG/R/35 de la OMC, de 26 de agosto de 2003.





� Posteriormente, el 29 de septiembre de 2003, el Consejo de Ministros de las CE adoptó decisiones relativas a la reforma de la PAC.





� Comisión Europea (2003a).  El 18 de noviembre de 2003, la Comisión adoptó las propuestas de reforma del tabaco, el aceite de oliva y el algodón (Comisión Europea, Comunicado de prensa IP/03/1559, 18 de noviembre de 2003).





� DG Agricultura, "CAP Reform Summary", Newsletter, julio de 2003, Bruselas.





� Los Estados miembros podrán diferir la aplicación del régimen de pago único por explotación hasta 2007.





� Francia deberá utilizar las opciones de vinculación parcial aplicando el régimen de pago único en 2006, cuando el 25 por ciento de las ayudas a los cultivos herbáceos seguirán vinculadas a la producción, al igual que el 50 por ciento de los pagos de primas por oveja (el porcentaje restante se pagará en forma disociada).  Francia también conservará el 100 por ciento de las primas por vaca nodriza en forma vinculada, así como el 100 por ciento de las primas por ternero sacrificado y el 40 por ciento de las primas por bovino sacrificado (Agra Europe, 18 de febrero de 2004).





� El aporte de fondos complementarios sería posible según el régimen clásico hasta finales de 2006, según el régimen de pago único por superficie hasta finales de 2008, y según el nuevo régimen de pago único por explotación a partir de 2005 (DG Agricultura (2003c)).





� Comisión Europea, Comunicado de prensa IP/04/521, de 22 de abril de 2004.





� Una unidad de trabajo anual corresponde al trabajo de una persona ocupada en una explotación agrícola a jornada completa (un mínimo de 225 días de ocho horas de trabajo al año).





� Comisión Europea (2003a).





� Directiva 2002/10/CEE, de 12 de febrero de 2002, DO L46 de 16 de febrero de 2002.





� A partir de 2010, las ayudas al tabaco se disociarán completamente de la producción.  El 50 por ciento se transferirá al pago único por explotación y el 50 por ciento restante se destinará a programas de reestructuración amparados en la política de desarrollo rural (Comisión Europea, Comunicado de prensa IP/04/521, de 22 de abril de 2004).





� El Fondo comunitario del tabaco seguirá financiando las medidas de información mientras sigan otorgándose ayudas vinculadas a la producción (Comisión Europea, Comunicado de prensa IP/03/1559, de 18 de noviembre de 2003).





� Comisión Europea (2003a).





� Según la Comisión, para evitar desequilibrios de mercado, el acceso al régimen de pago único deberá limitarse a las zonas olivareras que ya existieran antes del 1º de mayo de 1998, y a las nuevas plantaciones aprobadas por la Comisión (Comisión Europea, Comunicado de prensa IP/04/521, de 22 de abril de 2004).





� El Reglamento Nº 136/66 CEE sobre las materias grasas abarca, entre otros productos, el aceite de oliva y las aceitunas de mesa.





� Comisión Europea (2003a).





� Los Estados miembros compartirán una dotación de 22 millones de euros sobre la base de la superficie media con derecho a ayuda durante el período 2000-2002, que será parte integrante del segundo pilar de la PAC (Comisión Europea, Comunicado de prensa IP/04/521, de 22 de abril de 2004).





� Tribunal de Cuentas, Informe Especial Nº 20/2000 sobre la gestión de la Organización Común de Mercados del Azúcar, acompañado de las respuestas de la Comisión (DO C 50/1 de 15 de febrero de 2001).





� Comisión Europea, Memo/03/232, de 18 de noviembre de 2003.





� Comisión Europea (2003).





� La producción de productos pesqueros de la industria acuícola (el cultivo de organismos acuáticos, incluidos los peces, los moluscos y los crustáceos) ha aumentado de forma significativa en el último decenio, y actualmente representa el 31 por ciento del valor total de la producción pesquera de las CE-15.  El valor de la producción del sector acuícola en países tales como Finlandia y Grecia es superior al valor de sus capturas (Comisión Europea (2001a)).





� Eurostat (2003b).





� Eurostat (2003c).





� La decisión final se adoptó en el Consejo de Pesca y Agricultura celebrado del 16 al 20 de diciembre en Bruselas.  La nueva PPC surgió porque antes del 31 de diciembre de 2002 se tenía que proceder a la revisión de algunos elementos de la PPC, que data de 1983;  la Comisión decidió ampliar ese análisis al conjunto de la PPC.  En marzo de 2001, la Comisión publicó un Libro Verde sobre el funcionamiento de la PPC y, en mayo de 2002, presentó una primera serie de propuestas para la reforma de la PPC.  Aunque desde 2003 se han introducido varias modificaciones en la PPC, queda mucho por hacer en términos de medidas, incluido un Código de Conducta para la pesca responsable en Europa (DG Pesca (2003c)).





� El número de poblaciones de peces en situación crítica ha seguido en aumento:  el CIEM identificó 14 poblaciones en 2003, en comparación con 9 en 2002 (Comisión Europea, Memo/03/32, de 14 de octubre de 2003).





� Además, en caso de que la pesca plantee una amenaza grave para la conservación de los recursos o el ecosistema marino, se aplicarán medidas urgentes adoptadas por la Comisión durante un período de seis meses, renovables por otros seis.  Las decisiones urgentes adoptadas por los Estados miembros respecto de sus propias aguas tienen una validez de tres meses.  Los Estados miembros pueden adoptar medidas de conservación y gestión aplicables a todos los buques pesqueros dentro de sus zonas de 12 millas, a condición de que esas medidas no sean discriminatorias, y de que se hayan celebrado las consultas pertinentes (DG Pesca (2002)).





� Los científicos del CIEM y del Comité científico, técnico y económico de la pesca (CCTEP) aconsejaron la suspensión temporal de la pesca de las poblaciones afectadas.  Habida cuenta de las repercusiones económicas y sociales de semejante medida en las flotas afectadas, la Comisión propuso, como alternativa a esa suspensión, una considerable reducción de las posibilidades de pesca de determinadas poblaciones de peces.  El Consejo aprobó finalmente las medidas temporales de reconstitución de esas poblaciones y fijó los TAC en niveles más elevados, por lo general, que los propuestos por la Comisión (DG Pesca (2003c)).





� Además, el Consejo está estudiando otras propuestas de la Comisión, con inclusión de una revisión de los límites máximos actuales del esfuerzo pesquero, teniendo en cuenta la reducción de las posibilidades de pesca desde 1995 (fecha en la que entró en vigor el Reglamento vigente) y los niveles actuales de actividad pesquera, tomando como referencia el período 1998-2002;  y la extensión del sistema de esfuerzo pesquero a la pesca pelágica, que también precisa una protección adicional (DG Pesca (2002)).





� Se propone una asignación de TAC de conformidad con la estabilidad relativa establecida en el Tratado de Adhesión.  En el Báltico, las poblaciones afectadas incluyen el bacalao, el arenque, el salmón y el espadín (Comisión Europea, Comunicado de prensa IP/03/1656, de 4 de diciembre de 2003).





� Los Estados miembros que concedan ayudas públicas para la renovación de la flota tendrán que reducir la capacidad global de sus flotas en un 3 por ciento, como mínimo, en comparación con sus niveles de referencia.  Por cada tonelada de arqueo bruto que se incorpore a la flota con ayuda pública durante el período 2003-2004, los Estados miembros deberán desmantelar, sin recibir ninguna ayuda, una capacidad equivalente (relación entre las entradas y las salidas de 1:1) en el caso de buques de hasta 100 TAB, o 1,35 toneladas (relación entre las entradas y las salidas de 1:1,35) en el caso de buques de más de 100 TAB (DG Pesca (2003c)).





� Los buques cuyo esfuerzo pesquero tenga que reducirse en un 25 por ciento o más de resultas de un plan de recuperación podrán recibir ayudas de ese fondo;  las primas serán un 20 por ciento mayores que las que pueden obtenerse del Instrumento Financiero de Orientación de la Pesca (IFOP) para el desmantelamiento de buques (DG Pesca (2002)).





� Las ayudas están limitadas a las exportaciones a países con los que las CE hayan firmado un acuerdo de pesca para crear empresas mixtas;  la cuantía de la prima se limita al 30 por ciento de la prima por desguace que concede el IFOP en el caso de las exportaciones y al 80 por ciento en el de las empresas mixtas (DG Pesca (2003c)).





� Las ayudas podrán prorrogarse de un año para el siguiente si la interrupción temporal es consecuencia de la aplicación de un plan de recuperación o un plan de gestión plurianual o de medidas urgentes decididas por la Comisión o los Estados miembros (DG Pesca (2002)).





� La cooperación entre los Estados miembros se ha intensificado de modo que cada Estado miembro, además de ser responsable del control de su propia flota dentro de sus propias aguas y fuera de las aguas comunitarias, pueda controlar los buques pesqueros que enarbolen su pabellón en aguas comunitarias, a excepción de las zonas de 12 millas de otro Estado miembro (DG Pesca (2003c)).





� Estas medidas serán aplicables durante un período de tres semanas y podrán prorrogarse hasta seis meses.  La Comisión podrá también sancionar a los Estados miembros que superen sus posibilidades de pesca deduciéndoles cuotas (DG Pesca (2002)).





� DG Pesca (2003c).





� DG Pesca (2003c).





� El objetivo 1 se refiere a las regiones de desarrollo atrasado y/o situadas en lugares remotos.





� Se han previsto medidas adicionales para los buques y los pescadores afectados por los planes de gestión plurianuales.  Por ejemplo, los buques que se vean obligados a reducir su actividad en más de un 25 por ciento podrán acogerse a un aumento del 20 por ciento de la prima por desguace del IFOP.  Además, en 2003 se pusieron a disposición 32 millones de euros para complementar las asignaciones del IFOP destinadas al desguace de buques.





� Además, el 5 de noviembre de 2003 la Comisión adoptó una propuesta relativa a la modificación de algunas disposiciones del IFOP para poner en aplicación la estrategia comunitaria para una acuicultura sostenible.  También se ha propuesto una enmienda al artículo 12 del reglamento sobre el IFOP (medidas de carácter socioeconómico) para conceder primas compensatorias individuales no renovables a los pescadores con al menos cinco años de experiencia, para ayudarles a diversificar sus actividades permaneciendo en el sector de la pesca (Comisión Europea (2002a)).





� El objetivo 2 se refiere a los fondos para apoyar la conversión económica y social en las zonas industriales, rurales, urbanas o dependientes de la pesca que tienen dificultades estructurales.





� Ese importe no incluye las intervenciones del objetivo 3 que no señalan ninguna zona o sector específico que pueda o deba acogerse básicamente a la ayuda del FSE.





� Comisión Europea (2002a).





� La última revisión importante de la Organización Común de Mercados, aprobada en diciembre de 1999, se puso en práctica a partir del 1º de enero de 2001.  Véase OMC (2002).





� Reglamento Nº 2065/2001 de la Comisión.





� La OCM prevé instrumentos alternativos adicionales que los Estados miembros pueden usar discrecionalmente bajo la supervisión de la Comisión:  reconocimiento exclusivo a una única OP para una zona determinada;  imposición de restricciones a los no miembros por un período limitado;  y establecimiento de organizaciones interprofesionales.  Por ejemplo, representantes de los sectores de la captura, la venta al por menor y la transformación pueden cooperar para poner en aplicación medidas que beneficien a la totalidad de la industria (Comisión Europea (2002h)).





� Los precios de referencia, por debajo de los cuales no se aplican las reducciones arancelarias, se pueden fijar para productos que están sujetos a:  i) arreglos de reducción o suspensión de aranceles;  ii) suspensión de aranceles autónomos por períodos indefinidos adoptada en el marco de la reforma de la Organización Común de Mercados;  y iii) otros arreglos comerciales que dispongan el cumplimiento de un precio de referencia y que estén en consonancia con las actividades internacionales de la Comunidad (Reglamento Nº 2574/2001 del Consejo).  Para 2002-2003, las especies a las que se aplicaron precios de referencia fueron el arenque, el bacalao de la especie Gadus morhua, los camarones de agua profunda de la especie Pandalus borealis, y el abadejo de Alaska (OMC, 2002).





� Las CE tienen vigentes 21 acuerdos bilaterales de pesca:  4 con países de Europa Septentrional (Islas Feroe, Groenlandia, Islandia y Noruega), y 17 con países africanos y del Océano Índico (Angola, Cabo Verde, Comoras, Côte d'Ivoire, Gabón, Gambia, Guinea, Guinea Ecuatorial, Guinea-Bissau, Kiribati, Madagascar, Mauricio, Mauritania, Mozambique, Santo Tomé y Príncipe, Senegal y Seychelles, si bien en el caso de Gambia y Guinea Ecuatorial los últimos Protocolos no fueron renovados (DG Pesca (2003a)).





� Las 10 ORP en las que las CE son parte contratante son las siguientes:  Organización de la Pesca del Atlántico Noroccidental (OPANO);  Comisión de Pesquerías del Atlántico Nordeste (CPANE);  Comisión del Atún para el Océano Índico (CTOI);  Organización para la Conservación del Salmón del Atlántico Norte (OCSAN);  Comisión Internacional de la Pesca del Mar Báltico (CIPMB);  Comisión para la conservación de los recursos marinos vivos de la Antártida (CCAMLR);  Comisión Internacional para la Conservación de los Túnidos del Atlántico (CICTA);  Consejo General de Pesca del Mediterráneo (CGPM);  Comisión de Pesca para el Atlántico Centro-Occidental (COPACO);  y Comisión de Pesca para el Atlántico Centro-Oriental (COPACE).  Las CE también están aplicando provisionalmente el Programa internacional para la conservación de los delfines (PICD) (DG Pesca (2003b)).





� Reglamento Nº 91/493/CE del Consejo relativo a los productos de la pesca y Reglamento Nº 91/492/CE del Consejo relativo a los moluscos bivalvos vivos.  Véase la información en línea de la Dirección General de Pesca y la Dirección General de Sanidad y Protección de los Consumidores sobre otra legislación en materia de higiene alimentaria aplicable a los productos de la pesca.  Disponible en:  http://europa.eu.int/comm/fisheries [12 de octubre de 2003].





� La prueba aplicada a las importaciones consiste en determinar si las condiciones de higiene en que se realiza la producción en el país de origen pueden considerarse equivalentes a las exigidas a los productores de la Comunidad;  debe existir también una autoridad competente responsable de los aspectos de salud pública de los productos de la pesca.





� Decisión 97/296/CE de la Comisión.





� Decisión 95/408/CE del Consejo, modificada.





� Decisión 2003/912/CE del Consejo.





� El costo de producción del petróleo es de dos a siete veces el precio mundial:  las CE tienen ocho años de reservas.  Las CE tienen el 2 por ciento de las reservas mundiales de gas natural, y 20 años de reservas.  Tienen además el 2 por ciento de las reservas mundiales de uranio, y 40 años de reservas (Comisión Europea (2002b)).





� Comunidades Europeas (2003a).





� Documento 14867/02 del Consejo relativo al gas, y Documento 14869/02 del Consejo relativo a la electricidad, ambos de 27 de noviembre de 2002.  Revisión de las Directivas 96/92/CE sobre la electricidad y 98/930/CE sobre el gas.





� Para los operadores de sistemas de distribución, desagregación funcional a partir del 1º de julio de 2004, y desagregación jurídica a partir del 1º de julio de 2007 (DG Competencia (2003a)).





� Deberán abonar la compensación los operadores de los sistemas de transmisión de los que procedan los flujos transfronterizos y de los sistemas de transmisión en que terminen.





� DG Competencia (2003a).





� Comisión Europea (2003g).





� En particular, la estructura de la producción manufacturera de la República Checa, Hungría, Eslovenia y la República Eslovaca es muy similar al promedio de las CE-15 (Comisión Europea (2003g)).





� Medida con arreglo a los tipos de cambio de 2000, la parte correspondiente a los ocho PECO (incorporados en mayo de 2004) en la producción manufacturera total de las CE ampliadas (incluidos esos mismos países y las CE-15) fue del 4,4 por ciento.  No obstante, expresada como paridad de poder adquisitivo para corregir la subvaloración de las monedas de algunos de los C-10, la parte proporcional correspondiente a esos países se duplicaría hasta situarse en el 9 por ciento (el 10,7 por ciento, en caso de incluir a Bulgaria y Rumania).  En 2000, el empleo en el sector manufacturero de los ocho PECO representó el 15 por ciento del correspondiente a las CE ampliadas (Comisión Europea (2003g)).





� Comisión Europea (2003g)).





� COM (1990) 556, de 16 de noviembre de 1990.





� Comisión Europea (2002f).





� Según la nueva definición, las microempresas tienen menos de 10 empleados y un volumen de negocios o un balance de 2 millones de euros como máximo (anteriormente sin definir);  las pequeñas empresas tienen menos de 50 trabajadores y un volumen de negocios o un balance no superiores a 10 millones de euros (anteriormente, 7 millones y 5 millones de euros, respectivamente);  y las empresas medianas dan empleo a menos de 250 trabajadores, tienen un volumen de negocios de 50 millones de euros como máximo (anteriormente, 40 millones de euros) o un balance no superior a 43 millones de euros (anteriormente, 27 millones de euros) (Comisión Europea, Comunicado de prensa IP/03/652, de 8 de mayo de 2003).





� La cuantía de las ayudas varía desde menos de 1 millón de euros hasta más de 20 millones de euros.  De las 120 empresas, unas 35 se hallaban en Alemania, 20 en Francia, 15 en España e Italia, y de 5 a 10 en Austria, Bélgica y Portugal;  en otros Estados miembros, hubo como máximo dos casos de ayuda (Comisión Europea (2003g)).





� Comunidades Europeas (2003a).





� Comisión Europea, Comunicado de prensa IP/03/1463, de 28 de octubre de 2003.





� Comisión Europea (2003e).





� La subcontratación se practica en todos los ámbitos del subsector de los textiles y las prendas de vestir, pero es de particular importancia en las industrias de acabado, tejidos de punto y confección (Comisión Europea (2003b)).





� Comisión Europea (2003e).





� Se creará un Grupo de Alto Nivel (en el que participen la Comisión, los Estados miembros y las partes interesadas) para estudiar iniciativas y hacer recomendaciones.  La Comisión tiene previsto informar sobre los resultados logrados en la primavera de 2005, y nuevamente al final de 2006 (Comisión Europea, Comunicado de prensa IP/03/1463, de 28 de octubre de 2003).





� Directiva 96/74/EC del Consejo, de 16 de diciembre de 1996, relativa a los nombres de textiles.





� La mayoría de los estudios utilizan modelos cuantificables de equilibrio general.  Véase OCDE (2003c).





� En general, la mayor parte de los estudios predicen que China experimentarán el mayor crecimiento.  Algunos estudios también destacan las pérdidas que experimentarán algunos PMA al reducirse sus márgenes preferenciales.  En cambio, se prevé que los países industrializados obtengan beneficios sociales sustanciales debido al nivel más bajo de los precios al consumidor y la asignación más eficaz de los recursos a largo plazo.  Véase Harrison, Rutherford y Tarr (1997), páginas 216-252;  y Diao y Somwaru (2001).
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� La propuesta se ha presentado al Parlamento Europeo y al Consejo de Ministros para su adopción en virtud del procedimiento de codecisión (Comisión Europea, Comunicado de prensa IP/03/1477, de 29 de octubre de 2003).





� Comisión Europea, Comunicado de Prensa IP/03/1477, de 29 de octubre de 2003.





� Comisión Europea, Comunicado de prensa IP/02/898, de 19 de junio de 2002.





� Como parte de su proceso de adhesión a las CE, los C-10 se beneficiaron de un período de gracia durante el cual se permitió la ayuda estatal sólo si se cumplían determinadas condiciones.  Una de esas condiciones fue la adopción de un programa de reestructuración nacional, por ejemplo en el caso de la República Checa en 2002 y de Polonia en 2003 (Comisión Europea (2003r)).





� Bélgica, Francia, Alemania, Italia y Luxemburgo decidieron crear la CECA, primera institución supranacional europea, para gestionar la utilización con fines pacíficos del carbón y del acero, que tradicionalmente habían sido los principales motores de los esfuerzos militares nacionales.  La CECA fue el punto de partida de la Comunidad Europea creada en 1957.





� Por ejemplo, la ayuda deberá formar parte de un plan de cierre, y las ayudas a la producción actual y ayudas para inversiones por un valor no superior al 30 por ciento del costo total de las minas de carbón sólo se concederán si se prueba que la producción de esas minas es competitiva en comparación con la hulla importada de calidad similar.





� Comisión Europea (2003q).





� La parte del empleo total correspondiente a los servicios varía del 56 por ciento en Portugal al 76 por ciento en los Países Bajos;  en términos de valor añadido, los servicios representan entre el 60 por ciento (Irlanda) y el 80 por ciento (Luxemburgo) del total (Comisión Europea (2002d)).





� Con excepción de dos de los siete Estados miembros para los que se dispone de datos comparables (Francia y el Reino Unido), el crecimiento de la productividad en el sector de los servicios se debilitó durante la segunda mitad del decenio de 1990 (Comisión Europea (2002d)).





� En 2002, un informe de la Comisión enumeraba 92 obstáculos aún existentes que habían de superar las empresas que deseasen ofrecer sus servicios en varios países de las CE (Financial Times, 18 de noviembre de 2003).





� Ese plazo se estableció en la estrategia de Lisboa.  Los servicios abarcados por la propuesta representan aproximadamente el 50 por ciento de toda la actividad económica de las CE.  La Comisión propone, entre otras medidas, el reconocimiento mutuo entre Estados miembros de documentos que permitan a las empresas suministrar servicios;  la introducción de "ventanillas únicas" para la expedición de permisos de actividad en cada Estado miembro el 31 de diciembre 2008, a más tardar;  la prohibición de exigir permisos, a menos que estén justificados por el interés general.  La Comisión propone también que se supriman:  las prohibiciones generales en materia de publicidad comercial que afectan a las profesiones reguladas;  el requisito de que las empresas que suministran servicios de modo ocasional o temporal tengan un establecimiento permanente en el territorio o la obligación de que las empresas observen las normas del país receptor, además de las vigentes en su país de origen;  y la obligación de los trabajadores procedentes de otras partes de las CE de registrarse ante las autoridades locales (Comisión Europea, Comunicado de prensa IP/04/37, de 13 de enero de 2004).





� Subsisten muchos obstáculos normativos, por ejemplo, en materia de compensación y liquidación, que constituyen las arterias del sistema financiero (Comisión Europea (2002c)).





� Comisión Europea (2003j).





� La mayor parte de esas limitaciones se debieron a retrasos en el proceso de aplicación en algunos Estados miembros, y han expirado ya (documento GATS/SC/31/Suppl.3 de la OMC, lista adoptada mediante la Decisión 97/838/EC del Consejo).  El contenido de los compromisos adquiridos por las CE en virtud del Cuarto Protocolo del AGCS se incluye en WTO (1997), página 123.





� Los proveedores de servicios financieros de terceros países se benefician de las nuevas oportunidades de acceso resultantes de los progresos realizados en la aplicación del PASF, pero también asumirán las nuevas obligaciones impuestas a los proveedores de servicios financieros establecidos en las CE (documento GATS/SC/31/Suppl.4/Rev.1 de la OMC, lista aplicada en virtud de la Decisión 1999/61/EC del Consejo).  En el anexo IV.2 de OMC (2000b) figura la descripción detallada de los compromisos asumidos por las CE en el marco del Quinto Protocolo del AGCS.


� Documento TN/S/O/EEC de la OMC, de 10 de junio de 2003.





� Comisión Europea (2003d).





� En OMC (2002) puede consultarse una descripción del marco normativo de los servicios financieros.





� Según algunos estudios, la unificación de los actuales mercados regionales de obligaciones y acciones llevaría a las CE a un nuevo equilibrio caracterizado por tasas más altas de crecimiento del PIB (1,1 por ciento), el empleo (0,5 por ciento) y las inversiones (6 por ciento) (Comisión Europea (2003v)).





� Directiva 2002/65/EC, de 9 de octubre de 2002.





� Directiva 2003/6/EC, de 28 de enero de 2003.  Según dispone esta Directiva, en cada Estado miembro se designará también una única autoridad de reglamentación y supervisión, encargada de hacer frente al abuso de mercado, y se adoptará un enfoque uniforme.  La propuesta no impone la armonización de las sanciones aplicables por abuso de mercado, ya que se considera que ese aspecto es competencia de cada Estado miembro, pero insta a los miembros a establecer sanciones para fomentar la observancia de las prescripciones de la Directiva sobre servicios de inversión.





� Directiva 2003/41/EC, de 3 de junio de 2003.  Las instituciones afectadas, tales como fondos de pensiones y planes de jubilación, cubren aproximadamente al 25 por ciento de la población activa de las CE-15 y gestionan activos por valor de 2,5 billones de euros (29 por ciento del PIB de las CE-15).





� El folleto es un documento de publicidad que contiene información financiera y no financiera esencial, que una sociedad pone a disposición de los inversores potenciales cuando emite valores mobiliarios (acciones, obligaciones, instrumentos derivados etc.) para reunir capitales o cuando quiere que sus valores mobiliarios sean admitidos a cotización en un mercado bursátil.  La Directiva se refiere sólo a requisitos de divulgación.  Las condiciones de admisión a cotización siguen sujetas a las vigentes prescripciones europeas y nacionales (Comisión Europea, Press Release IP/03/1018, de 15 de julio de 2003).





� El conjunto de medidas consta de una propuesta de directiva y seis decisiones de la Comisión (Comisión Europea, Memo/03/220, de 6 de noviembre de 2003).





� Comisión Europea, Press Release IP/03/1507, de 6 de noviembre de 2003.





� Comisión Europea (2003i).





� Eurostat (2002).


� Debido a la existencia de cierto grado de armonización de las prescripciones en materia de suficiencia de capital, planes de garantía de los depósitos y supervisión reglamentaria, los bancos de las CE se benefician, desde 1993, del "pasaporte único europeo".  El pasaporte único consiste en una única licencia que permite a los bancos y demás instituciones de crédito establecer sucursales y ofrecer servicios en toda la Comunidad;  el pasaporte contiene una lista de servicios bancarios que pueden prestarse en todos los Estados miembros sobre la base de tal licencia.





� Directiva 2000/12/EC.





� En Luxemburgo, el gasto es mayor a causa de las primas suscritas por no residentes.





� Directiva 2002/83/EC, de 25 de septiembre de 2002.





� La directiva se ocupa, por ejemplo, del acceso a la actividad de seguros de vida y las condiciones para ofrecer servicios de seguros de vida, y establece los requisitos de solvencia aplicables a las sociedades de seguros de vida.  La Directiva refundida incluye los cambios introducidos en esos requisitos por la Directiva 2002/12/EC (la denominada Directiva "Solvencia I" sobre seguros de vida).





� Directiva 2002/13/EC, de 5 de marzo de 2002 (Directiva "Solvencia I" sobre seguros distintos de los seguros de vida).





� La directiva propuesta se aplicará a los dos años de su adopción definitiva (Comisión Europea, Press Release IP/03/1615, de 28 de noviembre de 2003).





� La directiva establece la nueva cuantía mínima del seguro de lesiones en 1 millón de euros por víctima, más una opción para que los Estados miembros apliquen una indemnización mínima de 5 millones de euros por accidente (según lo solicitado por el Parlamento Europeo).  En cuanto a los daños a bienes, la Directiva establece un mínimo de 1 millón de euros por accidente (Comisión Europea, Press Release IP/03/1615, de 28 de noviembre de 2003).





� No pueden establecerse comparaciones directas debido a la diferencia de los sistemas utilizados para elaborar las estadísticas sobre el volumen de transacciones.





� Ese plazo se acordó durante la reunión del Consejo Europeo de Estocolmo de marzo de 2001, tras la presentación, el 15 de febrero de ese año, de un informe final del Comité de Sabios presidido por Alexandre Lamfalussy.  En el informe se critica la actual legislación por ser compleja y no ajustarse a las necesidades existentes, debido a la falta de armonización (OMC, 2002).





� Suecia y el Reino Unido liberalizaron antes los servicios públicos básicos de telecomunicaciones.





� Comisión Europea (2002e).





� IBM (2003).





� En 1999, la Comisión puso en marcha un importante examen del subsector, cuyo resultado fue la adopción de un nuevo marco normativo en marzo de 2002;  el nuevo marco entró en vigor el 25 de julio de 2003.  Previamente, el 1º de enero de 1998, la totalidad de la infraestructura de telecomunicaciones y los sectores de servicios se habían abierto a la competencia, con períodos de transición para algunos Estados miembros, ya finalizados en todos ellos.  Como resultado de los compromisos adquiridos por las CE en virtud del Cuarto Protocolo anexo al AGCS de 1997, el marco normativo aplicable a los ciudadanos de las CE se hizo extensivo a todo los operadores extranjeros, con limitaciones de escasa importancia al acceso a los mercados y al trato nacional (OMC, 1997).





� Esos miembros eran Dinamarca, Finlandia, Irlanda, Suecia, el Reino Unido, España, Italia, Austria y Portugal.  La Comisión iba a emprender procedimientos contra los países rezagados.





� Esas directivas son las siguientes:  2002/21/EC (Directiva marco);  2002/20/EC (Directiva sobre autorización);  2002/19/EC (Directiva sobre acceso e interconexión);  2002/22/EC (Directiva sobre servicio universal);  y 2002/58/EC (Directiva sobre protección de la vida privada y comunicaciones electrónicas).





� Según la Directiva marco, se considera que una empresa tiene peso significativo en el mercado cuando, individual o conjuntamente, disfruta de una posición equivalente al dominio.  Como medida aproximada del peso en el mercado, las Directrices sobre análisis del mercado sugieren que se utilice un cálculo de la participación en el mercado, basado normalmente en el volumen o el valor de las ventas.  Se considera que el peso significativo en el mercado es un factor cuando la participación en el mercado es superior al 40 por ciento;  y se da por supuesto que existe ese peso cuando la participación en el mercado excede del 50 por ciento.  Con arreglo al anterior marco normativo, una empresa estaba sujeta a reglamentación ex ante si tenía una participación en el mercado del 25 por ciento (Scott-Marcus, 2002).





� La Directiva sobre protección de la vida privada y comunicaciones electrónicas había de incorporarse a la legislación nacional no más tarde del 31 de octubre de 2003, mientras que las otras cuatro directivas se incorporarían para el 25 de julio de 2003 (Comisión Europea (2003n)).





� Decisión 676/2002/EC.





� Si una ANR decide reglamentar un mercado no enumerado en la Recomendación, deberá solicitar la aprobación previa de la Comisión y atenerse al procedimiento establecido en el artículo 7 de la Directiva marco.  Asimismo, se espera que las ANR colaboren con las autoridades nacionales de competencia (DG Competencia (2003a)).





� A las reuniones de esos órganos pueden asistir también expertos del Espacio Económico Europeo (EEE) y candidatos a la adhesión.  Asimismo, puede invitarse a otros expertos y representantes de las asociaciones participantes a asistir a las partes no restringidas de las reuniones (Comisión Europea (2003n)).





� En la parte A del Anexo de la Directiva sobre autorización se enumeran 18 categorías de condiciones, entre ellas las siguientes:  aportaciones a la financiación del servicio universal, tasas administrativas, interoperabilidad de los servicios e interconexión de las redes, accesibilidad de los números, protección del consumidor, normas técnicas, integridad y seguridad de las redes, y restricciones relativas a la transmisión de contenidos ilegales.  Excepto si es necesario para garantizar la seguridad nacional, los Estados miembros no pueden imponer condiciones (en relación con una autorización general) que no estén previstas en la parte A del Anexo.  Aunque las empresas deben cumplir las condiciones de la autorización general, las ANR no pueden tomar el incumplimiento de una o varias de esas condiciones como motivo para impedir que una empresa suministre un servicio o una red (Comisión Europea (2003n)).





� A partir de 2002, la Comisión suspendió las directrices sobre "prácticas recomendadas" para la fijación de los precios de la interconexión, establecidos en 1998, debido a que los operadores proporcionaban a las autoridades nacionales reguladoras información apropiada sobre contabilidad de costos para asegurar que los derechos de interconexión estuvieran orientados hacia los costos.  La Directiva sobre interconexión se aplica tanto a las comunicaciones alámbricas como inalámbricas, pero los operadores de sistemas móviles con un peso significativo en el mercado nacional de interconexión sólo deben ofrecer interconexión orientada hacia los costos.  En la práctica, dado que el mercado nacional de interconexión abarca la interconexión fija-fija, fija�móvil y móvil-móvil, los derechos que aplica la mayoría de los operadores de sistemas móviles para terminar el tráfico de la red fija no están sujetos a una orientación hacia los costos (Comisión Europea (2003n)).





� La portabilidad del número permite al usuario mantener su número independientemente de la empresa que preste el servicio.  La selección y preselección del proveedor permite al usuario utilizar los servicios de empresas competidoras para hacer llamadas utilizando un prefijo corto o como opción por defecto.





� Scott-Marcus (2002).





� Directiva 2002/39/EC.





� En 2006, la Comisión finalizará un estudio en que se evaluarán, respecto de cada Estado miembro, las repercusiones en los servicios universales de la plena realización del mercado interior en 2009.  Sobre la base del estudio, la Comisión hará una propuesta para su aprobación por el Parlamento Europeo y el Consejo (DG Competencia (2003a)).





� Según la Comisión, el sector reservado se limita, desde 2003, a la distribución de artículos de correspondencia de peso inferior a 100 g y cuyo precio sea inferior al triple de la tarifa básica.  A partir de 2006, esos niveles mínimos se reducirán a 50 g y 2,5 veces la tarifa básica, respectivamente.





� Según la Comisión, los atascos diarios del tráfico afectan al 10 por ciento (7.500 km) de las autopistas de las CE-15, mientras que el 20 por ciento de la red ferroviaria se considera sujeta a embotellamientos.  En 16 de los principales aeropuertos de las CE-15, el 30 por ciento de los vuelos tienen retrasos de más de 15 minutos.  La congestión de las carreteras y en los aeropuertos aumenta la contaminación y, según las estimaciones, incrementa en el 6 por ciento el consumo de combustibles de las CE-15 (Comisión Europea (2003w), Introducción).





� El transporte es la causa del 28 por ciento, aproximadamente, de las emisiones de CO2, principal gas de efecto invernadero, en las CE-15 (Eurostat, 2003c).





� En diciembre de 1992, la Comisión presentó un Libro Blanco sobre el subsector en el que se comprometía a convertir las 15 redes nacionales en una única red europea mediante el desarrollo de todos los modos de transporte.  Ese proceso es un elemento fundamental para la creación del mercado interior de las CE, y quedará ultimado para 2010.  Sin embargo, ha habido retrasos, y es bastante probable que la red, y en particular sus componentes de ferrocarril (a pesar de absorber, como mínimo, el 55 por ciento de los fondos de la red transeuropea de transporte) y vías navegables interiores, no esté plenamente finalizada para entonces.  Las actuales inversiones varían de 15.000 a 20.000 millones de euros al año, y se estima que el costo total de la red transeuropea hasta 2010 será de 400.000 millones de euros, sin contar las sumas resultantes de la ampliación.  Por ese motivo, el 23 de abril de 2003, la Comisión propuso al Parlamento y al Consejo una mayor participación de las asociaciones público-privadas y nuevos mecanismos de gestión y financiación (Comisión Europea, Comunicado de prensa IP/03/560, de 23 de abril de 2003).





� Comisión Europea (2003f).





� "La política europea de transportes de cara al 2010:  La hora de la verdad."





� También se introduce el concepto de pago por la congestión, en virtud del cual los usuarios pagan por la infraestructura escasa que ocupan en carreteras, aeropuertos u otros lugares.  Un ejemplo es el sistema aplicado en Londres en 2003, en virtud del cual se imponen tarifas a los motoristas que se desplazan en el distrito central de la ciudad, que puede reproducirse en otras capitales europeas (Comisión Europea (2003w)).





� Marco Polo debería contribuir a recobrar los niveles de fletes de 1998 entre los diversos modos de transporte mediante la derivación del incremento global del transporte internacional de cargas por carretera, estimado en 12.000 millones de toneladas por km al año, hacia los modos de transporte de navegación en travesías cortas, ferrocarril y navegación en vías interiores, o una combinación de modos de transporte en la que los desplazamientos por carretera sean lo más cortos posible (Comisión Europea (2003k)).





� La Comisión Europea se encarga de los aspectos políticos del programa Galileo y del establecimiento de sus objetivos;  la AEE se responsabiliza de la definición técnica, el desarrollo y la validación de Galileo.  La empresa común Galileo se encargará de desarrollar el programa Galileo y seleccionar un operador comercial que contribuirá significativamente a financiar el establecimiento de Galileo a partir de 2006 y prestará los servicios del programa desde 2008.  Galileo comprenderá 30 satélites en órbita a una altitud de casi 24.000 km.  Las estaciones terrestres llevarán a cabo las funciones de gestión y control (Comunidades Europeas (2003b)).





� Véase OMC (2002).





� Comisión Europea (2003w), Introducción.





� El transporte por carretera representa el 84 por ciento de las emisiones de CO2 atribuibles al subsector del transporte (Eurostat (2003c)).





� En las CE, un tren de mercancías viaja a una velocidad de 18 km por hora, como promedio.  Los ferrocarriles deben mejorar los niveles de velocidad y servicio para atraer el tráfico de cargas de las carreteras (Comisión Europea, Comunicado de prensa IP/03/378, del 14 de marzo de 2003).





� Comisión Europea (2001d).





� Eurostat (2003c).





� Comunicación de la Comisión al Consejo y al Parlamento Europeo, "Hacia un espacio ferroviario europeo integrado", 2002;  y DG Competencia (2003a).





� Directivas 2001/12/EC, 2001/13/EC y 2001/14/EC.  Los Estados miembros dispusieron de dos años para incorporar el conjunto de medidas sobre infraestructuras a la legislación nacional.





� Italia incorporó el conjunto de medidas a su legislación nacional semanas más tarde.  El 16 de octubre de 2003, la Comisión llevó a los otros nueve Estados miembros ante el Tribunal de Justicia (Comisión Europea, Comunicado de prensa IP/03/1400, de 16 de octubre de 2003).





� A partir de marzo de 2008, a más tardar, los derechos de acceso deberán extenderse a la totalidad de la red ferroviaria europea (Comisión Europea, Comunicado de prensa IP/03/378, de 14 de marzo de 2003).





� La OTIF prepara, por ejemplo, reglamentaciones sobre el transporte de mercancías peligrosas por ferrocarril.





� Comisión Europea, Comunicado de prensa IP/04/291, de 3 de marzo de 2004.





� Aunque sólo seis países comunitarios tienen sistemas fluviales interconectados (Alemania, Austria, Bélgica, Francia, Luxemburgo y los Países Bajos), el transporte por vías navegables interiores representa más de la tercera parte de las operaciones de transporte intracomunitarias.  En 1998, las vías navegables interiores permitieron transportar 121.000 t/km de mercancías, cifra que representa un incremento del 14 por ciento respecto de 1970.  Ese modo de transporte desempeña también una función esencial en las importaciones y exportaciones que circulan a través de Europa noroccidental y constituye un elemento importante de la zona interior servida por los principales puertos de mar de las CE (Comisión Europea (2003u)).





� Eurostat (2003c).





� El transporte marítimo desempeña también un papel esencial en la intermodalidad, ya que permite eludir los puntos de estrangulamiento, por ejemplo en los Pirineos entre Francia y España, o en los Alpes entre Italia y el resto de Europa (Comisión Europea (2003m)).





� Se conceden exenciones fiscales a todos los marinos, con independencia de su nacionalidad o residencia.  Sin embargo, en el caso de marinos embarcados en buques que presten servicios regulares de pasajeros entre puertos de las CE, tales exenciones sólo se aplican a los ciudadanos de las CE o el EEE (Comisión Europea, Comunicado de prensa IP/03/1484, de 30 de octubre de 2003).





� El principio de vinculación al pabellón requiere que los buques enarbolen el pabellón de un Estado miembro para tener derecho a la ayuda estatal.  Con ese fin, las empresas navieras que mantienen menos del 60 por ciento de su tonelaje bajo pabellón de las CE tendrán que mantener, como mínimo, el mismo tonelaje bajo el pabellón cuando entren en vigor las nuevas directrices (Comisión Europea, Comunicado de prensa IP/03/1484, de 30 de octubre de 2003).





� La ayuda puede concederse para la fase inicial de nuevos servicios y debe permitir que el transporte (básicamente de cargas) por carretera pase a efectuarse en su totalidad o en parte por mar.  La ayuda se concede por un período máximo de tres años (Comunidades Europeas, Comunicado de prensa IP/03/1484, de 30 de octubre de 2003).





� Comisión Europea (2003m).





� Los acuerdos entre compañías de navegación, conocidos como conferencias marítimas, figuran en el artículo 3 de Reglamento Nº 4056/86.





� OCDE (2002a).





� Financial Times, 4 de diciembre de 2003.





� Comisión Europea, Comunicado de prensa IP/03/1421, de 21 de octubre de 2003.





� La AESM inició sus actividades al final de 2002 y, en general, presta asesoramiento técnico y científico a la Comisión sobre seguridad marítima y prevención de la contaminación por los buques.





� El 11 de febrero de 2004, la Comisión aprobó la alianza entre Air France y KLM.  El 10 de diciembre de 2003, la Comisión aprobó una alianza entre British Airways (BA), Iberia y GB Airways, entidad franquiciada de BA.  Asimismo, la Comisión está examinando otros casos, tales como Lufthansa/Austrian Airlines, BA/SN Brussels Airline, y Air France/Alitalia (Comisión Europea, Comunicado de prensa IP/03/1703, de 10 de diciembre de 2003).





� El 9 de diciembre de 2003, el Parlamento y el Consejo llegaron a un acuerdo sobre el conjunto de medidas legislativas para el cielo único europeo.  Según la Comisión, el cielo único europeo puede permitir a las compañías aéreas ahorrar entre 1.300 y 1.900 millones de euros mediante una utilización más eficiente de las aeronaves y del espacio aéreo nacional.  El consumo de combustible y las emisiones de gases podrían reducirse en el 5 por ciento, y el número de centros de control del tráfico aéreo pasaría a situarse entre 12 y 20, en comparación con los 65 actualmente existentes (Comisión Europea, Press Release IP/03/1702, de 10 de diciembre de 2003).





� COM (2001)564.





� Los acuerdos interlínea permiten a los pasajeros viajar en más de una línea aérea o alianza con el mismo billete.  La mayor parte de las líneas aéreas del EEE, incluidas todas las compañías de bandera, son miembros de la IATA y participan dos veces al año en conferencias donde se acuerdan los precios de los trayectos interlínea (DG Competencia (2003a)).





� El turismo tiene también un importante efecto indirecto en el empleo de los servicios de transporte y otros servicios conexos.  Si se tienen en cuenta esas actividades conexas, el turismo contribuye casi al 12 por ciento del PIB y proporciona 20 millones de puestos de trabajo.  Según la Comisión, los puestos de trabajo relacionados con los viajes y el turismo aumentarán en 2 millones durante el próximo decenio (Comisión Europea (2004b)).





� Eurostat (2004).





� Esto significa que cualquier disposición del Consejo de Ministros sobre turismo requiere la unanimidad de todos los Estados miembros.





� Comisión Europea, Press Release IP/03/1585, de 21 de noviembre de 2003.





� Comisión Europea (2004c).





